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LAS POLÍTICAS SOCIALES URBANAS A INICIOS DEL NUEVO SIGLO

I. Entre la globalización y la fragmentación: las tendencias a fines del siglo XX y sus efectos sobre las ciudades

1. Los efectos de la globalización sobre las ciudades y el desarrollo urbano

Cuando nos acercamos al siglo XXI, más del 70% de la población latinoamericana y el 80% de la europea vive en ciudades. Las ciudades son las propulsoras del bienestar, y en ellas se genera la mayor parte del producto nacional e internacional. Pero las ciudades también causan y padecen la mayor parte de los desequilibrios ecológicos y sociales de nuestro sistema económico.

Las condiciones políticas, económicas y tecnológicas se han transformado profundamente en todo el mundo en las últimas décadas, y seguramente lo seguirán haciendo en el futuro próximo. Los factores principales de esa evolución son la integración regional, la globalización de los mercados mundiales y las nuevas tecnologías de automatización y procesamiento de información.

En ese escenario, la necesidad o la presión para reformar el Estado afecta a todos los países, haciéndose sentir también a nivel municipal. Los municipios se enfrentan al desafío de mostrar su eficiencia como ámbitos de decisión y a la vez dar un contenido democratizante a las tendencias de descentralización, tienen que ofrecer a las empresas buenas condiciones para el desarrollo de sus actividades y a la vez proporcionar a sus ciudadanos buenas condiciones de vida y de trabajo. Y por momentos estos objetivos parecen ser contradictorios entre sí.

En el siglo XIX los escenarios principales de la vida económica eran los puertos, las plantaciones, las fábricas y las minas. Las ciudades funcionaban ya por entonces como centros de servicios, y por lo general se desarrollaron junto a y con los puertos. Las compañías comerciales dependían de los servicios bancarios y de comercialización necesarios para sus actividades, los cuales estaban radicados en las ciudades.

Los fundamentos económicos de la ciudad fordista eran la producción industrial en masa, un sector público fuerte y la plena ocupación junto con una amplia red de seguridad social. Tanto la estructura interna de las ciudades como las relaciones de éstas entre sí se organizaban según el mismo principio jerárquico-centralista propio de las fábricas. Tal estructura ha sido caracterizada como un sistema de "localidades centrales" ("Zentrale Orte"), formado por localidades organizadas en distintos niveles jerárquicos, las cuales siempre están subordinadas a un centro cercano. En el núcleo de la ciudad se concentraban las funciones administrativas superiores y también los sitios de consumo masivo.


La crisis de la industria de transformación -energía y mano de obra intensiva- y la consecuente desindustrialización que se puso en marcha junto con la revolución en los transportes y las comunicaciones en la década del setenta socavaron el modelo de distribución espacial de las ciudades. A raíz de la nueva "división internacional del trabajo", la producción de ciertas materias primas como el carbón y el acero dejó de ser rentable en las metrópolis, en tanto que el avance de la microelectrónica y las telecomunicaciones han permitido por un lado la racionalización de la producción en las metrópolis, y por otro, la redefinición de la gestión global de las empresas. La fuerza de trabajo que quedó disponible no ha podido ser absorbida por la rama de servicios, pese al fuerte crecimiento de la misma.


Hoy en día, el comercio internacional constituye un factor fundamental de la economía mundial, pero tanto en lo que respecta a los réditos como a su importancia con respecto a la economía total, el comercio internacional queda completamente a la sombra de los movimientos financieros internacionales. El escenario principal de estas transacciones son las firmas que ofrecen servicios altamente desarrollados a otras empresas, los bancos, los mercados financieros y las centrales de los consorcios transnacionales. Todos ellos constituyen el eje del comercio internacional y están radicados siempre en las ciudades (Sassen 1996, 29).


Las casas matrices y filiales de los consorcios que operan en todo el mundo se radican en el centro de las ciudades postfordistas de centro y periferia, pero sus actividades no se realizan en el lugar de radicación, es decir en la ciudad, sino en un "space of flows", el espacio de los flujos de información. Es allí donde se lleva a cabo el control centralizado y se toman las decisiones gerenciales de más alto nivel sobre una red de fábricas, oficinas y estructuras de comercialización muy extendida geográficamente. Este tipo de concentración espacial y la explosión de los precios inmobiliarios que ella trae consigo en las ciudades receptoras provoca que sus zonas de mayor centralidad tengan dificultades adicionales para cumplir importantes funciones (aprovisionamiento y vivienda por ejemplo) para una gran parte de la población.


Si bien las centrales de los grandes consorcios no operan en la ciudad sino a nivel mundial, no por eso pueden prescindir del marco que la ciudad les ofrece. Necesitan de la infraestructura desarrollada que sólo pueden proveer las grandes ciudades, pues dependen de la disposición de una masa suficiente de expertos, conexiones aéreas directas, trenes de alta velocidad para sus contactos nacionales e internacionales, y una infraestructura de telecomunicaciones. Las áreas de control y gerencia necesitan una cantidad de servicios de distinto tipo, como por ejemplo jurídicos, contables, programación y marketing. Todo ello requiere de un ambiente empresarial y público dinámico, de un desarrollo institucional avanzado, de una nueva infraestructura altamente desarrollada y una red extremadamente densa de equipos de comunicación, todo lo cual tiende a estar localizado centralmente en algunas ciudades.


Las plantas de producción postfordista se radican en parques tecnológicos y edificios de oficinas en otras ciudades y regiones o en localidades aledañas que crecen cada vez más, porque no pueden pagar los altos precios inmobiliarios del centro de la ciudad y porque no necesitan los servicios que éste ofrece. En los nuevos suburbios de expertos y trabajadores especializados de las grandes ciudades se está produciendo una reindustrialización. Allí se instalan empresas especializadas en alta tecnonología, centrales de montaje final y plantas de producción automatizada, aprovechando la proximidad al mercado y la disposición de mano de obra especializada y con buena formación.


La ciudad ( o en general las diferentes localidades) ha ganado importancia con respecto a otro tipo de estructuras espaciales, como los estados nacionales por ejemplo. La uniforme jerarquía fordista y el modelo de organización del estado-nación van siendo reemplazados por un entretejido de espacios pequeños con diversas condiciones sociales, culturales y económicas.


La economía –ahora global- sigue siendo el motor principal del desarrollo urbano, y hoy se encuentra en todo el mundo en pleno proceso de transformación. Los factores desencadenantes del mismo son varios, y se refuerzan mutuamente. Como tendencias dominantes que afectan a las ciudades cabe mencionar las siguientes:

· El creciente interrelacionamiento internacional: La división del trabajo, la dependencia, la competencia y la cooperación están aumentando en todo el mundo. Un caso típico es el de las cadenas internacionales de consorcios transnacionales y de las redes de empresas, casos en los cuales el área de investigación y desarrollo, la de producción y la de comercialización pueden estar radicadas, por ejemplo, en tres países diferentes. Como consecuencia, las empresas logran reducir al mínimo sus cargas impositivas definiendo en su propio interés los precios de las transacciones internas, de modo que prácticamente ya no es posible recaudar los impuestos necesarios para sostener un estado benefactor desarrollado.

· La transición a la sociedad de servicios: La transformación estructural de la distribución sectorial, que es más notoria en las ciudades que en la vida económica en general, se aprecia no sólo en el crecimiento de los servicios dirigidos a la atención de las personas, sino sobre todo en el de los relacionados con la producción (como por ejemplo financiamiento, procesamiento y la transferencia de información, etc.), las Knowledge-based industries, la cultura y el turismo.

· Concentración y desconcentración: Las tendencias actuales son ambivalentes. Diariamente se tienen noticias de compras y fusiones espectaculares. Pero por otro lado, las empresas se desprenden de secciones completas, con el consecuente aumento de nuevos emprendimientos y establecimientos. Y las empresas medianas y pequeñas son precisamente las que tienen un rol más importante en cuanto al avance tecnológico y las tasas de ocupación. El proceso se ve acompañado por la formación de redes de cooperación entre las empresas grandes y entre las pequeñas y medianas, y finalmente en el surgimiento de redes de redes (Borjas/Castells 1997, 25). Esa forma absolutamente flexible y dinámica, pero al mismo tiempo inestable, de la actividad económica, es la que caracteriza los nuevos procesos de organización, gestión y producción (Piore/Sabel 1984). La economía internacional está caracterizada hoy por un modelo de producción flexible, organizada en torno a la empresa-red de composición y localización altamente variable.

· La tecnología computarizada: Al respecto hay que mencionar sobre todo la robotización de la producción de bienes y la difusión de ordenadores interconectados y sus distintos usos en oficinas y hogares (telework, telebanking, teleshopping). La difusión de las computadoras y la telemática son responsables del aceleramiento propio de nuestra era, cuyas consecuencias para el desarrollo urbano y el ordenamiento territorial aún no han sido analizadas a fondo.


Los efectos de estas tendencias generales en cuanto a las ciudades son notorios y controvertidos. Pocas dudas puede haber de que, en general, van a ser muy profundos, diversos y de diferente ritmo e intensidad según la posición de cada ciudad en su región y en el sistema global.

2. El surgimiento de las "Global Cities"

Al estar compelidos por la competencia a trasladar la producción, la administración, la investigación y el desarrollo al lugar que les sea más conveniente en relación a los costos y la disponibilidad de subvenciones y recursos (trabajadores especializados, materias primas y capital), los grandes consorcios están atravesando una restructuración profunda. Con la globalización de la economía mundial ha aumentado también la aglomeración de las funciones centrales
 en pocas localidades principales, que han llegado a ocupar una posición clave en la jerarquía internacional de ciudades (Sassen, 1991) y que se conocen como "global cities".


A diferencia de lo que acontecía hace algunos años cuando las transacciones internacionales se componían fundamentalmente del tráfico de mercaderías, el estado ha perdido capacidad de gestión y regulación, dado que importantes tareas organizativas y de servicios son realizadas hoy por empresas especializadas cuyo producto es de carácter simbólico, informacional, y fluye por canales de difícil control. (Sassen, 1996). La aglomeración de tales funciones constituye un factor estratégico en la organización de la economía global, y es propia de ciudades globales como Nueva York, Londres, Tokio, París y Amsterdam. Los centros de la ciudad global cumplen así dos funciones fundamentales: primero, funcionan como centros de producción postindustrial de las 

ramas líderes de la actualidad, y del sector financiero y de servicios; en segundo lugar, cumplen el papel de un mercado transnacional, en el que las empresas y los estados pueden ofrecer y adquirir medios financieros y servicios especiales. 

Para Borja y Castells, la “ciudad global” no es ninguna ciudad en particular, sino una red: “La globalización de la economía, y en particular de los servicios avanzados que organizan y gestionan el conjunto del sistema, no conduce a la dispersión espacial de funciones, ni tampoco a la concentración exclusiva de las funciones direccionales en unas pocas áreas metropolitanas. La ciudad global no es Nueva York, Londres o Tokyo, aunque sean los centros direccionales más importantes del sistema. La ciudad global es una red de nodos urbanos de distinto nivel y con distintas funciones que se extiende por todo el planeta y que funciona como centro nervioso de la nueva economía, en un sistema interactivo variable al cual deben adaptarse de forma flexible empresas y ciudades” (Ver Borja y Castells, 1997, pág. 43). En ese sentido, algunas ciudades de países en desarrollo pueden ubicarse –aunque en posiciones periféricas dentro de la red- como parte funcional de la ciudad global.

En todo caso, se observa una correlación directa entre el avance de la globalización y la brecha en la jerarquía de ciudades, tanto a nivel internacional (con las ciudades de Nueva York, Londres y Tokio en una posición indiscutida), y posiblemente también a nivel nacional. El tamaño (es decir la cantidad de habitantes) pierde importancia. Francfort, por ejemplo, tiene hoy un rango mayor al de Berlín o incluso al de Munich. Cuando esta jerarquía es un factor de atractividad por sí mismo, la situación de partida de las distintas ciudades en una economía globalizada se vuelve más despareja todavía de lo que lo era en el pasado (Mäding 1997).


En los últimos años, las grandes ciudades europeas han perdido importancia relativa en tanto sedes de radicación para la producción de manufacturas. Sin embargo, el establecimiento de empresas de alta tecnología se produce fundamentalmente en las grandes aglomeraciones. La transformación de la estructura económica en favor del sector terciario ha hecho aumentar el papel de la ciudad en tanto centro de servicios. Paralelamente ha hecho descender el peso que en el futuro tendrán para la vida económica local algunos factores que antes eran decisivos para las radicaciones, como sobre todo la disponibilidad de materias primas. Si la proporción de las "footlose industries" aumenta, teóricamente muchas ciudades tienen oportunidades de atraer actividades industriales, ya que pueden ser atraídas por ciertos factores tradicionales revalorizados y por otros nuevos. Entre los factores más importantes se destacan (Mäding 1997)

· La situación y las posibilidades de acceso: en lo que hace a la economía global y la prestación de servicios nacionales y regionales, el acceso físico a los clientes, proveedores y socios seguirá siendo una ventaja comparativa fundamental aún en la era de la telecomunicación. Con su aeropuerto y su estación de ferrocarriles, la ciudad está en ese sentido en mejores condiciones que las zonas rurales. Sin embargo, esta ventaja tiende a perderse a raíz de los embotellamientos de tránsito típicos del centro de las ciudades. Las zonas suburbanas con rápido acceso a las autopistas experimentan por eso una revalorización, que a veces abarca no sólo a los municipios vecinas sino también otros distritos o incluso estados, como sucede por ejemplo en los alrededores de Berlín.

· Modernidad: para que las ciudades tengan viabilidad en el futuro deben desarrollarse especialmente las ramas más promisorias, como la ciencia, la industria de entretenimiento, los servicios financieros y el asesoramiento de empresas, todas las cuales además requieren el permanente estímulo de empleados calificados y nuevos empresarios innovadores.

· Calidad de vida: las posibilidades de esparcimiento y las actividades de tiempo libre de una ciudad y sus alrededores adquieren cada vez más importancia en comparación con las ventajas tradicionales. Estas ventajas "blandas", junto con otras como la oferta cultural, el ámbito que rodea a las viviendas y la imagen urbana, son importantes para satisfacer las necesidades de las capas de población con ingresos medios y altos, a las que los municipios quieren atraer para que se radiquen dentro de su territorio.

Para las principales ciudades de los países latinoamericanos, actualmente fuertemente endeudados, un test fundamental es si pueden recibir en su territorio o en el de su región de influencia no sólo actividades de servicios atraídas por su mercado concentrado sino actividades productores de bienes y servicios transables, capaces de posicionarlas competitivamente en el mercado global generando un saldo económico positivo, y hacerlo sin degradar su ecosistema y la calidad de vida de sus ciudadanos. En cuanto a su posición en las redes de la ciudad global, algunos analistas consideran que sólo San Pablo –junto con Seoul, Hong-Kong y Singapur- puede tener funciones regionales y globales que justifiquen darle el título de "ciudad mundial periférica". Otras megaciudades como México, Río de Janeiro o Buenos Aires, que evidencian una notoria discrepancia entre el predominio que ejercen a nivel nacional y su posición internacional relativamente marginal, están por debajo del grupo anterior en la jerarquía internacional de ciudades. Eso se debe al hecho de que el rango que le cabe a una ciudad por la cantidad de habitantes o sus cifras de ocupación no es análogo a su posición en la jerarquía general. Ni siquiera a nivel nacional puede decirse que el predominio político o económico se derive necesariamente del tamaño de la población o de la extensión territorial de una ciudad, si bien hay notorios ejemplos que parecerían justificar una correlación de ese tipo.
3.  La pérdida de capacidad de gestión de los estados nacionales en favor de las instancias locales e internacionales


A finales del siglo XX el rol de los estados nacionales se ve debilitado por

-
la creciente liberación del mercado y el consecuente aumento del peso de las empresas multinacionales,

-
el aumento de la competencia entre las empresas y de la competencia indirecta en el mercado laboral mundial, y

-
el surgimiento de instancias supranacionales, como por ejemplo la Unión Europea y la influencia creciente de los organismos financieros internacionales sobre los estados de América Latina.


El ámbito estratégico en que se inscriben muchos procesos globales es, por lo general, de carácter nacional. Los mecanismos a través de los cuales se introducen la reformas jurídicas necesarias para la globalización son frecuentemente parte de las instituciones estatales. La infraestructura que hace posible la hipermovilidad del capital financiero a nivel global se halla dentro de los territorios nacionales. Y se asiste a una transformación de la forma de vinculación entre la soberanía y el territorio que fue característica de la historia reciente del estado moderno y del sistema de estados nacionales. 


Las actividades empresariales y los fragmentos de un nuevo orden jurídico que comienza a difundirse a través del mundo tienen el efecto de desnacionalizar el territorio. Para el campo de los negocios financieros, Manhattan y la City londinense son el equivalente de lo que representan las zonas libres para el comercio. Pero Manhattan con todas sus actividades, funciones y regulaciones no es una zona libre en sentido geográfico, sino un área funcional o institucional altamente especializada, que es desnacionalizada.

El proceso de globalización que fue puesto en marcha por el sector empresarial privado coloca a los estados nacionales en una situación permanente de competencia por la radicación, con la consecuencia de que la competencia entre las economías nacionales se traduce cada vez más en una competencia global entre los estados por el mercado mundial y el acceso al capital móvil. El estado-nación occidental corre el riesgo de sucumbir al desmantelamiento de su sistema de seguridad social y a la imposición de un nuevo modelo bajo el primado de la globalización como fórmula de legitimación. Algunas manifestaciones de la globalización de las redes de producción suelen ser presentadas como un indicador de la vulnerabilidad de la economía nacional, para propagar la necesidad de reducir salarios, desregular y flexibilizar las relaciones laborales y reducir el gasto social como única respuesta viable a tal situación. 

Estas transformaciones afectan, entre otras cosas, a los sistemas de seguridad social y a las posibilidades de los estados de adecuar su sistema fiscal a las estrategias empresariales, lo cual tiene además efectos directos e indirectos en la capacidad económica de las ciudades y en el sistema social local.


Existen diferentes opiniones acerca de si el debilitamiento del estado-nación es o no sinónimo de una redistribución de la fuerza económica y la capacidad de decisión política. Mientras los consorcios transnacionales dirigen su atención fundamentalmente al mejoramiento de las condiciones locales que afectan la rentabilidad de sus inversiones, las instancias políticas municipales tienen –además de la misión de atraer las inversiones- la tarea de ocuparse del mantenimiento y mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo.


La tesis del debilitamiento del estado-nación va generalmente acompañada por la afirmación de que en el capitalismo global las ciudades son irrelevantes. Si bien por lo general se reconoce que en la economía global algunas ciudades cumplen funciones dentro de las redes, suele afirmarse que han perdido la función de integración social (Touraine, 1996). Esta interpretación se basa en la tendencia a la disolución del contexto urbano, que se ha constatado en todo el mundo: el centro de las ciudades pierde importancia con relación a una periferia cada vez más diferenciada; las actividades económicas y la forma de vida de las elites locales se apartan de un proyecto urbano, en tanto que el poder de la "ciudad informática" se apoya en procesos de intercambio desmaterializados, que se llevan a cabo en la red y no en una localidad.


En el mismo sentido que Touraine, Altvater y Mahnkopf han observado que: "así se genera una nueva geografía de las ciudades. Estas ya no han crecido dentro del espacio, sino que fueron colocadas en él, y más precisamente en los puntos nodales de las relaciones globales de mercado. ... Tales sitios son nudos en las redes globales, pero ya no ciudades que sean algo más que plazas de intercambio de mercaderías y servicios." (1996, 125).


Aunque estos autores subrayan la funcionalidad de los grandes centros urbanos para la economía global, comparten sin embargo con Touraine la opinión de que lo urbano en sí pierde relevancia: "El resto de las características - la forma de vida de los habitantes, la cultura, el sustrato campesino, la tradición, etc. - tienden a transformarse en una fachada de la funcionalidad del nudo en la red." (Alvater/Mahnkopf, 1996, 126.) A partir de esta "narrative of eviction" (Sassen, 1994) se describe un proceso de deslocalización, desimplantación y exclusión como precio de la incorporación de las localidades a la red de las ciudades globales. De acuerdo con esta visión, las localidades se transforman en sitios de radicación, los mercados dejan de ser un acontecimiento social y pierden visibilidad. (Altvater/Mahnkopf, 1996)


Por su parte, Borja y Castells consideran, en cambio, que una de las tareas fundamentales de las instancias políticas municipales en el futuro consiste en armonizar la realización de los objetivos económicos con las funciones de integración social. Al mismo tiempo que las ciudades se sitúan en la economía global, deben también integrar y estructurar a su sociedad local. Sin un anclaje sólido en los ciudadanos, los gobiernos de las ciudades no tendrán la fuerza necesaria para navegar los circuitos globales. En este sentido, lo local y lo global son complementarios y no antagónicos. Esa integración social requiere mecanismos políticos democratizados, basados en la descentralización administrativa y en la participación ciudadana en la gestión municipal. Pero también exije una política económica local, como por ejemplo la de mantener un sector de empleo en torno a servicios públicos y parapúblicos independientes de la competencia global (Borja/Castells, 1997) o la de promover un subsistema de economía popular urbana (Coraggio, 1998).


En los últimos años los signos del creciente protagonismo de las ciudades se han multiplicado. En Europa la recesión económica de los setenta provocó una reacción de los gobiernos locales y de los principales actores económicos y sociales urbanos. Los primeros fueron más allá de sus obligaciones legales para atraer inversiones, generar empleo y renovar la base productiva de la ciudad, y también se pusieron de acuerdo con los actores urbanos para promocionar la ciudad. Con la creación del Comité de Regiones, integrado por los representantes de los gobiernos regionales y de las ciudades (Maastricht, 1993), la Comunidad Europea ha reconocido finalmente en su entramado institucional a los gobiernos locales.


Las ciudades latinoamericanas también han expresado su voluntad de definir proyectos de desarrollo concertados, defender conjuntamente la descentralización política y la autonomía local, y participar en la construcción de instituciones supranacionales que las representen. Si bien no han alcanzado el nivel de asociación y la multiplicidad de redes que existen en Europa, cabe destacar algunas iniciativas recientes como la creación de las Mercociudades (ciudades del Mercosur), la consolidación de la UCCI (Unión de Ciudades Capitales Iberoamericanas) y las propuestas de coordinación de proyectos comunes. En ese marco ha adquirido vitalidad el movimiento asociativo tanto a nivel nacional como continental (Red Latinoamericana de Asociaciones de Municipalidades - IULA) y la cooperación entre las ciudades latinoamericanas y las de América del Norte y de Europa. (Borja/Castells, 1997)

4. "Glocalización": ¿Globalización versus regionalización?


La globalización de la economía se basa fundamentalmente en una relación tiempo-espacio radicalmente nueva, que está caracterizada por la interconexión creciente de relaciones de intercambio transnacionales que se vuelven cada vez más complejas. A diferencia de la internacionalización, que designa al relacionamiento económico entre los distintos sistemas nacionales, se entiende por globalización la constitución de la esfera transnacional. Eso no significa que el estado-nación pierda completamente su capacidad de gestión, ya que: "aunque las empresas principales actúan a nivel global, sus condiciones de funcionamiento (infraestructura, educación y capacitación, sistema impositivo, barreras ecológicas, etc.) se generan a nivel nacional o regional. Los aspectos materiales y sociales de la producción no están supeditados a la globalización en la misma medida que los monetarios." (Altvater/Mahnkopf, 1997) Las desigualdades y desequilibrios de allí resultantes generan nuevas formas de conflicto, un nuevo proteccionismo regional y sectorial, y una nueva segmentación política.


A ello se asocia un proceso de concentración que tiende al establecimiento de relaciones oligopólicas. En este contexto, el debate sobre la competitividad está dominado por dos posiciones aparentemente contradictorias. La primera ve a los consorcios transnacionales y los modelos modernos de producción como desligados de las condiciones locales, y considera que eso constituye un hecho inmodificable al cual deberán adecuarse las diferentes áreas. Esta posición globalista o universalista ve a los consorcios transnacionales como los actores principales de la economía mundial. De acuerdo con esta interpretación, la flexibilización de los procesos de producción y de las estructuras organizativas de las empresas conduce a una creciente desintegración espacial y organizativa. Al mismo tiempo avanza la concentración del capital y de la capacidad de control en manos de unos pocos consorcios. La consecuencia es la subordinación de las economías regionales a los procesos globales y, con ello, al control y las decisiones provenientes del exterior.


La segunda posición subraya, en cambio, la variedad de las formas de organización y de los procesos de aglomeración individuales que se llevan a cabo a un nivel regional concreto, cuyo potencial endógeno debe desarrollarse en el marco de una creciente diferenciación interregional para poder ser competitivo a nivel nacional e internacional. Lo que estaría ocurriendo en realidad es una superposición y condicionamiento mutuo entre las redes globales y las locales en un ámbito concreto, lo cual ha sido resumido en el concepto de "glocalización" (Swyngedow, 1992).


La competitividad internacional de un país está determinada en primer término por la productividad y la capacidad de innovación de sus áreas de aglomeración económica. Las áreas urbanas funcionan como centros de alto rendimiento económico y simultáneamente como centros de control de redes de producción territorialmente extensas. Por eso, la globalización no se corresponde con una pérdida de importancia de lo local o lo regional. La contracara de la globalización es la regionalización, es decir el proceso de integración territorial de actividades en ámbitos intra o internacionales. Las nuevas investigaciones subrayan la importancia de las redes regionales, los distritos industriales y un medio innovador. Las tendencias a la diferenciación institucional de la economía regional y a la conformación y expansión de las estructuras de negociación y comunicación entre los actores regionales indican la influencia que ejerce un sistema de instituciones socioeconómicas regionalmente diferenciado sobre la productividad, la capacidad de innovación y la competitividad de las regiones (Sabel, 1994).


La interconexión de economías urbanas sectoriales, como por ejemplo la de las empresas de alto insumo en tecnología y diseño con sus firmas locales proveedoras y las agencias que les prestan servicios en el lugar, es más determinante para la competitividad internacional de la región urbana que la composición sectorial de la economía local. Las áreas urbanas metropolitanas presentan, por lo general, una estructura económica altamente diferenciada, en cuyo interior se forman economías parciales con formas organizativas y mecanismos de funcionamiento muy variados. Esas economías parciales pueden establecer estrechas relaciones de intercambio y dependencia entre sí o existir de modo independiente, constituyendo una economía local fragmentada y de escasa coherencia. Por eso, la competitividad internacional de un área urbana depende, en definitiva, de las estructuras institucionales y las formas organizativas de su economía (Krätke, 1997).

5. Descentralización y dualidad  en el modelo de producción postfordista


La dimensión de las tendencias de integración global y dispersión local se manifiesta en las formas de la descentralización funcional y espacial de los procesos económicos. Paralelamente a la concentración de las tareas administrativas y de conducción en el centro de las ciudades se registra el desplazamiento de la producción industrial y de las funciones de comercialización y servicios que requieren mucho espacio. Otro aspecto de la descentralización está constituido por la desarticulación espacial de las actividades empresariales, lo cual puede implicar tanto la subcontratación como el simple traslado de ciertas actividades. La combinación de la descentralización espacial con la integración global asigna a las grandes ciudades de los países industrializados un rol estratégico en la fase actual de la economía mundial, ya que ellas son los sitios de radicación y los mercados claves para los sectores líderes, y también los centros de desarrollo de innovaciones en servicios especializados para empresas.


En la medida en que vaya unida a una concentración económica estable, la distribución de las actividades económicas a nivel nacional y global presupone hoy funciones ampliadas de control y gestión. El efecto espacial y la dinámica resultantes se manifiestan en la alta concentración propia de los centros en las ciudades globales. Las expectativas de que la concentración se haría innecesaria en la medida en que los sistemas de telecomunicación global permitieran una descentralización máxima no se han verificado en la práctica. Por el contrario, es justamente la descentralización espacial posibilitada por la telecomunicación lo que explica que la aglomeración de actividades centralizadoras haya crecido tanto como lo hizo. Pero eso no es índice de la continuidad del viejo modelo de aglomeración, sino por el contrario de una nueva lógica (Sassen, 1991).


Todo eso significa que las modernas tecnologías de información y comunicación impulsan al mismo tiempo la desconcentración y la centralización. La aceleración de los procesos de producción, circulación y consumo, así como la pérdida de importancia del factor tiempo para la superación de la distancia espacial han impulsado más aún la centralización de los consorcios. Contra lo que podría parecer a primera vista, este proceso no es contradictorio con la desarticulación territorial y funcional de las plantas de producción centrales en muchas unidades pequeñas. Reducida la importancia de las barreras espaciales, en una fábrica dividida pueden aprovecharse mejor las diferencias espaciales y optimizarse la interconexión entre las nuevas plantas a pesar de la desconcentración (producción "just in time" y "lean production"). Muchas empresas que aparentemente son independientes integran la red global de los consorcios transnacionales, en cuyas centrales de comando confluyen todos los hilos de la red coordinados por un nuevo grupo de expertos. La desconcentración es así la condición fundamental de una centralización mayor, y constituye la forma de organización óptima de una fábrica que opera a escala mundial.

6. La competencia entre las ciudades


En vistas de la enorme ampliación de los espacios económicos y de las interrelaciones transnacionales crecientes, las ciudades deben ser vistas hoy como parte de un sistema de centros que compiten por la radicación de factores económicos. Dado que las economías urbanas están involucradas en la división internacional del trabajo, y en vistas de la creciente importancia de las empresas multiregionales y de la interconexión espacial derivada de las nuevas técnicas de comunicación y los sistemas de transportes, cada vez es más cierto que la ciudad no puede ser considerada en forma aislada. La evolución internacional afecta sobre todo a las grandes ciudades y las somete a una fuerte competencia con las otras ciudades del mundo. (Krätke, 1997)


En muchos partes se ha respondido a estos desafíos globales con un desarrollo urbano selectivo en ciertas áreas de la ciudad, orientado a fortalecer la competitividad dentro del contexto internacional e interregional. Alcanzar “competitividad” frente a otras localizaciones alternativas aparece no sólo como objetivo de las ciudades globales y las grandes urbes, sino también en todos los niveles de la jerarquía urbana e incluso de unidades administrativas menores de las áreas metropolitanas.


A la hora de decidir una radicación, las empresas incluyen en sus cálculos - que por lo demás suelen ser subestimados en cuanto a su cantidad y complejidad – la comparación entre áreas territoriales cada vez mayores. Tanto la preocupación frecuentemente infundada de que todo el que está radicado en un sitio podría irse ante pequeños cambios en los factores de su rentabilidad, como la igualmente infundada esperanza de que todo el que está buscando una zona para radicarse podría decidirse por el lugar en cuestión ante ventajas marginales, están provocando una "competencia ruinosa" entre ciudades y regiones, reforzando además el "estrés fiscal" de los municipios. En todo caso, "los únicos que están en condiciones de apreciar en todas sus dimensiones las ofertas de las diferentes municipios son los grandes consorcios." (Krätke, 1997, pág. 143)


La competencia entre las ciudades abarca tres dimensiones diferentes:

-
La competencia por el potencial productivo: las ciudades intentan mejorar su posición competitiva dentro de la división internacional del trabajo por medio del fomento a la radicación o expansión de complejos productivos o de empresas fuertes y competitivas a nivel internacional.

-
La competencia entre las ciudades por el potencial de consumo: las ciudades –y en particular los municipios menores dentro de una región metropolitana- intentan mejorar su competitividad atrayendo a estratos de alto poder adquisitivo y mayor capacidad de compra.

-
La competencia entre las ciudades por las funciones de conducción económica: las grandes ciudades intentan sobre todo mejorar su competitividad por medio del asentamiento o expansión de las funciones económicas y políticas claves. Eso implica a) el desarrollo de una infraestructura de comunicación y transportes, eficiencia y 

centralidad en el marco de la red global de transporte y comunicación, así como la construcción y ampliación de aeropuertos y medios rápidos; y b) la ampliación de la oferta de edificios para oficinas en sitios representativos y con la correspondiente arquitectura y comodidades.


Pero la relación entre las ciudades no sólo está marcada por la competencia, sino que también puede ser de cooperación si están dadas las condiciones para ello. El binomio cooperación-competencia es uno de los elementos que marcan las relaciones en el sistema urbano mundial. La cooperación necesaria para insertarse en un sistema internacional tiene como objetivo último la mejora de la competitividad de cada uno de los cooperantes. Se coopera para poder competir mejor. Esto implica un juego de equilibrios en el que la cooperación se da cuando las ganancias en competitividad superan las posibles pérdidas en ventajas comparativas existentes, o cuando se produce un cambio de escala de actuación que hace que la cooperación se convierta en un instrumento para consolidarse como actor político y económico en el nuevo nivel.


La competencia entre áreas urbanas se establece generalmente en términos de especialización o de proximidad geográfica. Las ciudades tienden a fomentar alguna de las especialidades en las que parecen tener una ventaja comparativa, y desarrollan una política de promoción exterior basada en esa especialidad. Así, ciudades como París y Francfort compiten entre sí y con Londres para consolidarse como plaza financiera en Europa, en tanto que Estrasburgo, Luxemburgo y Bruselas compiten por ser sede del Parlamento Europeo. Igualmente, Montevideo, Buenos Aires y Río de Janeiro aspiran a competir como centro financiero del Mercosur.


La proximidad geográfica determina otro tipo de competencia. Las ciudades se configuran como puntos centrales de áreas de influencia cada vez mayores. Las ciudades compiten entonces por consolidarse como centros de atracción económica, cultural y política de la región. Esta competencia puede transformarse en cooperación cuando las ciudades se ponen de acuerdo para el desarrollo de proyectos que puedan resultar beneficiosos para toda la región.


Esta dinámica de competencia juega un importante papel en la consolidación del sistema urbano mundial. La internacionalización de las ciudades se expresa institucionalmente en la participación de sus autoridades y sus principales actores sociales en asociaciones y redes interurbanas. (Borja, 1997).

II. El peso y estructura demográfica de las ciudades 

Según información de Naciones Unidas (1993), en 1990 la población de América Latina era de 448 millones de personas, y de 499 millones la del continente europeo. Las proyecciones indican que para el año 2000 serán 538 millones los habitantes de América Latina y 510 millones los europeos, y que hacia el 2025 la población será de 757 millones y 515 millones respectivamente. En relación con los niveles de urbanización, como ya se indicó, en 1990 el 72% de la población latinoamericana y el 80% de la europea vivía en ciudades.

Si bien es de suponer que el grado de urbanización seguirá aumentando en Europa, Estados Unidos y Japón, la dinámica de crecimiento de las megaciudades
 de los países industrializados ya se detuvo a mediados de siglo. Pero en los países en 

desarrollo, las ciudades continúan creciendo. La acelerada dinámica de estos procesos de urbanización se refleja, entre otros indicadores, en la velocidad con que en apenas dos o tres décadas la población de México o San Pablo aumentó en 8.000.000 de personas, un crecimiento que en la evolución de Nueva York tardó 150 años. 

Ciudades globales como Nueva York, Tokio y Londres influyen mucho más en la economía y la sociedad mundiales que las metrópolis de la periferia. Sin embargo, la globalización conlleva la generalización de la competencia económica entre sedes de radicación
 -con frecuencia de los mismos consorcios- y no una competencia entre países o empresas, de modo que las ciudades de la periferia también están integradas en un nivel global. Por eso, las nuevas tendencias del desarrollo urbano se van a manifestar también en las megalópolis del Sur -aunque quizás de diferente manera, dada su historia, su posición y su estructura- y también provocarán allí profundas transformaciones internas y en la relación con sus regiones.

El proceso de crecimiento demográfico ha tomado características diferentes en Europa y América Latina. Europa es la única gran región cuya tasa de crecimiento anual fue inferior al 1%, en la segunda mitad de este siglo (1950-1995)
. En Europa occidental se registran las tasas más elevadas como consecuencia de las crecientes migraciones (sobre todo en Alemania), mientras que decrece en Europa oriental como consecuencia de la emigración, los bruscos descensos de la fecundidad y una creciente o estacionaria mortalidad, a causa de las guerras que se han dado en esta área. En Europa meridional se registra un fuerte descenso de la tasa de fecundidad y en Europa septentrional es similar a la media (ONU, 1997a). La tasa de fecundidad más baja de Europa es la de Italia (1,2) y la más alta de Albania (2,9). La mortalidad tiende a decrecer en la mayoría de los países. 

Respecto de este punto, y refiriendo a la situación francesa, Rosanvallon (1995) analiza los efectos que tuvo la llamada revolución demográfica sobre la seguridad social. En particular, el alargamiento de la duración de la vida y la reducción de la natalidad, afectan uno de sus mecanismos básicos del seguro social que es la transferencia entre generaciones, lo cual provoca desequilibrios en la disponibilidad de recursos para los inactivos y para las prestaciones. Por ello, ésta es una de las principales temáticas que forman parte de la “nueva cuestión social”.

Una segunda cuestión poblacional de gran importancia es la vinculada a la migración internacional. En 1990, Europa acogió 24 millones de migrantes internacionales, que llegaron a las ciudades y necesitaron desarrollar alguna actividad remunerada para garantizar su sobrevivencia, generando presiones sobre el mercado de trabajo, mayor informalidad y precariedad en el empleo (ONU, 1997a). Dos son los principales tipos de este significativo crecimiento poblacional:

· Una migración económica en busca de empleo procedente de países del entorno inmediato de la comunidad (Turquía en primer lugar y luego Túnez, Marruecos, Argelia), a los que se agregan los de la propia comunidad (Grecia, España, Italia, Portugal e Irlanda) que migran hacia regiones más industrializadas (Alemania, Francia, Holanda, Bélgica, y Reino Unido); estos últimos han sido particularmente importantes en los setenta y ochenta y actualmente son más moderados (Alburquerque, 1993). 

Una migración política, que es producto de los cambios en el orden geopolítico mundial como consecuencia de los conflictos que suscitaron la desintegración de algunos Estados, en particular la antigua Yugoslavia cuya disolución ha desencadenado un conflicto armado en Croacia,  Bosnia y Herzegovina. Esto generó víctimas de guerra que buscaron protección y que ACNUR estimó, en 1994, en 3,8 

· millones. Ante esta nueva problemática social, países como Alemania y Grecia crearon categorías de migrantes para recibir a quienes eran originarios de los mismos. Austria, Hungría, Suecia, Suiza y Turquía también ofrecieron asilo.

Todos estos movimientos de población generan efectos urbanos, que obligan a reconocer la presencia de un nuevo tipo de ciudadano, una fuerza de trabajo disponible que a la vez demanda bienes y servicios en la ciudad.

Respecto de América Latina, a principio de los noventa se estimaba que la población urbana era del orden del 70% de la población total. Si bien el ritmo de crecimiento urbano ha tendido a bajar en la última década (la tasa de crecimiento urbano fue de 3,9 entre 1965 y 1980, y del 3% entre 1980 y 1990), (Gilbert, 1993), tiene efectos muy importantes. Un crecimiento anual del 3,5% como el que se registra en estas regiones implica duplicar la población urbana en un periodo de veinte años. Por eso, las megalópolis y grandes ciudades del futuro surgirán menos en los países industriales que en las naciones en desarrollo. Se estima que en el año 2000, trece ciudades latinoamericanas tendrán más de 3 millones de habitantes, nueve de ellas más de 5 millones, y cuatro más de 10 millones.

La esperanza de vida al nacer es marcadamente menor que la de Europa: para 1990 era de 68,5 y 74,4 años respectivamente. También son desfavorables los indicadores de mortalidad infantil: para el periodo 1985-1990 la tasa de mortalidad infantil fue del 54%0 en América Latina y del 13%0 en Europa
.  En un continente altamente urbanizado, estos valores se encuentran asociados a la pobreza urbana, y son reducibles por mejoras en el acceso a servicios básicos en las ciudades (las enfermedades gastrointestinales en los primeros años de vida, por ejemplo, suelen estar ocasionadas por la falta de agua potable, servicios sanitarios, drenaje, etc) e indica la inequidad que prevalece en el acceso a servicios básicos.

El comportamiento demográfico de las grandes ciudades latinoamericanas es heterogéneo. Mientras Montevideo y Buenos Aires presentan una dinámica poblacional bastante más cercana a la europea (con baja tasa de fecundidad y mayor peso de ancianos), otras, como Ciudad de México o San Pablo, muestran una elevada tasa de crecimiento y un predominio de población joven e infantil, lo cual sumado a las tendencias al incremento de la esperanza de vida se traducirán en un fuerte peso de la población inactiva sobre la activa
.

En América Latina, para 1990, el índice de dependencia total era de 68,5, y de 49,2 en Europa. Analizando estas cifras según dependencia de jóvenes y ancianos, se observa el mayor peso de la población infantil en América latina (60,4) y de la anciana en Europa (20). Las proyecciones indican que para el año 2000, el índice de dependencia total será de 61,4 en América Latina (52,7 para la población menor de 15 años y 8,7 para la de 65 y más) y de 50,2 en Europa (27,8 y 22,4 respectivamente), y que hacia el año 2025, esta tendencia se agudizará, correspondiéndole a Europa un mayor porcentaje de población dependiente, originado por el peso de la población mayor:  57, 7 para el índice de dependencia total (26 en jóvenes y 31,7 en ancianos), mientras que en América Latina sería del orden del 52,2 (39,1 y 13,1 respectivamente).

En cuanto a la migración internacional, continúa el flujo de migrantes de México a Estados Unidos, fundamentalmente en busca de oportunidades de empleo, la mayoría sin poseer la documentación que se requiere.
 En muchos casos, sus familias permanecen en México y esta migración permite que de manera periódica se transfiera un importante flujo de dinero hacia los lugares de origen. Sin embargo, esta situación no es suficiente para descomprimir la presión que ejerce la mano de obra joven que se incorpora anualmente al mercado de empleo. Las ciudades son para estos trabajadores la principal fuente de empleo aunque ofrezcan precariedad e informalidad y registren también elevadas tasas de desempleo.

En Centro América, la migración no sólo es económica sino que es también consecuencia de los conflictos armados de las últimas décadas. La misma se dirige principalmente a Estados Unidos y México y la mayoría de los migrantes lo hacen en situaciones de absoluta precariedad e ilegalidad. En América del Sur, en cambio, la migración es intrarregional y no se advierten cambios durante las últimas décadas (ONU, 1997a).

Los efectos que la migración tiene en una ciudad dependen, por un lado, de la apertura que ésta demuestre para con los recién llegados. Los migrantes son personas que sufren discriminación en cuando al acceso al suelo, la vivienda o el mercado de capitales, y también son actores que luchan contra tales circunstancias. Por otro lado, los efectos de la migración en la ciudad dependen también de las características específicas de los migrantes. Los recursos de que disponen - dinero, educación y pertenencia a redes sociales - tienen gran influencia en el proceso social y económico de una ciudad. La llegada de migrantes se traduce también en un pluralismo étnico y nacional que, interpretado positivamente, ofrece una buena base para el desarrollo y la diversificación cultural, pero que también puede ser invocado para justificar la discriminación y alimentar los conflictos étnicos.

Uno de los grandes interrogantes del futuro es en qué medida los problemas derivados de las corrientes migratorias y los esquemas de segregación pueden ser solucionados en forma adecuada por medio de políticas sociales, infraestructurales y de seguridad municipales. Es probable que ya desde hace bastante tiempo, las políticas municipales de la mayoría de las megalópolis se orienten predominantemente a satisfacer, por un lado, las necesidades culturales y de consumo de los sectores altos, y por otro, los intereses de las ramas económicas dinámicas, a las cuales se quiere atraer o mantener en la ciudad contra la competencia nacional e internacional.

Esta situación poblacional impone nuevas características a la cuestión social y genera diferentes problemas en las ciudades latinoamericanas, tales como: i) un fuerte peso de la población inactiva sobre la activa; ii) una creciente demanda de empleos y de bienes y servicios colectivos (salud, educación, deportes, cultura) la cual debe ser atendida por las instituciones gubernamentales, a pesar de las recientes tendencias a la privatización, iii) una carga mayor sobre la seguridad social en materia de jubilaciones en un contexto de descapitalización de los fondos, tras varias décadas de procesos inflacionarios graves y iv) un proceso de urbanización, feminización e infantilización de la pobreza, los cuales son consecuencia no sólo de la dinámica demográfica, sino principalmente en las modalidades que posee el empleo urbano.

III. La situación social en las ciudades

1. Cambio estructural y mercado de trabajo urbano

A partir de mediados de la década del setenta se produjeron fuertes cambios en los mercados de trabajo urbano de Europa y América Latina. Su característica principal ha sido la destrucción del equilibrio ocupacional industrial y profesional, lo cual afectó inmediatamente el tipo de colocación, el nivel de los salarios, la estabilidad ocupacional y las posibilidades de progreso de los trabajadores.

La oferta de trabajo ha sido modificada por el surgimiento de nuevas ramas económicas y por las nuevas formas de organización de las viejas. El rápido crecimiento de los sectores vinculados con la gestión global del proceso de producción que se lleva a cabo en plantas distribuidas en todo el mundo está en una relación funcional con la expansión de las actividades (informales) de bajos salarios y los servicios para el consumo. La enorme diferencia de ingresos entre ambos sectores polariza la estructura social y espacial, provocando la desaparición de la clase media fordista de la ciudad y, con ella, la del modelo de una sociedad equilibrada.

Cuando el sector manufacturero era el sector líder, estaban dadas las condiciones para el surgimiento de amplios sectores medios ya que, por un lado, los trabajadores industriales eran al mismo tiempo consumidores de una gran parte de los bienes por ellos mismos producidos y, por otro lado, la actividad industrial facilitaba la organización de los trabajadores en los sindicatos, cuyas conquistas sociales lograban vincular la evolución general de los salarios con los desarrollos en la productividad. Entre otros factores, la reorganización de la estructura de ramas económicas y la globalización de los consorcios ha llevado al debilitamiento de las formas tradicionales de organización sindical, debilitando su capacidad para compensar el poder empresarial. 

La actual evolución del mercado de trabajo genera nuevas formas de polarización en las grandes ciudades. En el núcleo del mercado de trabajo se produce una brecha salarial, que se amplía cada vez más. A ello se agrega una enorme cantidad de posibilidades de ocupación que están fuera del núcleo del mercado, entre las que se cuentan las variantes involuntarias de cuentapropismo, las ocupaciones sin beneficios sociales y otras actividades en situaciones de gran dependencia e inseguridad que no reconocen licencias vacacionales ni otras retribuciones. La producción masiva estandarizada ha dejado lugar a la elaboración flexible a la medida de los deseos del consumidor, la cual abarca una red de proveedores y la informalización del trabajo, "sweat shops" y trabajo domiciliario incluidos. (Sassen, 1991)

En el marco de tal situación, los empleadores exigen una flexibilización aún mayor, amparados en el argumento de la presión de la competencia internacional, en momentos en que el mercado de trabajo se vuelve cada vez más inestable y disminuye la voluntad política de implementar programas estatales de fomento. Esa flexibilidad conlleva el aumento de los contratos temporales y de las ocupaciones estables de jornada reducida, y empuja a los grupos perjudicados hacia posiciones marginales e inseguras. La consecuencia general han sido nuevas formas de segmentación social. (Sassen, 1996)

Desde la perspectiva social puede decirse que en las ciudades europeas el principal problema es el desempleo. El paro es la principal causa de la pobreza. Ya a comienzos de los ochenta el desempleo sobrepasaba el 10% en Francia, Bélgica y Reino Unido y unos pocos años después se llegó a registrar un 25% en numerosas ciudades, e incluso superó este porcentaje en ciudades vecinas a las grandes aglomeraciones urbanas. Las ciudades españolas fueron las que más altos niveles de desempleo alcanzaron en el sur de Europa, siguiendo las portuguesas y las griegas. En los noventa, aunque mejoró, esta situación persiste. Esto ha producido un conjunto social de nuevos pobres, los desempleados de larga duración como consecuencia de los cambios estructurales de la economía y de las migraciones de regiones periféricas de Europa, Africa, Asia, y Europa Oriental (Ayuntamiento de Barcelona-Eurociudades, 1991).

Esta situación pone en cuestión el mecanismo del seguro de desempleo, diseñado originalmente para una situación de excepción con la idea de  asegurar a los trabajadores temporalmente desempleados un mínimo de ingresos que garantizara su sobrevivencia y la de su familia. 

Las investigaciones realizadas sobre Londres, Nueva York y Tokio demuestran que el crecimiento económico no se corresponde necesariamente con justicia distributiva (Sassen, 1996). En las tres ciudades, de la década del sesenta a la actualidad se cerraron más puestos de trabajo de los que se crearon, y a partir de la década del ochenta se registró un fuerte crecimiento de las actividades de bajos salarios en el centro de la ciudad. En los tres casos, los salarios reales promedio han disminuido en comparación con la media nacional.
Por su parte, las ciudades de América Latina registran altas tasas de desempleo y subempleo y un elevado grado de informalidad, que es el principal rasgo del mercado de trabajo urbano en la región. Este último fenómeno es cuantitativamente importante en ciudades como Lima, México, San Pablo y Buenos Aires, cuyas economías han experimentado un proceso de desalarización, al disminuir la actividad industrial. 
Si bien las tasas de desempleo son preocupantes por su magnitud y persistencia, el principal problema en las ciudades latinoamericanas es la baja en el ingreso real de los trabajadores, asociado en buena medida a la informalidad y precariedad en el empleo, alcanzando en promedio entre el 30 y el 50% de las actividades económicas urbanas
. En el presente decenio la mayor parte del empleo generado corresponde al sector informal (de 100 empleos creados, 84 correspondieron a ese sector).
 Sin duda, existen diferencias extremadamente importantes entre países, pero éste es un  dato revelador para quienes toman decisiones en materia de política social. Todas estas situaciones dejan al trabajador al margen del cumplimiento de los derechos sociales pactados por las organizaciones sindicales y/o establecidos en las leyes laborales. Las Obras Sociales sindicales se resienten asimismo por la reducción de los aportes. La contrapartida suele ser que los sectores de ingresos medios y bajos deteriorados demandan más servicios sociales del estado. Dada la tendencia a reducir el gasto social gubernamental, esto conlleva un deterioro de la calidad de los mismos (un ejemplo generalizado es el de los servicios de salud).

La CEPAL indica que tampoco en América Latina existe una relación entre crecimiento económico y generación de empleo. Hacia 1994, sólo unos pocos países (Chile y Colombia) habían mostrado una mejoría respecto de 1980, tanto en el desempleo urbano como en los salarios reales. En Brasil
, México y Costa Rica el desempleo se redujo y los salarios de las actividades formales recuperaron el nivel anterior. Sólo Bolivia presentó declinación del desempleo urbano y del salario a la vez. En otros países (Argentina, Ecuador, Nicaragua, Perú y Venezuela) se advierten mayores niveles de desempleo y salarios más bajos, o en el mejor de los casos similares a 1980. Sólo Panamá presenta un aumento de salarios en el sector moderno en un contexto de mayor desempleo (Cf. CEPAL, 1996).

La informalización de las actividades económicas es un fenómeno ampliamente difundido tanto en la periferia como en los centros. En las grandes ciudades del Tercer Mundo se ha desarrollado una amplia red de actividades socioeconómicas que escapa a las regulaciones estatales, y que con frecuencia abarca el 50% o más de los puestos de trabajo urbanos. El sector informal se ha transformado en un factor económico muy importante. En el caso de México, por ejemplo, genera entre el 25 y el 38% del producto (Feldbauer/Panreiter, 1997). En las ciudades globales se aprecia también una reaparición creciente de relaciones de trabajo no reguladas.

En Europa, la creación de puestos de trabajo se lleva a cabo con frecuencia en un mercado expansivo, informal y precario, pero presenta diferentes características según las ciudades: en Londres predomina el trabajo temporario, en Nueva York la economía informal, y en Japón la ocupación masculina por día (Sassen, 1991).

El aumento del peso del sector informal tanto en las megalópolis del sur como en muchas de las grandes ciudades de los países del Norte - Nueva York constituye sin duda el ejemplo extremo, pero el fenómeno se observa también en Londres, París y 

Chicago - no debe ser interpretado sin más como un fenómeno de convergencia de la evolución económica. Lo que a primera vista aparece como una tendencia análoga, revela ser resultado de condiciones y procesos muy diferentes. 

La fuerza de trabajo del mercado informal que en Londres y Nueva York ofrece productos y servicios para satisfacer las nuevas necesidades de consumo, revitalizando de paso con capital propio y trabajo no remunerado ciertas áreas hasta entonces no explotadas, está constituida fundamentalmente por nuevos inmigrantes. El mercado de trabajo urbano no es homogéneo, sino étnicamente segregado. En Estados Unidos, la adscripción a un grupo étnico sigue estructurando las oportunidades de vida, vivienda y trabajo. Como bien ha advertido Sassen, "It is impossible to disregard the facts of race and nationality in an examination of social and economic processes in New York." (Sassen 1991, pag. 299.) Lo mismo puede decirse de Los Angeles y Londres.

En las ciudades latinoamericanas, otro factor importante es la fuerte reducción del empleo público, sin que las actividades privadas ofrezcan suficientes alternativas. Esto no sólo tiene efectos sobre el mercado de empleo en sí mismo, sino sobre la calidad de los servicios públicos que presta el gobierno de la ciudad. La privatización de los servicios públicos es muy desigual y no admite generalizaciones, pero aun estando pendiente su evaluación, es posible corroborar los efectos negativos netos, restando un importante segmento de demanda de trabajo para las capas medias de la población.

Queda claro que, en contexto del mercado global, las ciudades latinoamericanas no tienen capacidad de asegurar por la vía del empleo formal, estable y asalariado condiciones de vida razonablemente adecuadas para un segmento importante de la fuerza de trabajo. 

En este contexto, otro rasgo del mercado de trabajo urbano latinoamericano es la creciente incorporación del trabajo de la mujer. Moser (1987) estimó que un tercio de los hogares del mundo están encabezados por mujeres y en las áreas urbanas particularmente en América Latina y Africa este porcentaje supera el 50%, las cuales deben conseguir alguna actividad remunerada para hacer frente a la sobrevivencia. Pero en algunos países la creciente incorporación de la mujer al mercado de trabajo es también producto de su mayor nivel de escolaridad. Lo que debe resaltarse es que, independientemente de su calificación, la mano de obra femenina debe aceptar condiciones salariales y de estabilidad desfavorables. La informalidad y la precariedad en el trabajo prevalecen para las mujeres de las clases populares, para quienes el servicio doméstico y el trabajo manual industrial de baja calificación (maquila, vestido, etc.) son las principales actividades. Se estima que en Bolivia las mujeres representaban, en 1995, la mitad de los trabajadores del sector informal y sólo una cuarta parte del sector formal” (Borja y Castells, 1997, pp. 82). Esto, como bien señalan estos autores, se ha dado a la vez que se mantiene “la función múltiple de la mujer como productora y educadora de niños, gestora del hogar y agente de organización de la vida cotidiana, más importante que nunca en las condiciones del nuevo modelo de urbanización“ (Idem, pp. 83).

Otro fenómeno notorio en las grandes ciudades latinoamericanas es el trabajo infantil. Los niños trabajan en las calles ofreciendo todo tipo de servicios (limpiaparabrisas, vendedores de chicles, cerillos, etc.) y ello permite incrementar el ingreso familiar, a la vez que supone el abandono de las actividades escolares y/o de la capacitación a temprana edad. Este fenómeno es un síntoma inequívoco de pobreza urbana y exclusión social.

Borja y Castells (1997) ponen especial énfasis en la infantilización de la pobreza urbana diciendo que se trata de una flagrante negación de la noción de progreso en una economía global segregante. Basados en un estudio de UNICEF,  estiman que en Brasil, entre un 2 y un 16%, y en México un 10% de niños son “niños de la calle”. Se afirma que en las áreas del mundo en desarrollo los niños urbanos tienen una probabilidad más alta que en l980, de nacer en la pobreza, de ser prematuros, de morir en su primer año de edad, de nacer de madres que no han recibido asistencia prenatal, y también de trabajar en un ambiente explotador, de drogarse, de practicar la prostitución, de estar expuestos a la violencia callejera (Cfr. Blanc, 1994). 

Finalmente, el mercado de trabajo urbano está presionado por los jóvenes que anualmente se agregan a la oferta de fuerza de trabajo y para los cuales no hay suficientes opciones, dadas las restricciones de la demanda y las limitaciones que tiene su calificación para el mundo del trabajo.

2. Pobreza urbana y exclusión social

En Europa se habla de una nueva pobreza, caracterizada por ser producto de la combinación de factores diferentes a los del pasado reciente, en particular por el nuevo fenómeno del desempleo prolongado, pero también porque lo que se incrementó notablemente en el viejo continente es la desigualdad social. A principios de los noventa, según estadísticas de la Comunidad Europea, se estimaba que 44 millones de personas vivían debajo de la línea de pobreza (Ayuntamiento de Barcelona-Eurociudades, 1991), cifra absoluta bastante próxima a la que presenta México, y que es superada ampliamente por la de Brasil. Actualmente, la recuperación económica de los países desarrollados continuan presentando problemas estructurales en particular en el mercado de trabajo y se afirma que “tan sólo el Reino Unido y los Estados Unidos tienen un desempleo inferior al promedio del decenio de 1980. La tasa de desempleo en la Unión Europea oscila en torno al nivel máximo del 11,2% alcanzado en 1994” (ONU, a 1997, pp 8) .

A la pobreza y exclusión se agregan las marcadas desigualdades sociales que  caracterizan a la sociedad de los noventa, cuyos efectos son particularmente graves en las ciudades. Estas se advierten en la marcada segregación urbana e inequidad que prevalece en el acceso a bienes y servicios sociales. 

La situación social generada por la aplicación del modelo neoliberal ha llevado a que Fituossi y Rosavallon (1996), refiriéndose al mundo desarrollado, hablen de una “nueva era de las desigualdades” ya que, por un lado, persisten las llamadas desigualdades tradicionales o estructurales, producto de la jerarquía de ingresos entre categorías sociales (obreros, ejecutivos, empleados, etc.) las cuales se ampliaron y se modificaron en relación con la percepción que tiene la sociedad de las mismas. Por el otro, aparecen nuevas desigualdades “que proceden de la recalificación de diferencias dentro de categorías a las que antes se juzgaban homogéneas”, es decir son desigualdades “intracategoriales” (pp.73/74). La dimensión plural de la desigualdad, observada por estos autores en Francia los lleva a confeccionar un “repertorio de desigualdades” que se fundan en: i) la desaparición del modelo clásico de trabajo asalariado, bajo el efecto de la desocupación masiva que no afecta a todos los individuos al mismo tiempo y no depende sólo de las capacidades individuales, sino de la forma como se relacionan estos con la coyuntura; ii) las mujeres que se han integrado a la economía pero aceptando numerosas diferencias con los hombres en materia salarial, de precarización del trabajo, y entre las que se advierten mayores índices de desempleo; iii) las desigualdades geográficas entre regiones de un país o áreas en una ciudad que expresan territorialmente las desigualdades sociales; iv) las prestaciones sociales que están condicionadas a los recursos del beneficiario potencial; v) las facilidades u obstáculos para acceder al sistema financiero; vi) la situación diferencial que se advierte en la vida cotidiana frente a la salud, la vivienda, a los equipamientos públicos, al transporte.

Todos estos procesos que suelen ser acumulativos estructuran representaciones contrastantes de la sociedad y de su territorio. Justamente disminuir las desigualdades mencionadas en último término, debe ser uno de los objetivos explícitos de las políticas sociales urbanas.

En América Latina se agrega la nueva y la nunca superada pobreza estructural. Puede decirse que, la desigualdad social ha sido un componente constitutivo de la sociedad y la ciudad latinoamericana, pero la misma se ha incrementado tanto que se estima que, en actualidad, es substancialmente mayor a la imperante en los años sesenta o principios de los setenta (CEPAL, 1996 pp. 34).

En 1994, 209 millones de personas en América Latina y el Caribe se encontraban debajo de la línea de pobreza,  entre los que se incluyen 98 millones de habitantes en condición de indigencia. Más del 50% de los pobres latinoamericanos viven en ciudades (135 millones), y también el 52% de los indigentes (52 millones). La mayor incidencia relativa de la pobreza urbana se da en América Central donde aproximadamente el 60% de la población es pobre (los pobres urbanos en Honduras alcanzan al 70%). En el Cono sur, según CEPAL Brasil alcanzaba el  39% de pobreza urbana en 1993 (CEPAL, 1997), y en el caso de México se estimaba en 1994 en el 29%. (Cepal, 1998)

Si se compara con los niveles de 1980, cuatro países tiene un nivel menor de pobreza urbana (Bolivia, Chile, Panamá, Uruguay), en tanto otros siete registran mayores niveles que hace 16 años (Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Perú, México, Venezuela, y Honduras). (Cepal, 1998)
También se estima que, de cada 10 hogares urbanos pobres, siete son pobres debido principalmente a los bajos ingresos laborales, dos a consecuencia del desempleo de alguno de sus miembros y uno casi exclusivamente por estar integrado por un elevado número de menores (CEPAL, 1997). Si durante mucho tiempo se consideró que la pobreza era una situación generada por la incapacidad o la precaria forma de los individuos de insertarse en el sistema productivo, actualmente existen evidencias de que en el mercado latinoamericano de trabajo asalariado existe un elevado número de familias trabajadoras que viven en situación de pobreza. A ello se agrega la precariedad y las dificultades que presentan estos trabajadores en otras dimensiones de la vida social (organizativas, culturales, de justicia, etc.) que refuerzan la condición de pobre y que expresan los obstáculos y el carácter integral que deben enfrentar las políticas sociales que pretendan combatirla.

La principal fuente de desigualdad sigue siendo entonces de tipo estructural y corresponde a las diferencias de ingreso entre los trabajadores, la cual tiende a incrementarse notablemente entre categorías laborales. Se estima que “la distancia entre los ingresos de profesionales y técnicos y los de los sectores de baja productividad aumentó entre un 40 y un 60%, entre 1990 y 1994. La manutención o aumento de la dispersión de los ingresos laborales, como reflejo de las marcadas diferencias de productividad entre empresas y sectores, es un factor importante para comprender la rigidez en el ingreso que ha acompañado al crecimiento económico reciente….” (CEPAL, 1997, I.15-16).

Los asalariados que registran altos niveles de pobreza, están fuera del mercado vinculado a las actividades más modernas y se insertan en microempresas de baja productividad.
 Estos viven en condiciones de precariedad similares a los trabajadores de los servicios domésticos o por cuenta propia, de baja calificación.

También existe un número considerable de pobres entre los empleados públicos y asalariados de empresas privadas medianas y grandes. CEPAL estima que en más de la mitad de los países de América Latina, entre el  30 y el 50% de los asalariados del sector privado viven en hogares pobres.
 Es decir, una alta proporción del total de los ocupados pobres son asalariados del sector formal, lo que no les asegura situarse por encima del umbral de la pobreza.

Otra cuestión vinculada al empleo que tiene importantes efectos urbanos es la disminución del salario real de los trabajadores. Se estima que los niveles salariales en 13 de los 17 países latinoamericanos considerados en 1997 eran inferiores a los de 1980, porque aunque hubo una recuperación salarial en algunos países, este proceso se interrumpió en 1996. Por su parte, los trabajadores informales suelen trabajar un mayor número de horas y a la vez  perciben una remuneración media que alcanza a la mitad de la que perciben los obreros y empleados en establecimientos modernos (CEPAL, 1997).

Estas situaciones obligan a las familias populares a buscar diferentes estrategias de sobrevivencia y a incorporar un mayor número de miembros al mercado de trabajo, lo cual incide sobre los jóvenes cuya permanencia y dedicación en el sistema educativo disminuye, las mujeres que aceptan trabajos de muy baja productividad en condiciones de precariedad y los niños que son expuestos a trabajar en las calles de la ciudad. 

En América Latina, el resultado de la pobreza es que numerosas familias quedan excluidas del acceso a los mercados de bienes y servicios básicos. Se estima que alrededor de 150 millones de personas en AL y el Caribe, es decir 1 de cada 3, viven con ingresos que son inferiores a 2 dólares al día (Lusting, N. y Deutsch, 1998). Pero a ello se agrega que muy probablemente están excluidas de acceder a los mecanismos que organizan la vida social (ej. la justicia, etc.), es decir que enfrentan situaciones de  exclusión social muy amplia.

La noción de exclusión social aparece en Europa cuando se acepta que existe un desempleo de larga duración, que un número considerable de personas no tienen vivienda, que existen nuevas formas de pobreza, que el estado benefactor se reestructura ante la crisis fiscal y que los sistemas públicos de la seguridad social ceden paso a la solidaridad de la sociedad para atender la cuestión social. 

En América Latina la exclusión social alude a un “fenómeno producido por la interacción de una pluralidad de procesos (o factores) elementales que afectan a los individuos y a los grupos humanos, impidiéndoles acceder a un nivel de calidad de vida decente, y/o participar plenamente, según sus propias capacidades, en los procesos de desarrollo” (Quinti, 1997, pp. 74). Por ello hablar de exclusión “adquiere sentido en el contexto de la globalización que segmenta y polariza el todo social, al incorporar a algunos sectores de la población en la economía, la cultura, la tecnología internacionalizada y excluir a grandes mayorías para acceder o ejercer una o todas estas dimensiones” (Idem). 

Según Grynspan (1997), en América Latina la pobreza es una situación de privación e impotencia. Privación, porque los individuos no disponen de ingresos ni de activos suficientes para satisfacer sus necesidades materiales más elementales, como producto de la ausencia de educación, destrezas, actitudes, herramientas, oportunidades o activos suficientes para generar ingresos y acumular. Impotencia, porque no poseen ni la organización, ni el acceso al poder político para cambiar la situación por sí solos” (pp. 94).

Las variables que permiten operacionalizar el concepto de exclusión social son, entre otras: las dificultades de acceso al trabajo, al crédito, a los servicios sociales, a la instrucción; y el analfabetismo, la pobreza por ingresos, el aislamiento territorial, la discriminación por género, la discriminación política, la carencia de viviendas, la discriminación étnico-lingüistica, los cuales son considerados, “factores de riesgo social”.

Si bien la pobreza extrema o el analfabetismo pueden ser tan graves que comporten por sí solos formas de exclusión social directa (Quinti,1997), cualquier política sectorial será sumamente débil si no se integra a una acción gubernamental que enfrente no sólo la pobreza sino la exclusión social y política. Esto adelanta el amplio campo de actuación de las políticas sociales urbanas que se analizan más adelante.

3. Dualismo social y disolución del espacio urbano

La competencia creciente entre los centros económicos profundiza los problemas sociales en las ciudades. Las viejas y nuevas diferencias sociales y económicas se manifiestan en el territorio. Así, los problemas de la "sociedad de los dos tercios" se manifiestan con toda claridad en las ciudades. Es en ellas donde se concentra la pobreza. La cantidad de hogares por debajo de la línea de pobreza se asocia con la falta de vivienda en algunas zonas urbanas. El reglamento de fomento del Programa URBAN de la Unión Europea constata que: "las tensiones crecientes de la sociedad europea se manifiestan sobre todo en un alto grado de segregación social, que se expande en el centro de las ciudades y sus periferias".

Los problemas más graves de las ciudades de América Latina, referidos a la pobreza, la falta de vivienda, la informalidad, la contaminación del medio ambiente, la inadecuada provisión de agua potable y alimentos, y el déficit en la disponibilidad de transporte, tienden a asociarse territorialmente. Estas carencias se refuerzan mutuamente y conducen a la estigmatización de ciertas zonas, de modo que sus pobladores caen en un círculo vicioso de la pobreza, del cual les resulta muy difícil salir.

La problemática de las ciudades de Europa presenta ciertas similitudes con la situación de las de América Latina, pero adquiere también algunos rasgos específicos. La evolución ocupacional y la de la distribución de ingresos derivada de la restructuración económica y social a escala global provocan una creciente diferenciación dentro de las sociedades urbanas. Igualmente, la tendencia a la polarización socioeconómica (creciente división entre ricos y pobres) y a la pluralización cultural (derivada de la diferencia de ingresos, pero también de la multiplicación de los grupos étnicos) generan esquemas de segregación y la posibilidad de que se produzca una fragmentación irreversible del espacio urbano.

A raíz de la transformación económica mundial y las respuestas adoptadas ante ella (es decir, la búsqueda de un aumento de la competitividad internacional de las localidades a través de medidas de desregulación y flexibilización), se han producido profundos cambios en las condiciones económicas, políticas y sociales del desarrollo urbano europeo (Dangschat 1997, 88):

-
en la organización del trabajo, lo cual se refleja en nuevas relaciones de intercambio regional y en el mercado de trabajo urbano;

-
en una política social con nuevos acentos que profundiza las tendencias a la segmentación de las clientelas sociales;

-
en una nueva estrategia política del estado-nación y los municipios, que apunta a asegurar la competitividad internacional de las ciudades y regiones, y con ellas del país en general;

-
en una nueva planificación urbana que tiende a transformar los centros de las ciudades en vidrieras para afuera, desatendiendo las zonas menos prósperas y contribuyendo así a la cristalización de un "ámbito de los triunfadores" y uno de "los perdedores";

-
en una nueva situación del mercado inmobiliario, que afecta sobre todo las viviendas cercanas al centro, cuyos habitantes son desplazados a otras zonas menos codiciadas;

-
en una nueva estructura de hogares;

-
en corrientes migratorias provenientes de regiones de mucha pobreza y con escasas posibilidades de trabajo;

-
en un cambio de valores, que se expresa en la disminución de la solidaridad de ciertos grupos con respecto a los pobres;

-
en estructuras espaciales de concentración y segregación.

La situación de los municipios europeas está amenazada, no sólo por el estrechamiento de su capacidad financiera, sino sobre todo por las tendencias a la disolución del espacio urbano, promovidas por los nuevos estilos de vida, la evolución socioeconómica y la introducción de los nuevos medios. El retiro al ámbito privado es uno de los rasgos característicos de la sociedad digitalizada.

Las nuevas tecnologías permiten una atención personalizada de los intereses individuales, lo cual puede derivar en un grado aún mayor de egocentrismo y fragmentación social. Las experiencias comunes, la percepción de una realidad compartida y los vínculos que ello provoca son cada vez menos frecuentes, y eso puede derivar en el debilitamiento de los valores y el sistema de referencia comunes.

Suele afirmarse que la comunicación de la sociedad informática abre la entrada a la comunidad. En el mundo virtual, los contactos se establecen muy rápido, pero también se disuelven con igual velocidad. Son pasajeros, y es muy fácil salir de un grupo. Uno está en todas partes al mismo tiempo, sin estar realmente en ninguna. En el espacio virtual no hay sentido de responsabilidad. Los medios nos enseñan a desarrollar una gran distancia psicológica entre lo que hacemos y los efectos que con ello provocamos. La búsqueda permanente de nuevos contactos y grupos puede ser una forma de esquivar los problemas y desafíos de las comunidades reales. El surgimiento de la "aldea virtual" tiene como contracara la disolución del espacio real y la pérdida de responsabilidad y solidaridad con la comunidad.

Hay otro aspecto de disolución del espacio urbano que se manifiesta ya con toda claridad. El abandono del centro de las ciudades es estimulado por la construcción de enormes centros comerciales en el medio del campo, un proceso que puede resultar en la desviación de la capacidad de compra, la pérdida de nivel de calidad en el casco urbano y el surgimiento de zonas de marginación social, con bolsones de criminalidad e inseguridad. Por otra parte, el traslado del comercio y la producción fuera de las ciudades aumenta el tráfico de transportes, y con él los ruidos y las emisiones dentro del espacio suburbano y en el medio ambiente en general.

En algunos casos, la explosión de los precios inmobiliarios ha llevado a que en los centros de las ciudades queden sólo edificios de oficinas y hogares unipersonales. Las familias tienden a establecerse en la periferia, donde se hace necesario construir nuevos jardines de infantes y escuelas, mientras que las instalaciones disponibles en el casco urbano van quedando vacías. La suburbanización y la interconexión provocan así una serie de problemas que afectan la relación ciudad-periferia.

La disolución del espacio y el cambio de dimensiones no se reducen al ámbito de la ciudad y su periferia. La globalización de los mercados ha transformado también el medio profesional y los modos de actividad. La consecuencia ha sido un fuerte crecimiento de la movilidad. A ello contribuyen también los nuevos hábitos culturales y de esparcimiento, que ya no están restringidos al lugar de residencia, sino integrados en un amplio tejido de intereses e interconexiones supraregionales. En muchos casos, la localidad de vivienda funciona sólo como dormitorio, y el interés por la evolución municipal desaparece.

4. La segregación urbana

En las ciudades, la disparidad y la polarización social suelen traducirse en una polarización espacial, en segregación. El aumento de la desocupación y la pobreza pesan sobre el presupuesto social de los municipios y les impide conservar y ampliar la infraestructura adecuada para reforzar la integración social que está amenazada, como serían por ejemplo instalaciones deportivas y de esparcimiento, centros de contacto y ofertas culturales. No caben dudas de que la desintegración social se vincula con el extremismo social, la violencia y la criminalidad. (Mäding, 1997)

La organización espacial de la era fordista resultó ser poco flexible y su restructuración, dificultosa. En los centros de las ciudades, que durante mucho tiempo fueron desatendidos, surgen ahora oficinas y viviendas caras, en tanto que la población pobre se concentra en los barrios cercanos, hasta que la próxima onda de inversiones la desplace.

El concepto de "Gentrification" resume una transformación de los barrios próximos al centro que, en las ciudades europeas, abarca dos dimensiones:

-
la reinversión en y la revalorización de los edificios ubicados en el centro, lo cual incluye su modernización, el aumento del precio y que dejen de ser edificios de alquiler para ser habitados ahora por nuevos propietarios.

-
el desplazamiento o recambio de los habitantes de la zona por sectores jóvenes de alto nivel educativo, que por lo general disponen de altos ingresos y no viven en familia.

Eso implica también una modificación de los estilos de vida. La intensificación de ese proceso es uno de los rasgos fundamentales del cambio de estructura socioespacial de las grandes ciudades europeas. Una de sus consecuencias es la disminución de la oferta de alquileres a precio accesible y el desarrollo de una cadena de desplazamientos (“filtering down”) dentro de los grupos de menores ingresos, ya que los desplazados del centro irrumpen en otros barrios, generando allí nuevos desplazamientos.

En la actualidad, las ciudades europeas están atravesando por un proceso que conduce a la segregación social y espacial dentro de un ámbito reducido. La pertenencia a un grupo no se define exclusivamente a partir de la clase "social", sino que puede derivarse de la pertenencia a una etnia, a una confesión religiosa o a un comunidad de personas con las mismas experiencias (por ejemplo migrantes, refugiados, asilados, etc.) Las zonas urbanas para vivienda, que antes eran amplias y extendidas, se compartimentan y disuelven en un proceso de polarización, en el que se constituye la llamada "urban underclass", caracterizada por la superposición de situaciones de marginación económica, social y espacial.

Se puede afirmar que uno de los rasgos más distintivos de las ciudades latinoamericanas, a diferencia de las europeas, es el grave déficit de servicios y equipamientos básicos que presentan los barrios populares, los cuales en algunas ciudades son verdaderas ciudades de pobres, en el interior de la gran ciudad. Y, esto es una clara  expresión espacial de una ciudadanía restringida.

Sin duda en las ciudades capitales, las cuales muchas veces son ciudades primadas (Buenos Aires, Montevideo, Santiago) los ciudadanos pueden acceder a niveles adecuados de servicios colectivos básicos en materia de educación, salud, recreación. Sin embargo, en relación con los servicios habitacionales (agua, drenaje, luz, calles, etc.) es donde se advierten graves carencias. También es común que los barrios populares se localicen en la periferia y que el transporte colectivo sea deficitario, costoso e implique la pérdida de muchas horas de traslado.

Algunas décadas atrás, en las sociedades latinoamericanas la pobreza urbana se localizaba espacialmente en enclaves: formas precarias y deterioradas de habitación colectiva denominadas de manera diferente en los países de la región (conventillos, cortijos, inquilinatos, bodeville) y asentamientos populares autoconstruídos (favelas, villas miserias, colonias populares, campamentos), las cuales compartían, no obstante sus diferencias, un rasgo común: eran expresiones espaciales de la llamada marginalidad. Hoy la pobreza dejó de ser marginal y alcanza una dimensión masiva que se extiende por la ciudad a la vez que surgen enclaves “libres de pobreza” (pero rodeados de ella).

Entre 1980 y 1990, se duplicó el número de pobres que viven en áreas urbanas, y en el último quinquenio se incrementó en alrededor de un 10% más. Un ritmo similar tuvo el crecimiento del número de indigentes. Esta urbanización de la pobreza es una de las características más importantes de este fenómeno en América Latina, en los últimos decenios. (CEPAL, 1997).

En América Latina, los problemas sociales, ecológicos y sanitarios están aún más interconectados entre sí que en los países industrializados, y el mayor grado de polarización social se refleja en una marginalización urbana mucho más marcada. La falta de vivienda accesible sigue llevando a muchas personas a hacinarse en viejos edificios centrales pero sobre todo a establecerse en asentamientos ilegales en los márgenes de la ciudad, por medio de la ocupación espontánea u organizada de terrenos públicos o privados.
 

Hay casos en que las autoridades siguen tolerando la ocupación de terrenos públicos vacantes, ubicados por ejemplo cerca de aeropuertos y basureros, o bajo puentes y autopistas, ya sea por falta de alternativas o por el interés de evitar una reacción violenta de los perjudicados. Cuando se instaura un mayor control, lo que logra es que se incremente el hacinamiento en los asentamientos existentes. Lo limitado de las remuneraciones de las familias trabajadoras impide que ellos mismos puedan disponer de recursos para invertir legalmente en sus viviendas y en sus equipamientos. Es decir, el masivo proceso de autoconstrucción del hábitat popular urbano que protagonizaron las clases populares en décadas anteriores, encuentra severas restricciones económicas para desarrollarse. 

La evolución de los asentamientos populares –legales e ilegales- se caracterizó en el pasado porque sus luchas lograron la introducción de los servicios más elementales (agua, drenaje, transporte, educación). En la actualidad es difícil que los municipios puedan dar respuesta a las necesidades de infraestructura pública, de servicios y de atención médico-sanitaria en las áreas de nuevos asentamientios. Lo limitado del presupuesto de los gobiernos locales, en gran medida destinado a gastos de administración de la ciudad consolidada, impide la formulación de políticas tendientes a extender las redes públicas básicas, a lo que se agrega en algunos casos la imposibilidad de hacerlo por lo inapropiado del terreno en donde se han localizado originalmente estos barrios populares. La privatización de los servicios no ayuda a esta situación, pues estos sectores no constituyen un mercado solvente para el criterio empresarial.

Esas áreas no son objeto de ninguna planificación. Las condiciones higiénicas son extremadamente malas a consecuencia de falta de drenajes, el hecho de que no se retiran los residuos y la precariedad de las instalaciones. La tasa de mortalidad infantil es muy alta, y las enfermedades infecto-contagiosas, frecuentes. La presencia de estos asentamientos contrasta cada vez más con la ciudad de la globalización, cuyos corredores del capital financiero y comercial son extremadamente parecidos en cualquier gran ciudad del mundo.

Además de este tipo masivo de asentamiento popular, las ciudades latinoamericanas conservan en sus zonas centrales viviendas en renta, las que  representan una alternativa de habitación cada vez menos importante ya que presentan severos niveles de deterioro y hacinamiento.
 Las mismas son otra forma de segregación urbana y sus habitantes han protagonizado importantes luchas, como fue el caso del movimiento de damnificados por los sismos de 1985 en la ciudad de México.

Las grandes ciudades de Brasil, México, Perú, Colombia y Argentina expresan espacialmente y con mayor crudeza la marcada desigualdad que existe en la sociedad. Un estudio realizado en 1993 en San Pablo ponía en evidencia la existencia de desigualdades extremas entre cuatro grupos en que se repartió la población estudiada. Así, la tasa de desempleo  de los más pobres era casi cinco veces más alta que la de los más acomodados; en el grupo de menores ingresos, un 39 por ciento de las familias estaban por debajo del nivel de pobreza, dependiendo en un 30 por ciento de los ingresos del trabajo de los niños. Siguiendo la comparación entre ambos grupos extremos, en el de menores ingresos la tasa de analfabetismo era 7 veces más alta, más de la mitad de sus cabezas de familia no habían terminado la enseñanza primaria y un 87 por ciento de los miembros de  la familia mayores de 7 años no habían cursado o terminado la enseñanza secundaria. En cuanto a la vivienda, más de un 37 por ciento de las familias de San Pablo vivían por debajo de los estándares habitacionales, mientras que sólo el 13 por ciento lo hacían en condiciones “muy satisfactorias”. En conjunto, un 11.3 por ciento de las familias del área metropolitana se encontraba en condición de miseria extrema, con ingresos de tan sólo un 26 por ciento de la media familiar; numerosos niños vivían frecuentemente en chabolas (ilegalmente en un 15 por ciento), con mayor proporción de negros o mulatos (un 42 por ciento de las familias en estado de miseria), y mayor incidencia de inmigración reciente a San Pablo. Según ese estudio, el alto dinamismo económico de la ciudad en los últimos años ha dado como resultado una desigualdad social creciente para sus habitantes.

De igual forma, las desigualdades se expresan en el origen étnico. Los indígenas en Lima, La Paz o Ciudad de México deben superar diferentes obstáculos para hacer efectivos los principios de igualdad y de igualdad de oportunidades en el acceso a bienes y servicios básicos, consagrados en las leyes.

La marginalización y la desigualdad social estimulan los conflictos y la disposición a la violencia. En algunos países sudamericanos, como por ejemplo Brasil, se ha desarrollado un tipo extremo de justicia por propia mano, cuyas acciones van dirigidas sobre todo contra los niños de la calle y los pordioseros. El consumo de alcohol y de drogas, la violencia y la criminalidad callejera caracterizan a muchos barrios marginales en las grandes ciudades de la región. Finalmente, la criminalidad urbana ha adquirido nuevas dimensiones con el tráfico de drogas.

Los sectores medios y altos reaccionan ante estos fenómenos encerrando sus zonas de residencia y manteniendo servicios de seguridad privados para impedir el ingreso a ellas de los sectores marginalizados. Para los pobres, esta privatización del espacio público implica la pérdida del acceso libre a la ciudad.

De manera concomitante, se han desarrollado espacios urbanos de riqueza y opulencia, verdaderos enclaves de riqueza, y han proliferado los megacentros comerciales que ofrecen productos suntuarios, así como restaurantes y salas de espectáculos de cadenas internacionales, lo cual contribuye a homogeneizar el paisaje urbano de estas zonas, imprimiéndoles los rasgos que poseen todas las grandes ciudades del mundo actualmente. Esta manera de acceder a la modernidad agrava la segregación urbana.

Otro aspecto preocupante del crecimiento descontrolado de las ciudades es la contaminación ambiental creciente y la acumulación de residuos tóxicos, que también afectan de manera diferencial las diversas zonas de la ciudad. El crecimiento urbano, la concentración industrial y la densidad de transportes en los centros de aglomeración producen múltiples problemas ambientales. La construcción de grandes superficies no sólo impide el drenaje de las precipitaciones, sino que además reduce las posibilidades de esparcimiento a unos pocos espacios verdes. La contaminación del aire y el agua, los ruidos y las emisiones provenientes del tránsito, la acumulación de basuras y la falta de drenajes, constituyen problemas de extrema gravedad y la legislación al respecto está muy poco evolucionada.

Siendo un problema del sistema urbano en su conjunto, los efectos de esta situación varían de acuerdo con el status social de los distintos barrios. La calidad de los servicios disminuye del centro a la periferia. La calidad del agua y del aire, en cambio, suelen ser peores en el centro que en muchas zonas de los alrededores. Sigue siendo alarmante la contaminación del aire sigue por las emisiones industriales y del tránsito. Este último es responsable en un 90% por la mala calidad del aire. (Kohlhepp, 1997.) 

5. Inseguridad y violencia urbana

Un efecto de la masividad de la exclusión, con sus contrastes sociales y territoriales, y de las marcadas desigualdades existentes, es la violencia e inseguridad que prevalecen en todas las ciudades del mundo. Sin embargo, en América Latina esto no puede relacionarse exclusivamente con la incapacidad de controlar del delito por parte de los cuerpos policiales, la cual existe, sino con las políticas sociales urbanas que  deben articularse entre sí para  transformar la grave situación social que lo promueve. En un contexto caracterizado por elevados índices de pobreza, desigualdad social y de falta de justicia
 están dadas las condiciones para que la delincuencia prolifere y, es evidente, que se ha incrementado en la última década a niveles francamente alarmantes, como es el caso de las ciudades de México, San Pablo y Río de Janeiro, o las de Cali y Bogotá donde se registran altísimos índices de delitos de venta y consumo de drogas.

Se estima que en América Latina, entre 1980 y 1991, la tasa de homicidios subió de 12.8 a 21.4 por 100 mil habitantes. Ese aumento se dio prácticamente en todos los países y subregiones, siendo las ciudades su principal escenario.
 

Al sentirse cotidianamente amenazadas, las personas se van replegando cada vez más en su individualidad, perdiéndose la convivencia urbana en el barrio y en la ciudad y los valores que encerraba para los procesos de la socialización e integración social. Un efecto secundario es reforzar el atractivo de los espaciosn cuasi-públicos privatizados, como los shoppings, hipermercados, etc., favoreciendo a las cadenas globales y afectando al pequeño y mediano establecimiento local o nacional. Otro, ya mencionado, es la proliferación de barrios cerrados y la creciente privatización de la seguridad pública. Por su parte, en condiciones de recursos limitados, los gobiernos nacional y local en lugar de destinar mayores recursos a las políticas sociales tienden a destinarlos a la seguridad pública, que se transforma en la primera y principal demanda de la ciudadanía.

6. Vulnerabilidad social y espacial

La magnitud de la pobreza en algunos países latinoamericanos es tal que, dentro del mismo modelo económico global, ni siquiera un crecimiento económico sostenido durante varias décadas alcanzaría para revertir la situación de privación en que se encuentran ciertos grupos sociales. La larga duración de esta situación va ampliando el espectro de grupos que no sólo ven degradar sus condiciones de vida, sino que corren el riesgo de no poder verla superada en sus hijos si es que no directamente el riesgo de perder sus vidas. 

El discurso gubernamental reconoce estas situaciones extremas, pero se ajusta a las restricciones que presenta el gasto social. Por ello, ante la magnitud de las demandas apela a una noción de vulnerabilidad que le permite ajustar aun más los criterios de focalización que orientan las políticas sociales de atención a la pobreza. Es algo así como la focalización de la focalización, elegir los grupos más vulnerables entre los pobres para atenderlos prioritariamente. Otra cosa es que las políticas así pensadas logren otro objetivo que paliar la pobreza extrema.

Rosalía Cortés (1996) propone un concepto bastante amplio de vulnerabilidad social que dice: “diferentes grupos y sectores de la sociedad están sometidos a carencias y procesos dinámicos de inhabilitación que los colocan en situaciones que atentan contra la capacidad de resolver los problemas que plantea la subsistencia y el logro social de una calidad de vida satisfactoria. En lo fundamental, éstas dependen de la existencia y de la posibilidad de acceder a fuentes y derechos básicos de bienestar, trabajo remunerado y estable, conocimientos y habilidades, tiempo libre, seguridad y provisión de servicios sociales, patrimonio económico, ciudadanía política, integración e identidad ética y cultural”.

La vulnerabilidad social refiere entonces a aquellos grupos que en la sociedad están más expuestos a privaciones extremas que se identifican como grupos vulnerables a los que hay que atender prioritariamente. Tal es el caso de personas que, en razón de su edad, el ciclo económico u otras circunstancias, quedan marginadas de la economía salarial en algún momento de su vida y para quienes se diseñan programas de apoyo económico y de asistencia social. Los niños “en circunstancias especialmente difíciles”, como los denomina UNICEF, algunas comunidades indígenas cuya persona o cultura están en vías de extinción, sectores pobres expuestos a condiciones de alto riesgo por catástrofes naturales o por la misma catástrofe social. 

Para orientar las políticas se considera que existen activos materiales que reducen la vulnerabilidad y la inseguridad, (como la vivienda), activos sociales (relaciones con otras personas de confianza); también activos políticos (alianzas), ambientales (recursos naturales) y de infraestructura (carreteras, transporte). Esta posición las asumen algunos gobiernos de la región, entre ellos el de  la ciudad de México que actualmente está desarrollando políticas sociales que identifican grupos de alta vulnerabilidad, los cuales se incluyen en un esquema asistencialista y compensatorio, como son los llamados niños de la calle, las víctimas de la violencia intrafamiliar, la población con adicciones, las víctimas del VIH-SIDA, los sexoservidores (as), los indigentes, los familiares de población recluida.

Cabe resaltar la vulnerabilidad que ha quedado al descubierto dramáticamente en varias ciudades latinoamericanas ante los desastres naturales. En Centro América, México o Argentina, los huracanes, inundaciones y sismos vienen afectando principalmente a la población más pobre. En los últimos años se vivieron tragedias inéditas por su magnitud y por la incapacidad para dar respuesta adecuada por los déficits acumulados en materia de inversión y organización. Es difícil adjudicar, como se pretende hacerlo, que es la ausencia de una cultura ante los desastres naturales lo que ocasiona esta situación. Las muertes y la devastación de zonas enteras es producto de la pobreza en la que viven sus habitantes y así como de la falta de inversión pública en la creación de infraestructuras adecuadas.

7. Etnicidad y exclusión

Tanto en Europa como en América Latina, las características de etnicidad y raza deben ser incluidas cuando se analizan las desigualdades sociales existentes, ya que son atributos que conllevan un alta probabilidad de exclusión.

En las ciudades europeas, la fuerza de trabajo de origen no europeo (dos tercios de los extranjeros en Francia y tres cuartas partes en Alemania y Holanda) sufre discriminación y xenofobia. Ubicados en barrios que poseen las características de los típicos guettos, sus habitantes sobreviven gracias a la protección colectiva, la ayuda mutua y la afirmación de su identidad de origen.

Castells y Borja (1997, pag. 25-126) ofrecen una documentada descripción de esta situación al decir: “parece haberse establecido la tendencia a la segregación de las minorías étnicas en todas las ciudades y, en particular, en las ciudades del mundo más desarrollado. Así, conforme las sociedades europeas reciben nuevos grupos de inmigrantes y ven crecer sus minorías étnicas a partir de los grupos establecidos en las tres últimas décadas, se acentúa el patrón de segregación étnica urbana. Según el Consejo de Europa (1993) el Reino Unido, aunque Londres sólo representa 4,7 por ciento de la población, concentra el 42 por ciento de la población de las minorías étnicas. Dichas minorías, concentradas particularmente en algunos distritos, se caracterizan por un menor nivel de educación, mayor tasa de paro y una tasa de actividad económica de tan sólo 58 por ciento, comparada con el 80 por ciento de los blancos (Jones, 1993). En el distrito londinense de Wandsworth, con unos 260.000 habitantes, se hablan unas 150 lenguas diferentes: a esa diversidad étnico-cultural se une el dudoso privilegio de ser uno de los distritos ingleses con más alto índice de carencias sociales. En Goteborg (Suecia), el 16 por ciento de la población es de origen extranjero y tiene concentrada su residencia en el nordeste de la ciudad y en las islas de Hisingen. Zúrich, que ha visto aumentar su población de extranjeros (sobre todo turcos y yugoslavos) del 18 por ciento en 1980 al 25 por ciento en 1990, concentra un 44 por ciento de esta población en las zonas industriales de la periferia urbana. En Holanda, los extranjeros son tan sólo un 5 por ciento de la población total, pero en Amsterdam, Rotterdam, La Haya y Utrecht dicha proporción oscila entre el 15 por ciento y el 20 por ciento, y en los barrios antiguos de dichas ciudades sube hasta el 50 por ciento. En Bélgica la proporción de extranjeros es del 9 por ciento, pero en la ciudad de Anderlecht alcanza el 26 por ciento y en el barrio de La Rosee, el más deteriorado, los extranjeros representan 76 por ciento de sus 2.300 habitantes”. 

Por ello estos autores advierten  sobre el peligro  de que las ciudades europeas estén siguiendo, en buena medida, el camino de segregación  urbana de las minorías étnicas característico de las metrópolis norteamericanas, aunque la forma espacial de la segregación urbana es diversa en Europa. Como sostienen, la ciudad segregada es la ciudad de la ruptura de la solidaridad social y, eventualmente, del imperio de la violencia urbana.

En las ciudades latinoamericanas la situación es bastante diferente, ya que no se trata de población extranjera la que es discriminada, sino que son ciudadanos nacidos en esas mismas ciudades o países en que son segregados. 

Alba Zaluar (1994), refiriéndose a Brasil, afirma que los mulatos ocupan los niveles más bajos de la escala social pero que la segregación social y urbana es menor que en las ciudades europeas o estadounidenses aunque habitan favelas. La razón es que  ese país recibió oleadas migratorias que supusieron diferentes razas y religiones pero, al contrario de lo que ocurre en otros países multirraciales y étnicos, nunca hubo guerras religiosas de larga duración y sólo se puede citar el movimiento milenarista del siglo pasado.

Lo que puede decirse de  las ciudades brasileñas es que, aunque exista discriminación racial, ésta no es fácilmente perceptible. Lo que se puede visualizar rápidamente, al igual que en otras ciudades latinoamericanas  es que los atributos étnicos y raciales tienden a coincidir con la pobreza y la segregación urbana en las periferias precarias y deterioradas.

8. Limitaciones de los gobiernos municipales 
En un sistema de mercado, la disponibilidad de los recursos está determinada por la disponibilidad financiera. Eso vale también para las ciudades y municipios. Por eso, la existencia de suficientes recursos financieros es una condición fundamental de la política municipal, y su falta constituye una severa limitación. Pero los municipios pueden decidir sólo parcialmente sobre el monto de sus ingresos y gastos, y están limitadas por las decisiones tomadas por otras instancias nacionales superiores y las instituciones internacionales. (Reidenbach, 1997)

Las ciudades deciden sobre la fijación y utilización de apenas una parte menor de impuestos y tarifas, y son en buena medida tomadores de opción respecto a inversiones financieras y en bienes de capital. Tal situación contribuye a agudizar la competencia que enfrenta a los municipios por la radicación de empresas, por ejemplo, y desemboca con frecuencia en una competencia ruinosa por fuentes de recursos que se van haciendo cada vez más escasas. La privatización y la desregulación, que se reproducen también a nivel municipal, les quitan capacidad de decisión sobre los servicios públcos.

La crisis actual de las finanzas públicas en general puede ser vista también como una consecuencia de la crisis estructural y de la coyuntura del mercado internacional. La disminución de las ganancias empresariales que se registra como resultado del cambio económico estructural y las nuevas posibilidades de transferencia de capitales y de evasión impositiva se reflejan en una reducción notoria del monto de las recaudaciones.

A nivel local existen varios complejos de problemas que se relacionan con la crisis financiera específica de los municipios:

· La suburbanización de los grupos de población de altos recursos perjudica en un doble sentido a los distritos centrales de las ciudades, porque de ese modo pierden fuentes de ingreso y tienen que enfrentar un gasto social mayor, dado que la población suburbanizada sigue utilizando los servicios centrales y que la que se mantiene en el núcleo urbano incluye una mayor proporción de beneficiarios de asistencia social como producto de la restructuración económica y la desocupación. Eso significa que esas municipios tienen al mismo tiempo menores ingresos y mayores egresos. 

· A raíz de la suburbanización del comercio, las empresas de suministros y las plantas de producción, las ciudades pierden también parte de los ingresos provenientes de los impuestos a las actividades comerciales y manufactureras.

· La hipermovilidad del capital financiero y la desregulación comercial y aduanera tienen efectos negativos sobre el presupuesto municipal, pues el tráfico de capitales puede llevarse a cabo sin vinculación a la localidad en que están asentadas las empresas. Estas pueden hoy reducir sus obligaciones impositivas, declarando a sus sedes como si fueran simples filiales y estableciendo nuevas "centrales" en países menos severos en la recaudación de impuestos.

El principal problema financiero de la actualidad es resultado del abultado endeudamiento generado en años anteriores. Las altas cargas financieras reducen la capacidad de maniobra de los municipios en casi todos los rubros del presupuesto público, y también sus posibilidades de contribuir a estabilizar la economía.

La evolución de las finanzas públicas en general y de las municipales en particular depende en gran medida de la evolución económica nacional, que no sólo determina el monto de los ingresos impositivos, sino también el volumen de gastos. Cuanto más pueda reducirse la desocupación, tanto menor serán los costos sociales que tengan que afrontar los municipios. Pero la relación entre la evolución económica y las finanzas públicas no es unidireccional sino que se mueve en dos sentidos. La inversión en infraestructura pública es un componente fundamental de la competencia tanto para estimular la radicación de actividades económicas como para desarrollar la fuerza económica propia de los municipios. (Vesper, 1996)

Para aliviar su situación financiera, los municipios están obligadas a ahorrar en todos los rubros posibles y a procurarse nuevas fuentes de ingresos. En lugar del outsourcing tradicional, muchas municipios europeas han comenzado a aplicar una estrategia de insourcing, asumiendo nuevas tareas para obtener recursos por esa vía.

Otra cuestión que hay que resolver es la compensación financiera entre la ciudad y su periferia. En las regiones suburbanas viven contribuyentes de altos ingresos que aprovechan la oferta infraestructural del núcleo urbano, pero no contribuyen a su financiación.

En las ciudades latinoamericanas se da una paradoja: por un lado, los municipios deben enfrentar una situación de alto desempleo, cuya respuesta espontánea es el desarrollo del terciario informal, una de cuyas principales expresiones urbanas es el comercio ambulante. Aún en aquellas ciudades medias que conservan y/o atraen nuevas actividades industriales (ej. ciudades como Querétaro, Monterrey, Puebla, León en México o las ciudades del interior de Argentina), la informalidad del comercio en vía pública se expande y sus centros presentan a escala características similares a los de las grandes ciudades. Sin duda, el comercio ambulante (el cual a pesar de su nombre por lo general está establecido) constituye una forma precaria de empleo cuya falta de licenciamiento y presencia en espacios públicos de las ciudades coloca a estos trabajadores, por lo menos en un principio, en la ilegalidad. Su aceptación y/o reconocimiento en el mejor de los casos atraviesa por un proceso, que suele generar una confrontación con la autoridad y/o la ciudadanía. 

Para las autoridades se trata de una actividad que escapa a las cargas fiscales, a la vez que para el comercio establecido se presenta como una competencia desleal (en precios y accesibilidad al cliente). El derecho al trabajo se confronta así con la regulación del derecho a la ciudad, ya que pone en cuestión el uso del espacio público para el conjunto de la ciudadanía y el ejercicio de la autoridad local, obstruye la circulación y la visibilidad de los negocios establecidos, generando costos sin compensación al estado (limpieza de calles, recolección de basura, etc.) y creando condiciones para que se desarrolle mayor inseguridad en la calle.

Por ello es común que los gobernantes locales surgidos de elecciones democráticas deban enfrentar cotidianamente la disyuntiva de permitir que se ejerza el derecho al trabajo en lugares públicos destinados originalmente al esparcimiento, la recreación y la cultura, o ejercer su autoridad para que en los mismos no se realicen actividades para los que no fueron concebidos. Esta es una difícil disyuntiva, cuya resolución puede debilitar al gobierno local frente a su sociedad.

Finalmente cabe señalar que ante esta situación las autoridades locales de las ciudades suelen estar desprovistas de instrumentos y proyectos, en tanto no tienen competencia en materia de políticas económicas, entre éstas las de empleo. Por ello en las ciudades latinoamericanas se generan tensiones de difícil resolución, situación bastante diferente a la que prevalece en las ciudades europeas, en las cuales los gobiernos locales han asumido un importante protagonismo económico, emprendiendo agresivas políticas de promoción del desarrollo.

En el caso de América Latina existe otro obstáculo además del financiero: la falta de capital institucional de los municipios, sin una tradición de acción por el desarrollo local y las complejas funciones que esto implica. Los bajos ingresos de los empleados públicos pueden constituir un obstáculo adicional al necesario proceso de reforma y modernización del gobierno local. En Bolivia, Honduras y Venezuela, entre 30 y 40% de los funcionarios públicos se encontraban bajo el umbral de pobreza; en Colombia y Paraguay, cerca de 15%, y en Costa Rica y Panamá el 5%. En Uruguay, en  cambio, sólo 2% de ellos pertenecían a hogares pobres.

IV. Las expectativas universales sobre el papel del municipio

Ante la crisis social que deben enfrentar, los gobiernos y sus organismos internacionales han venido construyendo un discurso que, a partir del principio de descentralización, asigna a los municipios responsabilidades muy demandantes en esta materia. A continuación se presentan y analizan las principales líneas de dicho discurso, el que por influencia de los organismos internacionales aspira a tener un alcance universal, a pesar de que su matriz cultural y programática muestran una perspectiva propia de los países industrializados sobre sus propios problemas y los de los países en desarrollo.

1. El desarrollo urbano sustentable


En los países industrializados, el desarrollo urbano sustentable
 funciona como un modelo orientador que se caracteriza por dar prioridad a la protección de los recursos y la tolerancia ambiental. Se refiere, por una parte, a la forma de aprovechar los recursos de la ciudad de una manera que no comprometa a las fuentes naturales
 y, por otra, a una nueva forma de ordenamiento espacial, que se expresa como la "concentración descentralizada" y la "ciudad compacta".


El modelo de desarrollo urbano sustentable apunta así a un desarrollo sustancialmente ecológico, pero atiende en forma equilibrada los objetivos ecológicos, económicos y sociales. En la implementación de esta estrategia interesa en primer término el margen de maniobra ecológico. Por medio de una utilización controlada de los recursos y el aprovechamiento de energías renovables se puede contribuir en forma decisiva a la conservación del medio ambiente ("dividendos ecológicos"). La economía tiene que asumir la tarea de implementar procesos de producción adecuados a las condiciones ambientales y aprovechar las posibilidades de reducir costos que éstos le brindan ("dividendos económicos"). Pero el aprovechamiento sustentable de los recursos es una tarea que no puede ser resuelta sólo por los actores económicos, sino que precisa estímulos de otras fuentes.


En principio existen dos tipos de medidas de ordenamiento: las estrategias de arriba hacia abajo ("top-down") y las de abajo hacia arriba ("bottom-up"). Por medio de las primeras se pueden estimular, sobre todo a nivel nacional y supranacional, las tecnologías, productos y servicios no perjudiciales, e influir en ciertas decisiones de los actores económicos a través de la política financiera y el fomento a la investigación y la tecnología. Los municipios tienen además la posibilidad de dar impulsos de abajo hacia arriba a través de la cooperación con los actores locales y regionales, y establecer condiciones para la creación de nuevos puestos de trabajo ("dividendos sociales") por medio del fomento económico municipal. Para ello cuentan con capacidad de acción y gestión tanto en las áreas "duras" como en las "blandas". Entre esas posibilidades figuran desde la provisión de infraestructura, pasando por las reglamentaciones, las condiciones de los programas de fomento (de pequeña envergadura generalmente) y sus funciones de autorización e inspección, hasta la función de iniciativa en la realización de tratativas de lo más variadas con los diferentes actores empresariales y sociales.


En general hay acuerdo acerca de que la economía debe preocuparse más por la ecología, y de que dentro de las condiciones de la economía de mercado existen posibilidades de desarrollar un comportamiento ecológico. Sin embargo, hasta ahora no se han explorado en forma suficiente los elementos, instrumentos y posibilidades de una política económica a nivel municipal que apunte a un "desarrollo sustentable", a pesar de que es justamente en este ámbito donde las decisiones de planificación e inversión se debaten con frecuencia en el campo de tensión generado entre la economía y la ecología. Los obstáculos y las dificultades se han formulado, en cambio, con mucha mayor claridad.


En la Segunda Conferencia de Medio Ambiente de las Naciones Unidas en Río de Janeiro (1992) se expusieron serios cuestionamientos al paradigma de crecimiento seguido hasta la actualidad y se aprobó la Agenda 21. El capítulo 28 de ese documento convoca a los municipios a contribuir en la realización del programa, fijando además un plazo (1996) para que la mayoría de las administraciones municipales de los diferentes países llevaran a cabo discusiones con sus ciudadanos para llegar a un acuerdo sobre una Agenda 21 a nivel municipal, es decir, para elaborar un programa local de desarrollo ecológico, social y económico con la participación de la sociedad civil.


El modelo de desarrollo sustentable implica para las ciudades de los países industrializados la tarea de elaborar, a partir de su alto nivel tecnológico, científico y económico, un modelo de desarrollo viable que, a través de un cambio en el comportamiento y las formas de producción, posibilite un crecimiento ecológico también en otras partes del planeta.


Para la cuestión de cómo puede implementarse un aprovechamiento sustentable puede ser muy útil la perspectiva regional. Las regiones son estructuras descentralizadas y reticulares, y representan una oportunidad de minimizar las corrientes de materias y energía y de adecuar las actividades económicas a la circulación natural de la materia. La región implica además, pluralidad cultural y pluralidad de productos y capacidades.


Por eso, el aprovechamiento sustentable suele ser equiparado a la re-regionalización de las actividades económicas. Los sostenedores de este modelo argumentan que los productos pueden ser consumidos y producidos de forma "más sustentable" dentro de su región de origen. Las ciudades y las regiones son consideradas como las instancias más apropiadas para iniciar y estimular formas de aprovechamiento sustentable, pues en esos ámbitos los procesos de decisión son más transparentes que en las instancias superiores. Se afirma que si las unidades económicas se decidieran en favor de los bienes producidos en la localidad, la cadena de producción y el transporte se reducirían, lo cual haría descender además los flujos de materias y disminuir el tránsito. La dinamización de las actividades económicas regionales contribuiría finalmente a la creación y aseguramiento de puestos de trabajo. Esa revalorización de la región como ámbito del desarrollo sustentable es también una reacción ante los efectos negativos que la restructuración económica y la globalización han provocado en muchas regiones.


Por eso, por medio de la puesta en marcha de algunos proyectos piloto se están tratando de alcanzar los siguientes objetivos:

-
el fortalecimiento de la región a través del desarrollo de conceptos que tomen en consideración las ventajas y desventajas ecológicas y económicas de una región como punto de partida para su posible desarrollo futuro,

-
el aprovechamiento y la ampliación de los recursos disponibles por medio del establecimiento de formas de diálogo y relaciones de cooperación entre la economía, los municipios y los científicos, y

-
la reducción de los flujos materiales dándole prioridad a los servicios y la producción locales, y fomentando a las empresas regionales y su interrelacionamiento.


Se considera que existe potencial para un aprovechamiento regional sustentable, sobre todo en las áreas hidráulicas y energéticas, la utilización de los bosques y la agricultura, y también en otras actividades tales como la construcción, el turismo, la producción de alimentos y el aprovechamiento de residuos.


Sin embargo, no es posible controlar a nivel regional y/o municipal las causas económicas profundas que han llevado a una división espacial del trabajo que no es sustentable, es decir los bajos costos del transporte y la baja estimación adjudicada al gasto ambiental en la producción y distribución de bienes. Queda por responder también la cuestión de si la re-regionalización de la economía no entraría en conflicto con determinados objetivos ecológicos, pues si por un lado sería posible reducir de ese modo el transporte, por otro se ampliarían las superficies explotadas.


Para la implementación de un desarrollo sustentable, cabe a las innovaciones una función estratégica en la resolución de los conflictos de intereses. Las innovaciones pueden ser tecnológicas (procesos de producción y productos), y sociales (cambios en el estilo de vida y formas de comportamiento). Un tercer tipo está constituido por las innovaciones institucionales, es decir nuevas reglas (un plan de ordenamiento ambiental) y formas de organización (redes regionales, foros) que orienten el proceso económico por nuevos cauces.


Este último tipo de innovaciones tiene gran importancia desde el punto de vista municipal. Las redes de cooperación entre los distintos actores son consideradas por muchas instancias como el impulso decisivo para el desarrollo de iniciativas hacia un aprovechamiento sustentable. En éste ámbito, los municipios pueden dar la señal de partida. Las redes de cooperación sirven, por ejemplo, para establecer una interacción entre la economía y la administración, o poner en marcha la colaboración entre los científicos y los actores regionales. También se ha subrayado la necesidad de que las distintas áreas de la administración cooperen entre sí de un modo más ajustado.


La Agenda 21 exhorta a los actores sociales a asumir en conjunto su responsabilidad por el futuro, y a cooperar para el logro de un desarrollo sustentable. En el capítulo 4 se hace referencia a la necesidad de un cambio en los patrones de consumo, y se mencionan una serie de objetivos y medidas que apuntan tanto a aumentar la eficiencia de la producción como a provocar una modificación de la conducta de los consumidores. Allí se afirma también que los municipios y la economía son los principales actores en ese proceso.


En la práctica ya se está desarrollando una cooperación cotidiana entre los representantes de la economía y los de los municipios. Cada una de las partes deposita expectativas en la otra. Los empresarios esperan que los municipios les proporcionen condiciones de radicación favorables con una buena oferta en infraestructura, impuestos y tarifas reducidos, un tratamiento abierto y amigable por parte de las autoridades políticas y administrativas, y que se les reconozca (públicamente) su función de generadores de fuentes de trabajo. Por su parte, los funcionarios de las ciudades y municipios esperan que la economía privada contribuya a la creación de puestos de trabajo, aporte impuestos, invierta en el desarrollo urbano y/o participe en los proyectos municipales.


En lo que hace a la implementación de la Agenda 21 local, queda por verse si las decisiones y acuerdos alcanzados realmente tienen efectos positivos con relación a la sustentabilidad, y si los conflictos de intereses pueden solucionarse o no por medio de estrategias de comunicación.


A seis años de la formulación de la Agenda 21, se observa que la cooperación entre los municipios y los actores económicos para la implementación de una concepción de desarrollo sustentable si bien ha aumentado, continúa siendo escasa. Los funcionarios municipales consideran por lo general que las posibilidades de desarrollar formas nuevas de producción y consumo dependen sobre todo de la industria y el comercio. Del otro lado, la falta de iniciativa empresarial responde a la falta de concreción de los objetivos de la agenda a nivel local, al rango subordinado que se le adjudica a ésta en la política local, y a la falta de comunicación entre los agentes económicos y los actores intervinientes en la Agenda. Esta situación está muy lejos de ser satisfactoria, sobre todo habida cuenta de que la economía, que es considerada como el "determinante fundamental" del desarrollo urbano, está obligando a las ciudades a ajustes cada vez más severos en respuesta a las tendencias globales ya analizadas. Sin la incorporación coherente de los actores económicos, las actividades relacionadas con la Agenda terminarán por no ser más que un adorno sin contenido de la política municipal.

2. Los resultados de la Conferencia Habitat II


El tema de la Conferencia Habitat II
, que se llevó a cabo en Estambul en 1996, fue la problemática relacionada con los distintos aspectos del asentamiento humano. A su término se llegó a la conclusión de que para asegurar las bases naturales de la vida humana es necesaria una estrategia mundial de crecimiento económico, justicia social y equilibrio ecológico.


Pese a los reparos de muchos países en desarrollo, que ya habían adoptado una posición crítica con respecto a los resultados de la Conferencia de Río, pudo llegarse finalmente a un acuerdo sobre este punto después de que los países industrializados se mostraran dispuestos a reconocer su propia responsabilidad en cuanto a esa cuestión. Los estados del Norte se comprometieron a introducir en sus ciudades un patrón de producción y de consumo acorde con esa estrategia, a aumentar la eficiencia energética, y a fomentar una "ciudad de distancias breves". Sólo cuando se hayan hecho avances en ese sentido, se podrá recomendar con más fuerza una planificación y desarrollo urbanos de tal tipo a los países en desarrollo.


Habitat II fue la primera conferencia de la UNO en la que las ciudades tuvieron una participación importante y se mencionó la necesidad de una cooperación global. Los estados participantes se pronunciaron por la autonomía municipal, la descentralización de las responsabilidades y la adjudicación de los recursos financieros necesarios a los municipios. Con ello adoptaron una iniciativa en favor de la formación de comunidades con administración democrática, transparente y abierta a sus ciudadanos en todo el mundo.


Habitat II produjo dos documentos importantes: en primer lugar, la Agenda Habitat, que incluye una nómina de principios y obligaciones y un plan de acción promulgados unánimemente por los participantes; y en segundo lugar, la "Declaración de Estambul" que fue discutida y aprobada por los jefes de estado y de gobierno, o sus ministros, que se encontraron allí en ocasión del cierre de la conferencia.

La Agenda Habitat


La Agenda constituye un programa común de acción global de los estados miembros de las Naciones Unidas, el cual está compuesto por cinco parágrafos principales:

1. Vivienda apropiada para todos: no hubo acuerdo en considerar el "derecho a la vivienda" como un derecho humano inajenable. Los Estados Unidos se opusieron a esa interpretación, y se adoptó el compromiso de incorporar a la Agenda "la aspiración a una vivienda e infraestructura apropiadas como un derecho humano", definiendo la provisión de agua, luz e instalaciones sanitarias como sus requisitos mínimos.


Para lograr ese objetivo se apela a la propia iniciativa de los afectados, pero también a la acción de otras instancias. Al estado le cabe la responsabilidad principal sólo en cuanto a la creación de las condiciones apropiadas. Eso marca una diferencia notable con los resultados de la Conferencia Habitat I (Vancouver, 1976), en la que se había dado mayor importancia a la actividad estatal.

2. Desarrollo sustentable de los asentamientos humanos: el objetivo de un desarrollo urbano sustentable es la creación de un fundamento económico y social adecuado a las necesidades de una población urbana que crece de un modo acelerado, sin dañar para ello el ecosistema. La Agenda incorpora prioridades de acción diferenciadas para los países en desarrollo y las naciones desarrolladas. (cfr. Cap. V.1)

3. Aumento de capacidades de diferente índole y desarrollo institucional: bajo este punto se resumen medidas para el mejoramiento financiero, personal e institucional. El desarrollo de las ciudades mejorará si hay avances en los siguientes aspectos:

-
fortalecimiento de la democracia y una mayor participación, especialmente para las mujeres,

-
mayor eficiencia de la administración local,

-
mejor acceso a las formas modernas de financiación para la construcción de viviendas y de la infraestructura municipal,

-
aumento de la transferencia tecnonológica,

-
mayor capacitación e intercambio entre funcionarios y expertos.

4. Cooperación internacional: aquí se exponen nuevos acentos de la cooperación internacional para el desarrollo. Se establece también que el comercio internacional, las finanzas y las instituciones deben mostrarse más sensibles con respecto al "desarrollo urbano sustentable".

5. Implementación: incluye un acuerdo sobre la pronta realización de las medidas en los estados participantes. Más interés fue dedicado, sin embargo, a la especificación del futuro rol que les cabría a las instituciones de las NNUU en la implementación.

La Declaración de la Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales


La Asamblea Mundial de ciudades y Autoridades Locales (AMCAL), los días 30 y 31 de mayo en Estambul, reunió alrededor de 500 alcaldes y líderes locales de más de
100 países del mundo entero. La Asamblea Mundial ha sido organizada por el Comité de Dirección de las Autoridades Locales para HABITAT II (G4+), en el cual se agrupan diez organizaciones internacionales y regionales de autoridades locales que han trabajado conjuntamente en la preparación de su posición en HABITAT II. 

La Asamblea Mundial ha preparado una Declaración para entregársela a Habitat II, llamando a las NNUU y a sus estados miembros a reconocer y a fomentar el papel vital de las autoridades locales para lograr las dos metas de la Cumbre y para enmarcar políticas y tomar medidas que incrementen este papel. Esta Declaración fue presentada en la Cumbre en una audiencia de un día el 4 de junio, y la delegación de las autoridades locales participaron activamente en el proceso y en la negociación final de la Agenda de Habitat para su adopción de los Jefes de Estado de cierre del evento.

Los puntos más importantes con respecto a nuestra temática son los siguientes:

Los participantes comparten la convicción de que:

· “el mundo debe revisar sus modos de pensar y de actuar, a fin de implementar asentamientos humanos viables, solidarios, más sanos y más seguros”;

· “la ciudad, como lugar fundamental de interacción y de intercambios sociales debe ser reconocida como el asentamiento humano pivote alrededor y en el seno del cual se jugarán de más en más el crecimiento y el desarrollo durables, el bienestar y la cohesión social de la mayoría de las poblaciones, la capacidad de adaptación y deinnovación técnica, social, cultural y política, la invención de nuestro futuro y una misión renovada del progreso de la humanidad y del devenir de nuestras civilizaciones”;

· “todos los esfuerzos deben ser hechos para que las ciudades se preocupen más y mejor de la integración social y de la lucha contra la exclusión, a fin de evitar el debilitamiento o la ruptura de los lazos sociales y de poner en peligro el sentimiento de pertenencia y la noción de ciudadanía. Esto debería incluir acciones destinadas a comprometer a todos los sectores y grupos sociales en el proceso de gobierno municipal, incluyendo la preparación presupuestaria“.

Los delegados de la Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales se comprometieron a:

· “tomar un papel activo en la respuesta a los desafíos a los que está confrontada la humanidad y  a luchar resueltamente a nuestro nivel contra la pobreza, la ignorancia, la intolerancia, la exclusión, la inseguridad, la degradación del medio ambiente, la uniformización cultural; y promover y fortalecer la acción por los derechos y bienestar de los niños, lo que debería ser considerado el mejor indicador de una sociedad saludable y de un buen gobierno“.

Finalmente los participantes solicitaron a la comunidad internacional que 

· “se reconozca el lugar de la cooperación directa entre ciudades y colectividades locales en la cooperación internacional, que dicha cooperación sea integrada en los programas bi y multilaterales de cooperación y de ayuda al desarrollo y que se le asignen medios significativos para su desenvolvimiento“. 

(Habitat II: Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales, Estambul, 30 y 31 de mayo de 1998 - Proyecto de declaración)

La Declaración de Estambul


El núcleo de la Declaración se refiere a la responsabilidad conjunta asumida para con las ciudades, es decir el ámbito donde las personas tienen que encontrar vivienda, trabajo y apoyo social en condiciones dignas. Allí debe proveerse también de protección contra los riesgos de enfermedades y la violencia. La Declaración recoge también los resultados de la Conferencia de Río, y sus firmantes declaran asumir conjuntamente la responsabilidad de que las ciudades y otros asentamientos no destruyan los recursos naturales, el espacio rural ni el ambiente.

3. La gestión urbana


En mayor o menor medida, las ciudades se caracterizan por la polarización socioespacial, la cual se ha agudizado en el marco de la globalización y la crisis estructural de las finanzas municipales desde comienzos de la década del noventa. La crisis financiera ha dado también impulso a iniciativas, presentes ya desde hace mucho tiempo, de redefinir y reorganizar el estado municipal en el sentido de un modelo que tome distancia de la versión local del estado benefactor, apuntando en cambio a la modernización de la "empresa-ciudad".


En concreto se trata de trasladar modelos de gestión industrial - como el "lean production" por ejemplo - a las instituciones municipales, monetarizándolas o privatizándolas. Tales iniciativas se complementan con ciertas estrategias empresariales que desde la década del noventa han encontrado acceso a la política municipal ("urban management", "corporate-identity", "public-private-partnership").


Esta restructuración implica un nuevo rol de los municipios frente a los actores locales. Hoy se enfatizan los procedimientos que apuntan a la moderación, la cooperación y la construcción de consenso. Como formas extremas de política local postfordista, pueden distinguirse dos tipos: el selectivo y el participativo. "Una política local selectiva se orienta a un desarrollo urbano próspero sin considerar las condiciones de vida de amplios sectores de la población y sin reaccionar contra la exclusión social, en tanto que una política participativa apunta a un desarrollo urbano que minimice la marginación por medio de la activación del mayor número posible de actores." (Keil 1997) En este último caso, se hace necesario elevar la vista más allá de la dimensión material de la evolución urbana e interpretar e implementar la política municipal en la era de la ciudad global como un proceso discursivo.


En muchos casos, la reacción local frente a los desafíos globales ha sido una transformación identitaria: de una concepción de la administración como una especie de prolongación del estado-nación se ha pasado a formas de gestión del tipo "urban management" y "empresa-ciudad". Estas corrientes se concentran en la competitividad internacional e interregional, y para aumentar la atractividad local ponen en marcha estrategias selectivas. Tales políticas se apoyan en fuertes inversiones y en la difusión supraregional de la ciudad, lo que por su parte se expresa en proyectos infraestructurales de cierta envergadura y en la organización de grandes eventos, como festivales, exposiciones, etc.


La etiqueta de la globalización es aprovechada también para desarrollar una forma de política urbana que tiene por objeto fijar nuevas condiciones con la excusa de la internacionalización. La concepción empresarial del desarrollo urbano se expresa, por ejemplo, en intentos de acelerar los procesos de toma de decisión y reducir el aparato administrativo, y en la formación de una coalición de intereses con la economía privada para mejorar las ventajas locativas de la ciudad. La política distributiva tradicional está siendo desmontada, a la vez que están quedando excluidos los intereses de grandes sectores de la población.


En la celebración de eventos y grandes festivales, la ciudad y la política de desarrollo urbano son instrumentalizadas para la competencia global. La arquitectura posmoderna ocupa el espacio público del centro de la ciudad, y la infraestructura se construye para atender los intereses de grupos de gran movilidad, con altos ingresos y fuerte consumo de bienes culturales. Así se constituye el "espacio de los triunfadores", y con él la imagen que la ciudad quiere dar de sí misma. (Friedrich Ebert-Stiftung 1996)


El peligro que surge de todo ello es una política de privilegio selectivo, en la cual el estado selectivo atiende sólo los intereses privatistas de elites no solidarias. El fin de la sociedad de masas puede derivar en la muerte de la idea de lo social si la marginalización de grandes sectores o el desacople de espacios parciales terminan encontrando aceptación. La descentralización, la iniciativa privada y la autoayuda adquieren así un rol doble: por un lado, el de una necesidad existencial para aquellos que no tienen otra forma de supervivencia porque se han caído por los agujeros de la red de seguridad social, y por otro, el de un privilegio para los que pueden pagar por todo lo que quieren obtener.


La privatización de los servicios públicos y la expansión de las organizaciones voluntarias en el área de asistencia social están mucho más avanzadas en Estados Unidos que en Europa. Pero la reducción de la prestación pública de servicios y el traspaso de la responsabilidad pública a los actores privados se discute en ambos contextos como una nueva forma de trabajo voluntario destinada a reemplazar a las instituciones estatales. La conformación en ese sector de un aparato paraestatal que atiende ciertas necesidades de las clases medias sin ocuparse de las de los sectores más pobres de la población implica la erosión del estado social. El principal argumento a favor de esta restructuración estatal, que se lleva a cabo fundamentalmente a nivel municipal, es que las agencias privadas muestran más eficiencia, flexibilidad, voluntad de inversión y adaptación que las organizaciones estatales tradicionales. Las desventajas y el peligro de la división social quedarían contrarrestadas por los aspectos positivos, como por ejemplo la pluralidad de la oferta y la atención de necesidades específicas.


En general puede decirse que el privilegio selectivo de los grupos con mayor capacidad de articulación tiende a constituir una característica del estado posterior a la fase de la sociedad de masas. En la misma tendencia se inscribe el nuevo énfasis puesto en la injerencia de los actores privados en el desarrollo urbano en forma de la asociación público-privada. En ese sentido, la política está cambiando su relación con la sociedad. Las instituciones sociales amplias pierden significación y son reemplazadas por la tendencia a la formación de un microcorporatismo social, caracterizado por la competencia entre grupos particulares y regiones que van perdiendo el contacto entre sí. Los mecanismos fordistas de integración (el bienestar colectivo, el progreso y la igualdad) ceden su lugar a un discurso de fragmentación social, competencia e individualización. Por ese medio se lleva a cabo indirectamente la despolitización de la política, cuyo objetivo primario de bienestar general y publicidad se va transfigurando en una defensa de los intereses particulares y la privatización. (Hellbrecht, 1994)

4. La participación y la sociedad civil


El pluralismo y la dinámica de la sociedad urbana la transforman en un mecanismo de integración significativo en la era de la globalización. Los desafíos que tiene que enfrentar la sociedad urbana globalizada requieren nuevos mecanismos de regulación, nuevas formas de gestión y un nuevo tipo de estado local. En contra de la opinión corriente de que la globalización determina que los estados sean corrompidos y condicionados desde arriba, se levanta la idea de que la necesidad de autoregulación de los conflictos de la sociedad civil local contribuye a producir estructuras municipales diferenciadas. Pero si se despega la vista de la globalización, se comprende que la sociedad urbana actual es un producto de las tendencias de larga duración del desarrollo capitalista. (Lefebvre, 1991)


El retiro a la esfera privada se ve contrarrestado por un movimiento de redescubrimiento de la comunidad, especialmente notorio en los países anglosajones. A mucha distancia de lo que postulan las teorías egoístas, las personas buscan roles y ocupaciones que les permitan desarrollar su responsabilidad social, construyendo una nueva calidad ciudadana que se articula a través del diálogo público y los foros comunitarios. "Citizen action" es considerada como el motor más efectivo para la modernización de los municipios, que no es útil ya sólo para el sistema, sino sobre todo para los mismos ciudadanos. La esfera pública es vista además como una energía revitalizadora de las instituciones estatales.


En 1990 una comisión presentó en Gran Bretaña un informe sobre la relación entre la administración pública y los ciudadanos, al que en 1991 le siguió la "Citizen's Charter", garantizando y ampliando expresamente los derechos de los ciudadanos frente la administración. En 1992 Francia y Bélgica sancionaron garantías similares, sobre todo en relación a los estándares de calidad de la administración para con los ciudadanos. En Escandinavia y Gran Bretaña se están discutiendo en estos momentos iniciativas más amplias que apuntan a una mayor participación y descentralización. "Rethinking Citizenship" es el lema que convoca a las ciudadanas y los ciudadanos a interesarse y participar más en la gestión de la comunidad, en base a la idea de que asumir responsabilidades puede ser también una forma de autorrealización, ya que quienes están dispuestos a asumir responsabilidades, obtienen más en la vida.


En muchas ciudades alemanas se están desarrollando también iniciativas para estimular a los ciudadanos a participar más activamente, las cuales abarcan diferentes dimensiones: (Hill, 1998)

· Capacitar a los ciudadanos para la participación: para participar hace falta información amplia y calificada, que debe llegarle al ciudadano a su ámbito de vida y estimularlo a la participación. Se trata fundamentalmente de una especie de educación municipal, de la difusión de conocimientos acerca de la ciudad para facilitar el trato con ella y sus distintas instancias. Un ejemplo serían informes municipales regulares, similares a los balances de las empresas. También hay que mejorar las formas tradicionales de comunicación, es decir los servicios de la municipalidad y los centros de información.

· Pensar desde la perspectiva de los ciudadanos: los ciudadanos piensan y viven de modo diferente al de las burocracias tradicionales. Lo que ellos les importa es su forma de vida integral, y no compartimentada en unidades administrativas. Para tratar estos aspectos se están estableciendo distintas instalaciones, oficinas y centros para ciudadanos.

· Ofrecer servicios: la atención de los clientes es un elemento fundamental de la gestión y prestación de servicios. Si bien la atención de los clientes individuales no puede ser elevada a una máxima absoluta, la consideración de sus necesidades y el trato con ellos es una condición imprescindible para el mejoramiento de cualquier servicio, ya que en esta rama no hay ningún producto terminado.

· Aprovechar los conocimientos de los ciudadanos: todo/as lo/as ciudadano/as tienen amplias experiencias profesionales y de vida. Han trabajado en la familia y la empresa, son clientes de firmas privadas, son beneficiarios de los servicios públicos, usan las instalaciones, y pueden compararlas con otras situaciones cuando hacen viajes privados o profesionales a otros lugares. Por medio de entrevistas o cuestionarios, por ejemplo, esos conocimientos pueden ser mejor aprovechados que hasta ahora para el desarrollo de los municipios.

· Brindar apoyo a los proyectos de la ciudadanía: la comuna no tiene que encargarse de hacer todo. Muchas cosas pueden ser hechas mejor y de modo más económico por las personas privadas . Eso no sólo libera a la comuna de tareas excesivas, sino que también promueve la identificación de los participantes con la comunidad.


Vistas así las cosas, la política urbana excede la política municipal, pues la política para la ciudad se desarrolla en el espacio intermedio de la sociedad civil. El criterio definitorio de una política de ese tipo radica en el proceso en sí, en el acto de intervención. La política urbana no tiene entonces un escenario fijo, sino que se refiere a un haz de procedimientos que intervienen en los mecanismos de regulación de la política municipal y articulan reflexivamente los problemas de las fuerzas globales como problemas locales.


La dimensión urbana siempre tuvo una estructura polar, abarcando contradicciones a las que tenía que integrar (en el pasado, el proletariado y la burguesía por ejemplo). Las contradicciones sociales y la fragmentación del presente le plantean nuevos problemas a la política urbana. Las contradicciones socioespaciales deben hacerse públicas, moderarse, civilizarse, discutirse y descentralizarse. (Keil, 1997).


La política local se enfrenta a la tarea de elaborar un nuevo concepto de urbanidad que dé cuenta de las contradiciones existentes. El estado debe jugar un rol activo en la configuración de la producción y reproducción de las formas de vida urbanas. Las regulaciones municipales son las que transforman la política municipal en una forma política urbana vinculándola a la problemática local concreta. "Urbanidad" sigue siendo el concepto adecuado para designar la perspectiva citadina de la política local, y está referido al potencial reflexivo de la modernización, la democratización y la civilización de las contradicciones sociales. Vistas así las cosas, el urbanismo puede ser interpretado como un movimiento social que ha sobrevivido durante siglos y que se caracteriza por el hecho de que las personas se esfuerzan de modo más o menos consciente en crear un mundo para sí mismos. La autoconstitución política de la sociedad urbana adquiere una nueva cualidad en la era del capitalismo global. Tal cualidad se pone en evidencia en las “ciudades globales”. Algunos ejemplos del espacio anglosajón muestran que ciertas estrategias de gestión barrial con intervención de grupos intermediarios y con una fuerte participación de los habitantes han generado proyectos integrados innovadores en los barrios marginalizados, que constituyen un ejemplo vivo de lógicas económicas alternativas al crecimiento acelerado. (Friedrich Ebert-Stiftung 1997.)

5. La lucha contra la pobreza


Si bien existen diferencias considerables entre ellas, las ciudades de Europa occidental tienen en común el hecho de que el empobrecimiento es siempre un problema complejo que abarca un serio deterioro social, económico, espacial y ecológico de las condiciones de vida. Las ciudades norteamericanas están aún más segregadas que la mayoría de las europeas.


Las iniciativas de lucha contra la pobreza difieren por países en cuanto a sus contenidos, durabilidad y condiciones generales, pero en todas partes hay acuerdo acerca de que, más allá de la seguridad social mínima que pueda garantizar el estado, son necesarias acciones integradas tendientes a:

· atacar las causas de reproducción de la pobreza, es decir la discriminación estructural de ciertos grupos poblacionales en el mercado de trabajo y de vivienda, así como su marginación social y falta de participación en los procesos de decisión y planificación;

· coordinar diferentes áreas políticas por encima de los límites de las reparticiones administrativas;

· llegar directamente al área y el grupo al que van destinadas;

· movilizar los recursos y potenciales de los actores públicos, privados y asistenciales, e impulsarlos a una acción coordinada; y finalmente

· estimular la participación de los habitantes y activar la autoayuda y la cooperación barrial.

El informe "Europa 2000" de la Comunidad Europea (1991) expresa con toda claridad que la acumulación de problemas en los barrios pobres de las ciudades es un fenómeno que abarca toda Europa y que debe ser tomado en cuenta en el marco de la política de fomento del organismo: "En muchas ciudades hay zonas caracterizadas por la pobreza y la falta de posibilidades de desarrollo económico que ella conlleva. Esos problemas se observan tanto en el centro de las ciudades, como en sus márgenes y en las ciudades satélites que rodean a los grandes centros de aglomeración. ... La Comunidad debería asumir una responsabilidad mayor por los problemas de la pobreza urbana y la marginación." (Comisión de las Comunidades Europeas 1991: 139; 202.)


En 1993 la Unión Europea elaboró una serie de estrategias comunitarias para la lucha contra la desocupación y la marginación social. En 1994 se aprobó el Programa URBAN, que apunta a mejorar la situación en las áreas urbanas con problemas complejos, ubicadas en centros de aglomeración de más de 100.000 habitantes. Dentro del ámbito de la Unión se ha identificado un total de 350 o 400 zonas de esas características. Por encima de los recursos públicos, se enfatiza la necesidad de movilizar recursos privados y poner en marcha innovaciones sociales y nuevas formas asociativas. En el marco de este programa se decidió el fomento de unos 50 proyectos entre 1994 y 1999.

6. El desarrollo de redes de ciudades


A partir de 1985 las redes de ciudades han experimentado un enorme auge, consolidándose en la presente década como una estrategia casi obligada para la mayoría de las ciudades grandes y medianas. 

Los principales objetivos de las redes de ciudades giran en torno a la necesidad de:

· estructurar un sistema de lobby frente a terceros;

· consolidar ciertos espacios territoriales, económicos, políticos y demográficos suficientes como para permitir la generación y utilización de economías de escala y de aglomeración, así como el desarrollo de infraestructuras y actividades de punta;

· alcanzar una inserción en el sistema internacional que permita el acceso y la utilización de un volumen creciente de información, y el intercambio de experiencias y tecnologías;

· obtener acceso a funciones de liderazgo;

· promover la inserción de las ciudades en espacios de actuación superiores.


El interés y la apuesta de algunos organismos internacionales por las redes de ciudades, regiones, empresas u otros tipos de organismos ha consolidado la utilización de las redes también como un instrumento de inserción en los sistemas de financiación internacionales. En definitiva, las redes de ciudades se erigen como un instrumento y un mecanismo de promoción de los centros urbanos.


Las redes de ciudades y regiones han sido clasificadas de muy diversas maneras, en base a criterios tales como la esfera de cooperación (ámbito espacial de actuación), las funciones (lobby, transferencia de tecnología y experiencias positivas, catalizadores del desarrollo de las economías locales o actores en la generación de la cooperación económica internacional), el origen (redes construidas en base a relaciones informales ya existentes, redes construidas sobre intereses complementarios, por agentes externos (CEE) o por iniciativa de los propios miembros), las características de sus miembros, etc.


Para las ciudades, la participación en redes es un aspecto de su estrategia de inserción en el entorno internacional y un medio para mejorar la competitividad. Ninguna ventaja o inconveniente es absoluto y válido para todas las redes o todos sus miembros. En principio, los principales aspectos positivos de las redes de ciudades serían que:

· las redes permiten a sus miembros la inserción en un sistema de relaciones superior;

· las redes permiten el acceso a grandes volúmenes de información;

· las redes se consolidan como un mecanismo de desarrollo de la política exterior, de promoción y de imagen de la ciudad;

· las funciones de liderazgo e imagen encuentran un magnífico aliado en la estrategia de redes;

· pueden servir al mismo tiempo de estímulo para el desarrollo interno de la calidad de vida y de la competitividad;

· en un mundo sometido a un alto ritmo de cambio, las redes garantizan una cierta continuidad temporal de la línea de actuación, ya que la existencia de compromisos exteriores permite superar las contingencias coyunturales.


Las redes rompen el modelo rígido de ayudas regionales y estatales en favor de un área de reconocimiento de intereses particulares en distintos ámbitos regionales, en los que las ciudades y regiones se constituyen en actores activos en la construcción de un espacio internacionalizado, aceptando la lógica reticular en lugar de la piramidal. A nivel territorial, las redes inician una nueva forma de organización territorial, estableciendo nuevos criterios de organización. De esta forma se estructuran espacios regionales definidos por los núcleos urbanos que los forman, y no por las delimitaciones administrativas. La superposición de redes, y por tanto de espacios de relación, añade un elemento más de complejidad a estas nuevas tendencias organizativas. La nueva organización territorial emergente se basa en flujos, y está definida por actores, en este caso, las ciudades.


Las redes de ciudades se consolidan como un sistema de participación directa de las ciudades en la construcción de un mundo en el cual los sistemas tradicionales de regulación internacional tienden a ser incompletos. Por otro lado, las redes pueden configurar también un sistema complementario de solidaridad internacional y de aplicación de políticas redistributivas, en la medida en que se registren efectos de difusión de ayudas, de best practice y de tecnologías desde los centros urbanos más dinámicos y avanzados hacia aquellos con problemas de desarrollo o crisis económicas y sociales.

Junto a estas claras ventajas, existen también una serie de problemas y dificultades. La gran diversidad de situaciones, tipos de organización, etc. de las distintas ciudades genera, en algunas ocasiones, conflictos de intereses que ponen en juego la continuidad y los resultados de la cooperación. Las dificultades de conjugar los distintos escenarios demoran el desarrollo de proyectos comunes. Este marco de por sí lleno de contradicciones indica que los principales beneficiados de las redes de ciudades son básicamente los miembros más potentes.


Las redes tienen, en definitiva, un papel importante que jugar en la mejora de la competitividad de las ciudades que las integran. De hecho, son el instrumento más adecuado para la inserción en un sistema que, globalmente, tiende a funcionar todo él en forma de red. (Borja, 1997).

V. El alcance de las políticas sociales urbanas

1. ¿Aliviar problemas sociales o encarar la cuestión urbana?

El alcance global de la pobreza masiva limita las alternativas de las ciudades de Europa y América Latina con niveles de ingreso promedio altos o medios, pues sus trabajadores, descalificados por la revolución tecnológica, deben competir ahora en el mercado mundial con centenas de millones de trabajadores dispuestos a aceptar un trabajo por centavos. Como reconoce el Banco Mundial, “...la globalización afecta a la escasez relativa de diversos tipos de conocimientos y los salarios a que pueden aspirar los trabajadores.(...) El aumento de la competencia significa que, a menos que los países puedan igualar el aumento de productividad de sus competidores, los salarios de sus trabajadores se reducirán. En los próximos diez años, los grupos más vulnerables serán: los trabajadores no calificados de países de ingreso mediano y alto(...) porque se intensificará la competencia con países que tienen costos de producción bajos, y países enteros (especialmente en Africa al sur del Sahara), que no tienen el dinamismo necesario para compensar los efectos de la competencia creciente y ser tan eficientes como sus competidores, o la flexibilidad requerida para empezar a producir otros bienes”. (Banco Mundial, 1995 b).

Pero mientras las ciudades europeas sufrirían el impacto sobre sectores de la sociedad urbana, en el caso de las ciudades latinoamericanas el impacto puede ser mucho más profundo y extendido, afectando su funcionamiento como sistemas urbanos, tanto por la escasa contención que les brindan sus países-contexto como por la magnitud y aceleración de estos fenómenos sociales negativos. 

El caso de Latinoamérica permite resaltar con dramatismo que, en general, la cuestión urbana no se limita a atender a los más pobres, sino que abarca la gobernabilidad democrática, la competitividad dinámica y el desarrollo humano sustentable,
 tres desafíos que acompañarán las próximas décadas de gestión urbana dentro del proceso de reestructuración global que experimentan ambos continentes.

La pobreza tiende a convertirse en un fenómeno urbano de carácter estructural. La pobreza urbana -absoluta o relativa- implica que en las ciudades hay un sector de la sociedad que está por debajo de ciertos estándares de ingreso y/o de acceso directo a medios o condiciones de vida considerados esenciales para la vida moderna en sociedad. En una sociedad de economía mixta, el ingreso monetario o el acceso directo a bienes públicos o cuasi-públicos son medios para realizar la identidad de los ciudadanos en tanto consumidores: ingreso para comprar en el mercado, o acceso mediante la distribución por mecanismos políticos o sociales. 

En esa visión, la calidad de vida de una población o grupo quedaría definida por la magnitud y calidad de su consumo. Por otro lado, a nivel global, definir la calidad de vida y pretender alcanzarla por la extensión del modo de consumo de las clases y sociedades de mayor ingreso llevaría a límites aún desconocidos los desbalances ecológicos, amenazando las bases materiales de la sociedad humana. 
  Sin embargo, la calidad de vida es también función de la calidad de las relaciones  sociales y del hábitat, los que son indivisibles y no pueden adquirirse como mercancías (aunque se reflejan en el precio de las propiedades residenciales urbanas)
. Todo esto contribuye a que la problemática social en las ciudades no pueda resolverse incrementalmente, por microintervenciones desde la sociedad civil o con programas públicos asistencialistas, sino que requiere acciones públicas sostenidas, en la interfase entre estado y sociedad y con sentido civilizatorio e incluyente.

La exclusión del consumo constituye un aspecto de la cuestión social, pero en una sociedad que se define crecientemente como sociedad de mercado, es decir, que mercantiliza todas las relaciones y capacidades, incluido el trabajo, es otra la identidad en que hoy se centra dicha cuestión: la exclusión como productor. En el contexto de la revolución tecno-organizativa, el mercado deja de reconocer como miembros plenos a una parte amplia de la población, capacitada o no, por resultarle redundante desde la perspectiva de la rentabilidad del capital. Como consecuencia, una mayoría queda excluida del principal mecanismo de integración en una sociedad de mercado: pasan a vivir fuera o en el margen de la sociedad quienes no pueden participar en la división social del trabajo a través del intercambio de su trabajo en el mercado
. 

Los así excluidos son arrojados a un mundo socialmente anómico de necesidad, precariedad, tribalismo y lucha por la sobrevivencia, ampliándose estadísticamente los comportamientos “antisociales” y anti sustentabilidad, vistos como fuente de peligros para la “sociedad” urbana. La existencia de un amplio sector despojado de sus derechos ciudadanos y convertido en “clientela” y masa de maniobra electoral refleja la incompletitud de los procesos de democratización. Esto –además de la inmoralidad de una tal sociedad y las consecuencias sobre la matriz de sentido común de pretender justificarla-, afecta la gobernabilidad, la competitividad y la sustentabilidad del sistema como un todo.

En tal sentido, en la medida que las políticas públicas apunten sólo a restituir cierta capacidad de consumo a los excluidos sin reintegrarlos como trabajadores, la cuestión social será apenas controlada en sus efectos políticos sin llegar a resolverse.

Esta problemática es una cuestión de Estado, porque requiere políticas interjurisdiccionales basadas en amplios consensos socio-políticos y que trasciendan a los gobiernos de turno. Mientras con la Unión Europea se ha avanzado significativamente en la comprensión de esta necesidad de articular lo continental con lo nacional y lo local, en América Latina el proceso de globalización continúa debilitando la vinculación entre sociedades y gobiernos locales, por un lado, y las representaciones políticas nacionales por el otro, más atentas a las exigencias externas que a las internas para lograr gobernabilidad y su legitimación en el poder. En la medida que esta extroversión es justificada por el carácter ineluctable de las fuerzas globales de transformación y el poder incuestionado de sus agentes, la ciudadanía queda limitada al papel de tomadora de opción. Una vez rota la dialéctica interna de la legitimidad y la responsabilidad por el ejercicio de poder, se hace más improbable que sea la sociedad política nacional la que tome la iniciativa para generar las condiciones contextuales del cambio social a nivel urbano.

En cambio, de las grandes regiones metropolitanas del subcontinente, donde los gobiernos locales enfrentan cotidianamente esta problemática, pueden surgir fuerzas contrarrestantes a las que comandan la política macroeconómica.
 En esto, hay que contestar la visión dominante, que limita la perspectiva de lo que puede hacer el gobierno local, a la vez que lo idealiza. Así, la percepción de que el sistema keynesiano ha perdido vigencia retrotrae el pensamiento político-social y el mismo pensamiento científico a las hipótesis de fines del siglo XIX y comienzos del actual, según las cuales las políticas del Estado sobre lo social son acciones compensatorias específicamente sociales,
 es decir, no referidas a los pretendidamente separables mundos de la economía y de la política.

En esa visión se revitalizan el papel de la comunidad y el voluntariado
 y los programas sociales locales se mueven dentro de estructuras económicas y políticas que se suponen dadas en otro nivel. El problema de las políticas sociales se vuelve aparentemente un asunto local, relativo a la gestión eficiente de recursos escasos, mediante programas sectoriales descentralizados o intervenciones puntuales que vayan atendiendo a las necesidades más acuciantes o a las demandas más amenazantes.

Esta red de ciudades se propone trabajar aunadamente, definiendo vías de acción prioritarias y fértiles para encarar innovativamente la grave situación social que genera la reestructuración global. En esto, hay consenso de que las ciudades son tanto parte del problema como de la solución.
 

Este documento sustenta la idea de que tal desafío requiere, como se viene proponiendo
, potenciar las posibilidades de la acción local a través de alianzas urbanas y/o agregaciones en redes, pero que es clave definir un sentido paradigmático común para tales acciones. Concretamente, que es imprescindible trabajar con un horizonte estratégico que asuma integralmente la resolución de la cuestión urbana. 

Así visto, aunque esta red parta de lo social, el proyecto URB AL puede contribuir a posicionar a las sociedades civiles y gobiernos urbanos como actores destacados en la definición de los términos y las vías de resolución de una cuestión sistémica mucho más profunda que la asistencia pública de los sectores más carenciados de su población. 

2. Política social y política económica

La política social suele ser definida como “el conjunto de medidas e instituciones cuyo objeto es el bienestar de la población”
. Por otro lado, se presenta a la política económica como centrada en otro objeto: el crecimiento, el lucro o la acumulación del capital. Podría decirse que mientras la primera se ocupa de los equilibrios sociales, la segunda lo hace respecto a los equilibrios económicos. Esto lleva inevitablemente a la idea del “trade-off” estático entre objetivos sociales y objetivos económicos, y a calcular el costo económico (lo que se dejaría de crecer) de los objetivos sociales, o a la secuencia dinámica inevitable: “primero crecer, luego repartir”. 

Sin embargo, los procesos económicos, y como parte de ellos la política económica, producen efectos y estructuras sociales, en tanto transforman o desarrollan a organizaciones, clases y relaciones sociales.
 Incluso inciden en la emergencia de nuevos sistemas de valores, visiones del mundo y derechos.
 

Implícitamente se pretende que tales efectos, cuando son indeseables o inconvenientes, no deben dar lugar a rectificaciones de la política económica para contrarrestar o modificar la arquitectura del automatismo del mercado. Es decir, en lugar de modificar las causas, actuando dentro del proceso económico, se deben compensar o corregir los efectos mediante acciones basadas en la voluntad -política o social- denominadas “sociales”, sin modificar las estructuras económicas ni sus “leyes de hierro”.
 Sin embargo, de hecho, la política económica fue siempre la política con mayor eficacia para generar desigualdades o brechas sociales y/o corregirlas
.

La actual oposición cruda entre lo social y lo económico es una clara regresión a épocas pre-keynesianas y trae consigo el renacer de las responsabilidades de la sociedad civil, y las instituciones y valores de la filantropía y la beneficencia. La definición de política social a la que aludimos retrotrae la política social, sus valores fundantes y sus actores, a los términos de fin del siglo anterior.

Las transformaciones tecnológicas y organizativas de la producción globalizada, junto con el cambio en la correlación de fuerzas entre trabajo y capital han llevado a que el salario y la ganancia dejen de estar asociados positivamente por la vía de la socialización de una creciente productividad. 
 Así, el salario –directo o social- deja de ser base suficiente para sostener la ciudadanía social de una mayoría de la población.
 

Esto hace que se generalice la noción del carácter compensatorio de unas políticas sociales que dependen de la (buena) voluntad de actores políticos y sociales, reafirmando en la práctica la separación teórica entre política social y política económica y fertilizando el campo del clientelismo político. A la vez, dado el carácter pretendidamente marginal o coyuntural de esas compensaciones, les hace perder eficacia ante la masividad y persistencia de la exclusión. 

Sin embargo, si se mantuvieran los objetivos sociales que caracterizaron la utopía capitalista propia del sistema industrialista, esa separación supondría hoy no la desaparición sino la redefinición, complejización e hinchamiento de la política social. Pero asistimos a su simplificación y reducción. Esto responde a dos razones. En primer lugar, al cambio en su objetivo declarado, que ya no es la satisfacción de las necesidades básicas de todos como derecho universal, independientemente de las posiciones y contribuciones de cada uno al sistema económico, sino aliviar la pobreza.
 En segundo lugar, al predominio del sentido político de estas políticas: estabilizar y legitimar el sistema socioeconómico imperante y sus transformaciones en curso. Estos cambios pueden ser caracterizados como un cambio del “régimen de política social”. Según Laurell (1995), éste se define por el estatus que alcanzan los beneficios sociales incluidos, por el tipo de estratificación social que genera y por el compromiso del Estado con el pleno empleo. Cada régimen expresa una relación de fuerza entre clases, constituyéndose entonces desde lo político.

Estos cambios de objetivos estratégicos y de sentido se manifiestan y apoyan en la construcción sistemática de un nuevo sentido común legitimador de las reformas del Estado y de su relación con la sociedad: descentralización a instancias locales de gobierno, privatización del patrimonio y de los servicios públicos, traspaso de responsabilidades sociales a la sociedad civil que se espera sea solidaria y participativa, paradigma del mercado total e individualización de la responsabilidad por la creciente desigualdad social.

Contrariando ese sentido común, la reflexión científica hace cada vez más difícil distinguir conceptualmente entre política social y política económica cuando no sólo no son independientes sino que los valores y criterios del mercado se introyectan ex-profeso en las políticas sociales
, e incluso se comienza a hablar de un “mercado social”, donde los emprendedores sociales compiten por recursos. Se hace entonces necesario revisar críticamente las ideas que hoy predominan sobre la política social que se supone deberían implementar las ciudades.

VI. Una política social en busca de paradigmas

1.
Las nuevas políticas sociales (NPS): la propuesta neoliberal

La política social urbana es, ante todo, política social. La política social es, a su vez, parte de un sistema de políticas públicas cuyo condicionamiento “externo” - por el marco económico, la disponibilidad de recursos y su dinámica con respecto al producto nacional- es determinante de su alcance. 

Pero aún desde el interior de ese sistema de políticas públicas, la política económica, hoy predominantemente guiada por modelos y criterios macroeconómicos de vertiente neoclásica y por un programa político de reingeniería institucional “amistoso hacia el mercado” global, condiciona al resto de políticas, en particular las sociales. 

En efecto, la tendencia general - que se expresa con variantes y ritmos significativos entre países, pero sin modificar el sentido de conjunto- es a que la política económica redistribuya las cargas fiscales de manera más regresiva, habilite y exija la reducción de los costos salariales, desregule y legitime la precarización de las relaciones laborales, abra la economía a la competencia externa y al dumping social a una velocidad que impide el reacomodo de la industria nacional, privatice las empresas de servicios públicos, los fondos de pensión y seguridad social y los seguros de salud, reconcentre al sector financiero eliminando instituciones capaces de subsidiar al consumo y la microinversión, reduzca el sector de pequeños comercios ante la entrada irrestricta de los hipermercados y los shoppings, etc., etc. 

Además de esto, que directa o indirectamente tiene dramáticos efectos sociales, la política económica y los programas del ajuste estructural de segunda generación imponen a lo que resta de las políticas sociales –usualmente pensadas como espacio de solidaridad- criterios y valores propios del mercado, del individualismo y la competencia, contrarios a la cultura de los derechos universales propia de la utopía del capitalismo industrial, y les impone restricciones presupuestarias en nombre de equilibrios macroeconómicos, reduciéndolas justamente cuando más necesarias resultan ser. El objetivo estratégico de los programas de reforma institucional en este terreno puede sintetizarse así: desmantelar las estructuras centralizadas de política social y crear un mercado de programas sociales, donde múltiples iniciativas descentralizadas compitan por recursos y clientes beneficiarios.

Es esa propuesta de política social, subordinada a los objetivos estratégicos, criterios y valores representados por la política económica, la que se despliega hoy en las ciudades -sectorizada y fragmentaria- a través de múltiples agentes estatales y civiles: agencias de gobiernos nacionales, de provincias o estados, municipios, autoridades comunitarias, agencias internacionales, organizaciones no gubernamentales de alcance internacional, nacional o local, organizaciones autogestionarias de ciudadanos o consumidores, redes de solidaridad de diverso alcance temático y territorial. 

Ante estos fenómenos pareciera, en una primera aproximación, que debe abandonarse la idea de “la” política social monolíticamente diseñada e implementada desde el estado nacional, sobre la cual se puede incidir planteando modelos alternativos de sentido y/o gestión. En esa línea de pensamiento, pareciera más realista pensar en la superposición aparentemente caótica de micro y macrointervenciones de todo signo y alcance, que se podrían caracterizar y clasificar en estilos o modelos por afinidades formales, pero sin que haya  ni pudiera volver a haber un paradigma que las unifique. 

Sin embargo, donde parece no haber orden, hay en realidad la propuesta de un nuevo orden, propuesta que acompaña la reforma del Estado, si bien ese proceso de reforma no se ha desarrollado a ritmos similares ni se ha asentado definitivamente como nuevo sistema (o no-sistema) estable en todos los países. A esto hay que agregar que, al descentralizarse, la misma propuesta puede generar combinaciones y variantes muy diversas en cuanto a su eficacia y estilo de gestión, dependiendo de los recursos locales, del marco institucional, de la acción desde la sociedad, la cultura y la problemática específica de cada ciudad o región. En esto, una cuestión central es si, dentro del mismo contexto global y las tendencias predominantes, pueden generarse otras propuestas desde los niveles locales que sean eficaces, cualitativamente superiores y generalizables como para fundar nuevas bases para la política social urbana. A dilucidar esta cuestión puede contribuir el trabajo de la red URB-AL. 

Al evaluar estas posibilidades hay que tener en cuenta que el contexto no es inmutable ni sus tendencias se proyectan linealmente al futuro. El proyecto neoliberal comienza a pasar por dificultades para mantener su predominio y las crisis registradas en los países que el FMI presentaba como ejemplo (México, Asia) han debilitado la credibilidad del modelo economicista. Es más, antes de que el modelo neoliberal de política pública termine de extenderse en la Unión Europea, se comienza a hablar de una “tercera vía” y los partidos socialdemócratas parecen recuperar posiciones, claro que en condiciones muy diversas a las del pre-Thacherismo
. Mientras tanto, en América Latina aún pugna por afianzarse el paradigma de política social activado bajo la era de Reagan y Thachter. Resistido tanto por los legítimos intereses de las mayorías sociales afectadas por ese proyecto, como por una parte de las clases dirigentes que había desarrollado sus bases de poder bajo el modelo del Estado de Bienestar, ese paradigma ha ido avanzando de manera persistente pero desigual, mediante la conjunción de la presión externa, representada por el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, y las coaliciones nacionales beneficiadas o seducidas por las concepciones neoliberales del mercado total.

1.1.
Las NPS y el ajuste estructural en América Latina

Las ciudades son sistemas abiertos, fuertemente marcados por las condiciones que imponen los procesos y políticas nacionales. En tal sentido, las propuestas de políticas sociales urbanas innovadoras deben contextuarse en el marco de una política social nacional generalmente regresiva.  

Las nuevas políticas sociales (NPS), lejos de ser independientes y contrarrestantes del mercado, son en América Latina parte constitutiva del ajuste estructural del Estado y de su nueva relación con la sociedad y el mercado, ahora instalado como fuerza civilizatoria central. 

Así, la privatización de los servicios públicos priva a los gobiernos nacionales de uno de los instrumentos de alcance masivo que caracterizó al estado del bienestar: la satisfacción directa de necesidades básicas mediante la provisión de servicios gratuitos o parcialmente subsidiados. Aparece entonces una contradicción en términos: servicios públicos convertidos en negocios privados. 

Las empresas de servicios públicos en áreas urbanas (agua y saneamiento, gas y electricidad, transporte y peaje, telecomunicaciones, etc.)
 se convierten en monopolios privados, a salvo de presiones políticas y por tanto no dispuestos a considerar demandas sociales que no sean solventes. La tendencia a minimizar las regulaciones de estos servicios, que usualmente quedan en manos de consorcios internacionales, lleva además a un alza de los precios de sus servicios, como resultado de las altas ganancias extraordinarias que posibilita un mercado monopólico y cautivo. En todo caso, en este terreno, la política social quedaría limitada a inducir cierto grado de subsidios cruzados adicional al que sugiere la política de discriminación de precios para maximizar la ganancia empresaria.

A lo anterior se agrega la privatización de los sistemas de seguridad social, donde el abandono y descapitalización del sistema estatal se profundiza al entregar la crema del mercado a los fondos de pensión y seguros de salud asociados al capital financiero o a empresas transnacionales especializadas en el ramo. La reforma de estos sistemas perjudica especialmente a los sectores de mayor edad y a los sectores de trabajadores públicos que quedan a cargo de los aportes cautivos del sistema estatal remanente.

Se pasa de una política orientada por la utopía liberal de derechos universales -donde todo ciudadano tenía derecho a servicios básicos según sus necesidades, aportando por su lado al fisco según sus ingresos, a una política limitada de redistribución focalizada, donde en principio todo el que pueda debe pagar por los bienes y servicios que necesita, provistos por empresas orientadas según criterios de lucro.

Para aquellos que no pueden pagar por servicios considerados indispensables, por razones morales o funcionales se ofrecen paquetes “básicos” (típicamente en los casos de asistencia alimentaria, salud y vivienda social) que se administran de manera focalizada (sólo a quienes están en condiciones de pobreza extrema y no pueden afrontarlos con su ingreso). La limitación de estos paquetes básicos hace que servicios indispensables para la vida urbana deban ser apropiados por amplios sectores de la población mediante vías extra-legales o a altos costos (como puede ser el ejemplo de la vivienda, el transporte, la electricidad o el agua). En el caso de la educación, una inversión familiar altamente valorada por los sectores urbanos, el deterioro de la educación pública lleva a que los mismos maestros envíen sus hijos a escuelas privadas, o que  comience a generalizarse entre los sectores medios bajos el gasto en refuerzo escolar (tutores privados).

El Estado ha sido desprovisto de los instrumentos de regulación del mercado, en particular del control de precios: salarios mínimos efectivos, precios subsidiados de bienes de consumo popular, tarifas máximas o gratuidad de los servicios, etc., con el argumento de que tales intervenciones afectan la eficiencia del mercado, considerado como el mejor asignador de recursos o, más recientemente, de que ahuyentan al capital global. La combinación de estos efectos ha sido la ya señalada drástica caída del salario real y una igualmente brusca reducción de la proporción del ingreso nacional que va a ingresos del trabajo.

Dos sectores aún considerados prioritarios en la retórica de las NPS, como son la Educación y la Salud Pública, están siendo sometidos a criterios de eficiencia y a mecanismos propios del mercado capitalista. Así, en el campo de la educación, la descentralización supone que los establecimientos educativos tienen mayor autonomía pero deben ser evaluados no por la calidad de sus procesos sino por sus resultados cuantitativos, compitiendo por su clientela de alumnos y por la asignación de recursos públicos siguiendo criterios de costo-efectividad. Así, los maestros, su formación inicial y sus salarios son vistos como costos excesivos y se tiende a substituirlos por libros de texto y sistemas informatizados de auto aprendizaje 
. El sector educativo, en particular el de educación superior, se abre a la inversión privada nacional e internacional y se convierte en negocio, a la vez que se pone a competir al sistema público en condiciones de recursos restringidos.

1.2.
Una perspectiva teórica europea sobre los regímenes de política social

Para Esping-Andersen (1990) los regímenes de política social están asociados a los tipos de Estado de Bienestar, de los cuales identifica tres: liberal (en América Latina se denomina neo-liberal), bismarckiano o conservador-corporativista, y social-demócrata. En esta tipología, el nivel del gasto social no es visto como el indicador clave ni suficiente para establecer a qué tipo de estado de bienestar corresponden un dado país y época. Es el sentido del gasto, reflejado en su estilo de operacionalización, lo que es definitorio. El gasto puede ser relativamente alto y la contribución al bienestar baja (o no estar asociada a la emancipación de los beneficiarios) y a la inversa. Esta perspectiva permite indicar que hay tendencias generales similares aunque los indicadores puedan variar bastante entre países y ciudades. 

El modelo neoliberal (propio de Estados Unidos, Canadá y Nueva Zelanda) da lugar a una política social asistencialista, que otorga beneficios sociales mínimos de acuerdo a la necesidad, focalizando en los sectores más pobres, con la perspectiva de reincorporarlos al mercado, que es visto como el sistema ideal de asignación y acceso a recursos. El modelo bismarckiano (que caracteriza a Austria, Francia, Alemania e Italia), en cambio, tiene un sesgo corporativista pues su objetivo es la preservación de los estatus sociales diferenciales. Acompaña al mercado y vincula los beneficios con los aportes, ubicando al trabajo como categoría central para organizar los accesos. El modelo socialdemócrata (el de los países escandinavos), en cambio, se basaría en la universalización del acceso a beneficios sociales que, lejos de limitarse a estándares mínimos de superviviencia, irían progresando junto con el desarrollo de la economía; en este modelo, los ciudadanos podrían optar libremente por incorporarse al mercado o no. En cualquiera de estos casos, la situación de bienestar resultante estará codeterminada por los resultados de la economía y por las estructuras sociales y políticas. 

Más profundamente, según esa perspectiva, lo relevante es analizar la capacidad de cada modelo de política social para permitir o incentivar la separación entre la reproducción de la vida y la participación en el mercado a través del trabajo asalariado o la venta de bienes y servicios producidos autónomamente. Cuando la política social sólo apunta a cubrir necesidades mínimas de los sectores más carenciados (asistencialismo) sería porque se espera o pretende que decidan volver a reproducirse en base a su relación con el mercado. El problema es, en este caso, que si el desempleo es involuntario, estructural y masivo, estas políticas de corte asistencialista son ineficientes y altamente costosas, pues no logran el objetivo de reinsertar a sus beneficiarios de modo que basen su reproducción en relaciones de mercado. Por el contrario,al limitarse a permitirles sobrevivir biológicamente, el resultado es que la brecha entre sus capacidades y lo que el mercado reclama se sigue acentuando.

Esto se hace evidente cuando se advierte que, en una gran metrópolis con servicios públicos privatizados y sin una política de ingresos mínimos garantizados, dar paquetes “básicos” de alimentos, salud y educación es suficiente sólo para “aliviar (parcialmente) la pobreza” tal como el Banco Mundial indica que es su objetivo
, pero no para contribuir a superarla. Así, los receptores de estos programas no pueden cubrir por medios legales otras necesidades elementales, como el agua, la energía, el transporte, la vivienda, formas más complejas de servicios médicos y remedios, etc. Ni siquiera pueden incurrir en los costos de buscar sistemáticamente un trabajo. No tener una dirección y un teléfono (o tener una que es mejor no dar)
, estar sometido a la violencia cotidiana, sufrir la estigmatización de los programas focalizados y cargar con la sensación de que se es responsable de ser excluido por no tener las capacidades que requiere el mercado
, son condiciones existenciales que difícilmente pueden ser compensadas por paquetes básicos dirigidos a la sobrevivencia biológica.

A partir del modelo “conservador-corporativista”, institucionalizado en los países más urbanizados e industrializados de América Latina entre los 40 y los 70, la evolución teórica posible era su progreso hacia el modelo socialdemócrata de derechos universales, tendencia ejemplificada paradigmáticamente por el movimiento por la Constituyente brasileña del 88
. Por el contrario, la tendencia de cambio que se registra de manera generalizada desde los 80 es una regresión hacia el modelo asistencialista, ejemplificado en Chile por la Constitución Pinochetista de 1980.

En la misma dirección regresiva, alejada del escenario de las luchas sindicalistas de los 70, la reforma de las políticas sociales –paradojalmente, aún las “descentralizadoras”- se volvió una cuestión de diseño cupular e implementación de arriba hacia abajo, pues junto con el peso reducido del estado y los cambios en la fuerza relativa de las diversas clases sociales, tendieron a diluirse y desestructurarse los complejos procesos de interacción, negociación, presión-revindicación corporativa entre movimientos y organizaciones sindicales, por un lado, y el estado nacional por el otro, que caracterizan el modelo bismarckiano.

Para Esping-Andersen, el desideratum del estado de bienestar social-demócrata es lograr que cada individuo pueda desmercantilizarse si así lo decide. Sin embargo, como se verá más adelante, el único modo hoy propuesto para operacionalizarlo es la institucionalización del “ingreso ciudadano”, que implica la posibilidad de desmercantilizar la fuerza de trabajo pero no la reproducción de la vida a través del consumo.

1.3.
Las NPS ¿son un emergente de los procesos de cambio o tienen un sujeto político?

En América Latina, la difusión/imposición del programa neoliberal para la política social estuvo y está a cargo, con algunas variantes, del FMI, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo. Sin duda que hubo y hay aún diferencias significativas entre los países de la región en cuanto a la profundidad y velocidad de las reformas, no así en cuanto a su sentido. La presión hacia la configuración de bloques regionales -MercoSur, Mercado Andino, Mercado Centroamericano, Mercado Norteamericano (NAFTA)- posiblemente irá introduciendo tendencias a una mayor homogeneización de los regímenes, pero aún dista de contar con un nivel de institucionalización similar al de la Unión Europea, y es probable que las diferencias persistan durante algunos años. Sin embargo, los nuevos énfasis son similares: 

· de “planificación” se pasa a hablar de “gestión”, y el término participación está incorporado a la retórica de gobiernos y agencias en toda la región, en muchos casos como factor de reducción de costos a través del trabajo voluntario no remunerado de los beneficiarios; 

· de la evaluación por la calidad de las propuestas se pasa a la evaluación por resultados según un criterio de costo-eficiencia;

· la descentralización está a la orden del día, dentro del Estado, del nivel nacional al provincial y- municipal, pero también a través de procesos de tercerización a asociaciones sin fines de lucro (ONGs), que significan menores costos y una mayor capacidad de gestionar la demanda por su proximidad a los beneficiarios;

· la focalización (vs. Universalismo de la provisión) en los sectores de máxima pobreza es otro criterio compartido a lo largo de la región;

En un contexto de alto desempleo permanente y con creciente precarización del trabajo, las fuentes de ingresos (relación activos/pasivos) para sostener el sistema previsional estatal se debilitan, lo que se acelera al separar los sectores que pueden ser base para la privatización lucrativa de los sistemas de pensión y de atención a la salud, sistemas a los que ya no pueden acceder sectores moyoritarios que contribuyeron al sistema estatal de previsión. 

Para hacer más eficientes las políticas se propone diferenciar entre pobreza absoluta o estructural, definida como una situación de NBI (necesidades básicas insatisfechas), medida por la falta de acceso a ciertos servicios básicos, y la pobreza relativa, medida por la insuficiencia del ingreso para acceder a una canasta básica de bienes y servicios de consumo. 

Más allá de que no siempre sectores con NBI están por debajo de la línea de pobreza por ingreso, la focalización, que equivale a concentrar los recursos en los sectores de pobreza extrema, no alcanza a resolver las carencias que los caracteriza: acceso a agua y saneamiento, electricidad, transporte, salud, etc., dada la política de privatización de los servicios públicos -orientada a recuperar los costos mediante el pago por todos los usuarios-, lo que además acentúa la pobreza por ingreso y la vulnerabilidad económica de dichos sectores.
 

Una parte de los instrumentos tradicionales de la política urbana, que parecerían más dirigidos a las NBI que a la pobreza por ingreso y empleo, quedan entonces sin vigencia por la privatización de los servicios públicos. En adición, la concentración de los mismos en consorcios internacionales que reclaman ganancias monopólicas debilita la capacidad negociadora de los municipios en el contexto de políticas nacionales de desregulación.

En cuanto a los países europeos,
y a pesar de la diversidad de situaciones, la Uniçon Europea constituye un actor central de las transformaciones en la política social de sus países miembros. Son ilustrativos los lineamientos del Libro Verde “Política Social Europea. Opciones para la Unión” elaborado por la Dirección General de Empleo, Relaciones Laborales y Asuntos Sociales de la Unión Europea en noviembre de 1993, con el objetivo de estimular un debate sobre las líneas futuras de política Social en la Unión Europea.

Según expresa en su Introducción, la premisa fundamental del libro verde es que “la siguiente fase de la política social europea no puede partir de la idea de que el desarrollo social debe frenarse para recuperar la competitividad económica” (pág. 6).

La política social
 de la Comunidad se ha desarrollado a través de la evolución de tratados, y ha recurrido a diversos instrumentos en función de los objetivos perseguidos. Las tres funciones más destacadas tienen que ver con:

· “proporcionar un marco jurídico en determinadas áreas del Tratado de la Unión Europea, para poner en marcha el diálogo entre los interlocutores sociales, contribuyendo así a la definición, a distintos niveles de derechos fundamentales de los trabajadores;

· aportar apoyo financiero sustancial, en especial a las medidas de formación de empleo (...);

· estimular y fomentar la cooperación entre distintos agentes de la política social, el establecimiento de redes y mecanismos de cooperación, el intercambio de información y de experiencias y la promoción de la innovación y de las prácticas y políticas adecuadas. “ (pág. 9)

Si bien la política social europea desempeña un papel vital en el apoyo del proceso de cambio, se afirma que estas acciones de ninguna manera remplazarían las responsabilidades nacionales, regionales o locales.

Como indica el Libro Verde, el modelo socioeconómico occidental se construyó sobre los pilares de pleno empleo y Estado de Bienestar. Pero debido a la desaparición del sistema estratégico mundial de dos bloques, la competencia y la cooperación estratégica mundial comenzarían a apoyarse cada vez más en el  desarrollo socioeconómico, cuya consecución lleva a adoptar diversas modalidades de capitalismo que pueden tener contradicciones entre sí. 

En este contexto, los modelos socioeconómicos europeos conservarían su vigencia en tanto con sólo al 7% de la población del mundo en edad de trabajar producen el 45% del PIB mundial. Pero los efectos de la reestructuración económica mundial comienzan a reflejarse en altas tasas de desocupación. Por ello, para la Unión Europea la política social toma cada vez mayor importancia, en tanto política complementaria de otros objetivos estratégicos como el mercado único y la unidad monetaria.

El tratado de la Unión Europea, en su artículo 2, establece que la Unión tendrá como objetivos promover:

· un alto nivel de empleo y protección social;

· la elevación del nivel y calidad de vida;

· la cohesión económica y social y la solidaridad entre los estados miembros.

“Es necesario subrayar que unos elevados niveles de protección social han sido un importante factor del éxito económico de Europa. Para muchos estos elevados niveles sociales no deberían considerarse (...) un lujo que pueda perderse en los tiempos difíciles, sino más bien parte integrante de un modelo económico competitivo. El debate entre este punto de vista y el de quienes sostienen que los actuales niveles sociales de Europa se han convertido en insostenibles constituye el nudo de la cuestión” (pág. 14).

El modelo de Estado de Bienestar imperante en muchos países de Europa desde la postguerra se basaba en el desarrollo de sistemas de seguridad social basados en los aportes de empresarios y trabajadores, y la transferencia vía sistema impositivo de recursos a los sectores más pobres de la población. “El pleno empleo de los recursos económicos podía mantenerse mediante la intervención de los gobiernos sobre el nivel de la demanda efectiva, y el Estado de Bienestar se encargaría de distribuir la renta en favor de las personas amenazadas por la pobreza a causa del desempleo, la enfermedad, la jubilación. De este modo, la población activa financiaría un ingreso mínimo para la población no activa.” (pág. 14)

Sin embargo, el Informe reconoce que existen razones por las que se hace necesario revisar este modelo. Estas son:

1) para los ciudadanos de las democracias avanzadas de los países industrializados, como los que constituyen la Unión, la pertenencia a la población económicamente no activa origina conflictos de identidad personal y social. Puede hablarse entonces de una demanda social de trabajo y no sólo de medios de vida.

2) A pesar de que el mundo se encuentra en un proceso de cambio estructural incesante, la política económica sigue estando dominada por políticas cíclicas a corto plazo. La tarea de unificar políticas coyunturales y estructurales sigue pendiente. Además, el proceso de globalización exige a los actores económicos una capacidad mayor para hacer frente al cambio permanente.

3) Las tendencias demográficas que influyen en el futuro de la política social y la política económica: el envejecimiento de la población, los movimientos de población, en particular las migraciones.

4) Las transformaciones operadas en la organización del trabajo debido a la incorporación de nuevas tecnologías (que afectan la capacitación de los trabajadores, generan nuevas formas de ordenar el tiempo laboral y plantea nuevos desafios en relación con las negociaciones colectivas).

5) El crecimiento de la economía sumergida en determinados sectores tradicionales, y en nuevas áreas (trabajo a domicilio, iniciativas locales de empleo, etc.)

“Un resultado obvio de las presiones ya mencionadas a que se ven sometidas nuestras sociedades es el incremento de los costes y presupuestos en materia de seguridad social, sobre todo en lo que se refiere a asistencia sanitaria, que induce a dudar sobre la capacidad de Europa para seguir sosteniendo tales sistemas en el futuro. Existe un alto riesgo de que la continuación de las políticas actuales lleve, en última instancia, a una sociedad “dual”, en la que la creación de riqueza se sustente en una mano de obra muy calificada y haya una transferencia de rentas en favor de un número cada vez mayor de personas no activas, como base para mantener un nivel razonable de justicia social. Esta sociedad no sólo estaría cada vez menos cohesionada, sino que también iría en contra de la necesidad de movilizar al máximo el potencial europeo de recursos humanos para mantener la competitividad”. (pág. 16)

“El destino de Europa no depende de una única elección, sino de las respuestas que se den a tres cuestiones interrelacionadas y vinculadas a los objetivos fundamentales del Tratado de la Unión Europea y a los fundamentos sociales de la futura Europa: ¿hay alguna vía de retorno al pleno empleo? ¿Debe atribuirse un nuevo papel al Estado de Bienestar? ¿Cuál es la siguiente fase de la igualdad de oportunidades, sin la cual fracasará la democracia europea?” (pág. 16)

Respecto del pleno empleo, se consolida la hipótesis de que la existencia de profundos problemas estructurales subyacentes imposiblitan el retorno al pleno empleo. Dado que para crear empleo resultan imprescindibles elevados niveles de crecimiento económico, las tasas de crecimiento previsibles no resolverían los problemas. No habría entonces retorno posible de este proceso radical de cambio que lleva a la sociedad postindustrial.

El Informe presenta tres posibles enfoques para la resolución del problema del empleo: (a) un entorno macroeconómico dinámico y estable; (b) cambios estructurales fundamentales; (c) un proceso de reajuste social dinámico pero equitativo. 

(...) “Debe tenerse en cuenta que las políticas gubernamentales no son las únicas que van a cambiar esta situación. Las decisiones sectoriales, las políticas monetarias, las negociaciones colectivas y las decisiones que adopten las personas sobre consumo, ahorro e inversión determinarán la sociedad del futuro y la función del trabajo en ella”. (pág.19)

Respecto de la nueva misión del Estado de Bienestar, hasta ahora el debate se ha centrado en las siguientes cuestiones: (i) la importancia del control del crecimiento explosivo del gasto público social; (ii) el establecimiento de incentivos para el trabajo; (iii) una nueva combinación posible de regímenes públicos y privados; (iv) una mayor descentralización, en ocasiones mediante la ampliación de competencias de las entidades locales y de las organizaciones de bienestar.

“La principal consecuencia del aumento de la demanda de servicios sociales en el mercado y la necesidad de luchar contra la exclusión de los grupos vulnerables es que el mantenimiento del nivel de renta ya no puede ser el único objetivo de la política social. Hay consenso en Europa sobre la necesidad de que todos los ciudadanos tengan una garantía de recursos, pero ahora las políticas sociales deben proponerse el objetivo aún más ambicioso de ayudar a las personas a encontrar un lugar en la sociedad. La principal vía para ello, pero no la única, es el trabajo remunerado, y ésta es la razón por la que las políticas de empleo y las políticas sociales deben estar relacionadas.” (pág. 21)

Según el Informe, se habrían llevado adelante acciones en este sentido, integrando políticas sociales y políticas de empleo. Se transcriben a continuación algunos ejemplos:

· la vinculación de sistemas de ingresos mínimos con servicios de promoción de la reinserción económica y social;

· la vinculación de las prestaciones de desempleo a actividades de formación creación de  empleo e incentivos laborales;

· la adopción de medidas en favor de la igualdad de oportunidades, que tengan en cuenta las competencias y necesidades de las mujeres en el mercado de trabajo;

· el establecimiento de sistemas de pensiones más flexibles que permita una edad de jubilación flexible;

· programas de sanidad preventiva que estimulen modos de vida saludable;

· medidas de integración de los minusválidos en la sociedad;

· medidas de integración de los inmigrantes en la  vida económica y social;

· con carácter más general, adopción de estrategias integrales en niveles más amplios  como educación, formación, vivienda, salud, etc. (Pág. 21 y 22)

La política social europea, basada en disposiciones legales y en medidas de actuación, se desarrolla actualmente en un ámbito de actuación concreto. El diálogo social, reforzado por el protocolo social del Tratado de Maastricht, es el resultado de un largo proceso de cooperación mutua y adaptación entre los actores sociales implicados.

La magnitud de los desafios pendientes hace improbable la solución por parte de los estados aislados. Los ámbitos relacionados con problemas del empleo, niveles de vida y calidad del trabajo han sido declarados tareas comunes en el Tratado de Maastricht, dado que son imprescindibles para la integración económica.

La Comisión redactora del libro verde considera que existen ciertos objetivos importantes que deben ser objeto de consenso:

“1) Unos instrumentos sociales adecuadamente orientados contribuyen al crecimiento estable de la producción y el empleo y a la estabilidad política y social: la libre competencia en el mercado, sin ningún tipo de limitaciones, no puede (...) redistribuir los recursos para poner remedio a la pobreza;

2) El gasto social debe mantenerse dentro de los límites de los presupuestos públicos y fondos de seguros, pero las medidas de ahorro no deben obstar a la eficacia de los programas ni a los objetivos sociales, entre ellos el de equidad y solidaridad.

3) El Estado de bienestar debe avanzar ahora hacia un equilibrio óptimo entre la cobertura pública, la cobertura colectiva privada y la cobertura individual de los servicios sociales. (...)

4) Las políticas de protección social y las políticas del mercado de trabajo deben orientarse en lo posible a la consecución de los objetivos positivos del desarrollo de los recursos humanos, la autosuficiencia de los individuos y su integración con la sociedad.(...)” (pág. 34)

Respecto a la pregunta que encabeza este epígrafe, aunque el discurso del Libro Verde sustenta un grado significativo de sensibilidad hacia las cuestiones sociales, cabe plantear la duda de si, ante el imperio de los requisitos de la competitividad en el mercado global, los organismos de gobierno de la Unión Europea no van a jugar el papel del FMI y el BM en imponer las políticas neoliberales en Europa. La presión a homogeneizar los sistemas de seguridad social nacionales es a la baja (entre las dos guerras mundiales fue a la alta)
. A la vez, la descentralización, que aparece como rasgo común a esa homogeneización, no puede dejar de generar una heterogeneidad creciente de las situaciones sociales sociales entre lugares de un mismo país y entre países, dada la desigualdad de recursos, capacidades de gestión y problemáticas.

En cuanto a América Latina, ante gobiernos nacionales relativamente lábiles, aprisionados por la deuda externa y sin el sustento de sociedades civiles fuertes, las NPS son impulsadas por el FMI y la Banca de Desarrollo, y su contenido no es una respuesta específicamente diseñada para encarar los problemas específicos de cada país o del conjunto de esta región, sino que es una fórmula estandarizada que pretende aplicar como recetas universales políticas modeladas según los gobiernos neoconservadores de Reagan en EEUU y Thatcher en Inglaterra.

Estas políticas se han venido implementando directamente y a través de las reformas de las instituciones públicas que constituyen los programas de ajuste estructural. Una vez más se comprueba que las clases dirigentes latinoamericanas tienden a importar modelos “llave en mano”. Sin embargo, este proceso de imitación es desigual, no ha tenido el mismo recorrido en México que en Chile, en Argentina que en Brasil, ni en Ecuador que en Perú. 

Ese mismo patrón imitativo abre ahora la expectativa de que las recientes crisis, desde la del Tequila hasta la de la Caipirinha pasando por la del Arroz, muestren los riesgos para la gobernabilidad de dejar la economía global librada a las fuerzas del mercado y se visualice que el paradigma neoliberal requiere una revisión. En esto, la mirada latinoamericana se vuelve una vez más hacia los posibles cambios en las políticas de estado de los países europeos en que la socialdemocracia ha vuelto a ganar las elecciones. Sin embargo, la fuerza de la globalización y el imperativo de la competitividad pueden limitar los márgenes de revisión de las tendencias, y en ello podría ser instrumental la existencia de las Organizaciones Comunitarias, cuyo proyecto supone avanzar hacia la homogeneización relativa de las políticas sociales.

2.
Análisis de algunas propuestas alternativas (o complementarias) a las NPS

2.1.
El ingreso ciudadano 

La economía de mercado supone que cada miembro de la sociedad participa en un sistema de división social del trabajo ofreciendo y colocando en el mercado su trabajo o los productos de su trabajo, obteniendo un ingreso monetario con el cual a su vez adquiere lo necesario para reproducir el proceso de producción o su propia fuerza de trabajo y su familia. En ese sistema, la exclusión como productores (en particular como trabajadores asalariados) conlleva en principio –salvo casos de rentismo- la exclusión como consumidores de mercancías.

La propuesta del ingreso básico o ingreso ciudadano
 implica desvincular el ingreso personal del trabajo asalariado o de la producción autónoma para el mercado, garantizando para todo ciudadano el acceso al equivalente monetario de una canasta básica de bienes. Si se desea asegurar que sólo consuma los bienes de dicha canasta, el sistema se puede implementar bajo la forma de “estampillas de consumo” que sólo pueden canjearse por ciertos tipos de bienes. Este sistema supone que todo miembro de la sociedad puede optar entre trabajar o tener tiempo libre con sólo ese nivel básico de consumo asegurado. No se trata entonces de un seguro de desempleo, que seguiría atado a la centralidad del trabajo como condición normal.  

Se entiende que la revolución de la productividad permite que una parte de la sociedad trabaje y obtenga ingresos superiores vinculados a su trabajo, produciendo una masa de bienes suficiente para cubrir el consumo básico del resto. Cualquiera sea el sistema fiscal que posibilite esta transferencia, el origen debería ser el excedente económico, y por tanto sería visto como exacción a las clases de mayores ingresos y las ganancias del capital. Implementar tal sistema a niveles de una canasta básica realmente suficiente supone su universalización en el mundo, en tanto el mercado global penalizaría a las sociedades que bajen fuertemente las tasas de ganancia por este tipo de redistribución. Una alternativa es hacerlo a niveles efectivamente elementales de sobrevivencia y cargar sus costos fundamentalmente sobre los sectores de alto nivel de consumo y no sobre las empresas. 

En todo caso, un problema del ingreso ciudadano es que significa una transferencia de ingresos monetarios que se va a manifestar en el mercado siguiendo las pautas del consumo que marcan las empresas capitalistas. Incluso, en la medida que su fuente son los impuestos a sectores con altos ingresos, no mantiene el nivel de demanda agregada sólo cambiando su estructura, sino que incrementa la demanda agregada sin incidir directamente sobre las estructuras de producción, reforzando los patrones excluyentes anteriores. O también puede filtrarse por la vía de las importaciones, poniendo en tensión los equilibrios macroeconómicos. En cambio, sí tendría un impacto importante sobre los niveles de ahorro que fluyen hacia el sector financiero, los que se reducirían.

En tanto las estructuras de producción permanecen intocadas por esta alternativa, la idea de que, al darles la posibilidad de manifestar sus deseos como demanda efectiva, emancipa a los ciudadanos, es irreal. Los productores capitalistas no se limitan a tener en cuenta las demandas soberanas de los consumidores. Recurren a la manipulación de la información, pero también del deseo y las necesidades, que son construcciones sobre la base de pulsiones elementales que no se autoestructuran como necesidades sin un procesamiento social simbólico.

Si el ejercicio de la ciudadanía va a estar centrado en la efectividad del acceso al consumo, el consumo mismo debe ser analizado críticamente. La soberanía del consumidor, que supone defenderla de intervenciones políticas y culturales dirigidos a controlarla o inducirla en determinada dirección, es algo discutible.
 Un marco posible del juego de relaciones entre productores, consumidores y gobierno, es aquel en que el gobierno vigila para que haya transparencia en los mercados y los consumidores se organizan para autoinformarse e incidir en sus propias pautas de demanda, contrarrestando el consumismo irracional, los efectos indeseados de masa, etc. Pero no todo es cuestión de información e imágenes subjetivas. Existe una generación objetiva de las necesidades por procesos generados en la misma producción (la contaminación genera necesidad de medicamentos y servicios médicos).
 En cuanto las decisiones de consumo son encuadradas por procesos tomados como naturales, la libertad es relativizada.

Los programas de ingreso a cambio de trabajos “sociales” que no generan oferta en el mercado tienen el mismo problema. Incrementan la demanda sin incidir directamente en las estructuras de producción. Aunque efectivamente pueden (hay que ver si es así) generar satisfactores que no aparecen como oferta y demanda  en el mercado, inducen demandas de insumos y de bienes finales. Son, así, parte de una política de inducción de la oferta por la vía de una demanda incrementada anticipadamente.

En todo caso, aunque ciertamente tendría un gran impacto local si se implementara a nivel nacional,
 una política de ingreso ciudadano en cualquiera de sus variantes es claramente imposible de implementar a nivel local. En una sociedad abierta, esto implicaría la inmigración masiva de la población hacia ese lugar, del mismo modo que, en otra escala, la población va a hacerse atender en los municipios cuyos centros de salud prestan mejor atención. En un sistema globalizado, se vuelve difícil implementar esta política, incluso a nivel nacional.

2.2.
Gerencia social: ¿alternativa o eficientización de las NPS?

Una corriente con creciente presencia en América Latina es la que diagnostica que el problema de las políticas sociales está no tanto en las intenciones o funciones de las mismas como en su estilo de gerenciamiento. Con algunas aclaraciones, de lo que se trata es de incorporar algunos principios de la gerencia tomados del nuevo mundo empresarial, descentralizados, participativos y flexibles, más aptos para un mundo de complejidad e incertidumbre. El concepto de rentabilidad se adjetiva “social”, y se admite que es erróneo separar la economía de la sociedad y el estado. Pero la propuesta consiste en “sumarlos”. 

Si esto se acepta, por más que se parta de la redefinición del rol del estado para establecer cuales son las tecnologías más apropiadas, evitando el tecnologicismo, se está filtrando la esencia de una sociedad de mercado en el mundo de la política y de lo social: se introyectan los valores del mercado y sus criterios, pretendiendo apenas ponerle algunos límites externos. Para esto, se propone que se pongan en un mismo nivel los ministerios estatales del frente social con los del frente económico, reclamando mayor autonomía para la política social, lo que resulta superficial si la ideología de fondo es compartida entre las respectivas tecnocracias.

Esta argumentación no es muy distinta de la del Banco Interamericano de Desarrollo, cuando hace notar al FMI y el BM que si no inician reformas sociales, las reformas económicas no podrán sustentarse por la pérdida de gobernabilidad de las sociedades “ajustadas” (BID/PNUD, 1993).

En el contexto real de poder, siendo bueno -a igualdad de otras condiciones- hacer más eficiente el “frente social”, o mejorar la gerencia pública de las políticas sociales, esto apenas contribuirá a aumentar la proporción de las ganancias en la distribución del ingreso, reduciendo los costos de las políticas sociales en base a criterios de “costo-efectividad” aplicados a la consecución de las metas sociales fijas requeridas para sostener el sistema de acumulación. Tampoco modificará el sentido asistencialista de las políticas sociales el hacerlas más “participativas”, si ello significa que los “beneficiarios” participen con trabajo gratuito para bajar los costos de los programas públicos o incluso sean convocados a asambleas donde la igualdad es sólo aparente.

Las verdaderas alternativas deben disputar el contenido utópico de las políticas sociales y/o hacer propuestas que transformen y no sólo trabajen a la sombra de la economía.  

2.3.
El paradigma del Desarrollo Humano 

Diversos Organismos de las Naciones Unidas (PNUD, UNICEF, UNESCO) han venido planteado una propuesta que intentan sea paradigmática para orientar las políticas de desarrollo a todo nivel, particularmente el nivel local. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha venido sistematizando esa propuesta desde sus Informes anuales de Desarrollo Humano iniciados en 1990. Define el Desarrollo Humano (DH) como “el proceso de ampliación del rango de elecciones de la gente, aumentando sus oportunidades de educación, atención médica, ingreso y empleo, y cubriendo el espectro completo de las elecciones humanas, desde un medio ambiente físico saludable hasta las libertades económicas y humanas” (1990, pág. 1). Su principal regla retoma la propuesta de Robert Mc Namara en 1973, por entonces Presidente del Banco Mundial: "invertir (directamente) en la gente”, antes que esperar el derrame del crecimiento económico.
 

"La importancia de la esperanza de vida está en la creencia compartida de que una larga vida es valiosa en sí misma y en el hecho de que varios beneficios indirectos (tales como una nutrición adecuada y una buena salud) están asociados con una alta esperanza de vida (...) las cifras de alfabetización son sólo un reflejo grosero del acceso a la educación, particularmente a la educación de buena calidad tan necesaria para la vida productiva en la sociedad moderna. Pero la lecto-escritura es el primer paso de una persona en el aprendizaje y en la construcción del conocimiento, por lo que esas cifras son esenciales en cualquier medición del DH. En un conjunto más variado de indicadores, debería darse importancia también al producto de los niveles más altos de educación. Pero para el DH básico, la alfabetización merece un claro énfasis". "El tercer componente del DH -el comando sobre los recursos necesarios para una vida digna- es tal vez el más difícil de medir de manera simple. Requiere datos sobre acceso a tierra, crédito, ingreso y otros recursos...debemos por ahora hacer el mejor uso de un indicador de ingreso" (pág. 12).

Aunque el PNUD afirma que deben evitarse los enfoques sectoriales, la forma en que construye su Indice de Desarrollo Humano, en base a una ecuación que suma indicadores sectoriales ponderados, lleva a que las prioridades del gasto público para mejorar dicho índice se concentren en lograr modificaciones en los indicadores con mayor peso en su ecuación: la educación y la salud básicas. Paradójicamente, son las mismas dos políticas sectoriales priorizadas por el Banco Mundial: “un progreso rápido y políticamente sustentable respecto de la pobreza puede alcanzarse mediante una estrategia que abarca dos elementos igualmente importantes. El primero es promover el uso productivo del recurso más abundante de los pobres: el trabajo. Esto requiere políticas que canalicen los incentivos de mercado, las instituciones sociales y políticas, la infraestructura y la tecnología hacia tal fin. El segundo es proveer servicios sociales básicos a los pobres. Atención básica de la salud, planificación familiar, nutrición y educación primaria son especialmente importantes.” (Banco Mundial, World Development Report. Poverty, 1990). Abandonada si es que no contradicha la prioridad del empleo (sobre ello volveremos), lo que queda son programas sociales sectoriales y básicos focalizados en los pobres.

La ausencia de una teoría sustantiva del proceso de desarrollo reduce el planteo del Desarrollo Humano a una plataforma para establecer con indicadores superficiales el impacto negativo de los efectos de la globalización libre del mercado (en tal sentido muchas apreciaciones y recomendaciones del PNUD son válidas). Aunque la interpretación de los fenómenos contemporáneos y la utopía que la orienta es distinta a la del Banco Mundial, en lo relativo a las recomendaciones de política social a los gobiernos no logra diferenciarse cualitativamente del esquema asistencialista e inmediatista de las NPS. 

Mientras la política social mantenga su carácter de intervención externa a la economía, los cambios declarados de sentido (de la mera contención al desarrollo del capital humano) son insuficientes. Y no se trata meramente de un problema de magnitud de los recursos gastados o invertidos en los programas de compensación. Lo que podía ser suficiente en el contexto de una economía integradora, no lo es cuando la economía empresarial sólo integra cabalmente a una proporción minoritaria de la población. Para poder salir de esta vía muerta, parece necesario ir más allá del encuadre de la política social y buscar alternativas que de hecho cuestionan las instituciones mismas de la economía de mercado.  

2.4.
El Tercer Sector: sociedad civil, solidaridad, trabajo voluntario y filantropía

(A) La Economía Social

Pasado el primer shock de las transformaciones estructurales, y todavía con la perspectiva del trabajo como mecanismo de integración social, tanto en Norteamérica y Europa como en América Latina se revitalizan o comienzan a aparecer propuestas “desde la sociedad”, que intentan –con relativa independencia del Estado- achicar la brecha del desempleo y a la vez realizar la utopía de una sociedad cohesionada no sólo por la participación de todos división del trabajo sino por vínculos de solidaridad interpersonal y social. Para este proyecto es muy relevante examinar estas corrientes, pues en buena medida los gobiernos urbanos deben potenciar sus propias políticas apoyando o articulando este tipo de iniciativas colectivas. 

Un ejemplo es la propuesta de desarrollar un sector de economía social. Originada en la primera mitad del Siglo XIX, esta idea ha sido retomada, al punto que varios países de la Comunidad Europea han creado Secretarías de Estado o unidades de Economía Social.
 En general esta denominación abarca organizaciones económicas sin fines de lucro, que se distinguen por los valores de solidaridad encarnados en las relaciones cooperativas, mutualistas o asociativas entre sus miembros. 

En América Latina también se están difundiendo estas formas, en buena medida inspiradas en movimientos cristianos de base.
 Su objetivo es económico, pero no lucrativo: generar actividades económicas que se conecten con el mercado pero en base a relaciones de producción solidarias y democráticas, y sin otro objetivo que mejorar la calidad de vida de sus miembros. Este movimiento tiende a mantener distancia de las instancias de gobierno. Suelen concretarse como redes de microemprendimientos de ámbito local para enfrentar conjuntamente problemas de comercialización, financiamiento y acceso a tecnología avanzada. La misma revolución tecnológica en curso permite acceder a formas de comunicación e información sofisticadas y facilita su internacionalización, posibilitando excepciones muy significativas a esta regla, como Manos del Uruguay o Maquita Cuchunchic en Ecuador
.

Esta propuesta pretende liberar la actividad económica de los criterios de eficiencia y eficacia que impone el mercado capitalista, y sustituirlos por criterios de eficacia social. Esto lleva a una relación ambigua con el mercado, considerado un mal necesario al que se querría evitar en lo posible. 

Otras corrientes de la economía y la empresa social, en cambio, propugnan la organización de actividades económicas que sean a la vez creadoras de relaciones comunitarias, capaces de incorporar las tecnologías basadas en el conocimiento y de sustentarse a través de su participación competitiva en el mercado. Esto requiere relaciones más complejas de cooperación entre sistemas de empresas y organizaciones del sistema educativo local, para desarrollar comunidades de “ciudadanos locales involucrados activamente en la resolución de problemas”, en particular los problemas sociales derivados de la reestructuración económica y la exclusión de amplios sectores sociales a nivel local.

A diferencia de las cooperativas u otras organizaciones cuya solidaridad está limitada a sus miembros, para las empresas comunitarias su objetivo es el bienestar de la comunidad a la que pertenecen. Los beneficios que obtienen –vistos como un medio y no como un fin- sólo pueden invertirse es sus mismas empresas, distribuirse entre sus trabajadores o invertirse en beneficio de la comunidad. Son abiertas y puede formar parte de ellas cualquier miembro de la sociedad que quiera contribuir y participar con trabajo voluntario. No pueden, sin embargo, ser vendidas. Un ejemplo de estas empresas comunitarias es el de las Comunidades de Mondragón en España. No sólo estas formas de organización económica se vinculan abierta y eficientemente con el mercado global, sino que también buscan hacerlo con los centros de investigación y educación y pueden hacerlo incluso con el gobierno local (MacLeod, 1996). Su gobierno incluye no sólo a sus trabajadores sino a miembros representantes de la comunidad a cuyo beneficio general deben contribuir.

A diferencia de las empresas autostenidas de economía social, el Tercer Sector, según Rifkin
, depende de la continuada transferencia de recursos hacia él desde el sector público (redistribución fiscal), desde el sector empresarial o de mercado (filantropía), o desde la misma sociedad (trabajo voluntario). A partir de la predicción de que la era del trabajo asalariado como integrador social se ha acabado y que sin embargo restan comunidades locales con necesidades insatisfechas, uno de sus objetivos concretos es resolver las necesidades de infraestructura y servicios a nivel local, confiando en que esto irá generando nuevos valores y terminará reposicionando al trabajo (voluntario) como categoría articuladora de la sociedad. 

Para Rifkin, el Tercer Sector no es autosustentado, sino que requiere las ya mencionadas transferencias (de trabajo voluntario, transferencias fiscales, donaciones privadas monetarias o de otros recursos) de los otros sectores para sostenerse. No tiene en su interior relaciones políticas ni participa del mercado pecuniario. Puede haber mercados de trueque y otras formas de intercambio recíproco, pero también actividades pecuniarias aunque no orientadas a la acumulación sin límites.
 La diferencia con el sector capitalista es que su objetivo no es lucrar, sino satisfacer las propias necesidades, lo que se logra también pasando por relaciones pecuniarias y por tanto por el mercado, algo a lo que todo “Tercer Sector” concreto está expuesto al ser insuficiente el acceso a dinero (y las mercancías que comanda) por vía de la donación. 

El Tercer Sector estaría formado por organizaciones sin fines de lucro, cuyo objetivo sería mejorar directamente las condiciones de vida de la gente. El trabajo característico de este sector es el denominado voluntariado, aunque se admite que se requieren recursos financieros -mediante donaciones privadas o como aportes públicos- para cubrir costos de operación y prestación de servicios, incluídas compensaciones pecuniarias para una parte de sus trabajadores. Si bien tiene requisitos y consecuencias económicas, su interés es social: satisfacer las necesidades de los marginales y excluidos del nuevo sistema productivo capitalista.

En esa visión, el trabajo asalariado y el trabajo por cuenta propia con fines pecuniarios (producir para vender), y sus agentes, formarían parte del Primer Sector, visto como el sector de mercado, prácticamente identificado con el sector capitalista. Ambigüamente, el consumo de bienes y servicios considerados básicos sería también una actividad económica propia del Tercer Sector, por lo que se entiende el peso que se da a las transferencias de ingreso (salario social) como instrumento para su desarrollo y el carácter de revolución que se atribuye a la redefinición entre tiempo de trabajo/tiempo de ocio. Sin embargo, la sumatoria de ese tipo de emprendimientos no puede asegurar que queden satisfechas las necesidades básicas, por la necesidad de recursos mediados por el mercado y por el mismo carácter histórico y, por tanto, variable, de dichas necesidades.

Pero si así fuera, ¿cómo se dinamizaría ese Tercer Sector una vez cubiertos esos niveles básicos? ¿Cómo podría sostenerse y sustentar adecuados equilibrios psico-sociales internos al sector, en el contexto de una sociedad impregnada de los valores de la innovación consumista? Los niveles crecientes de excedente que deberían ser extraídos de la acumulación capitalista y transferidos para sostener una integración social con los mismos valores consumistas que aquella genera, terminarían afectando la viabilidad del Primer Sector, fuente de los excedentes desviados al Tercero. Además, sostener una correlación política que mantenga el control sobre el excedente significa plantear la necesidad de modificar drásticamente el funcionamiento de un sistema político cada vez más dependiente de recursos financieros y mediáticos.

(B) La Economía de la Solidaridad.

Èsta propuesta -de vertiente cristiana-, impulsada desde los años 80, entre otros por Luis Razeto
 desde Chile, inspira el trabajo de una corriente de promoción de alternativas económicas para los pobres en América Latina, corriente que se ha ampliado como resultado de la crisis del Estado de Bienestar y como reacción a las NPS de orientación neoconservadora. 

La Economía de la Solidaridad parte de la idea que el interés y el lucro privado no son los únicos motores de la organización económica, y que es posible desarrollar formas solidarias, sustentadas en base al trabajo de los beneficiarios, complementado por donaciones. Razeto visualiza la existencia de un verdadero mercado de donaciones, cuyos oferentes pueden tener diversas motivaciones, altruístas o interesadas, pero que son canalizadas a través de organizaciones no gubernamentales que compiten por esos recursos a través de la presentación de proyectos de promoción de la economía popular.

Esta intermediación no saca a los beneficiarios de su condición de tomadores de opción ante las ofertas que les realizan los intermediarios, que para su propia subsistencia institucional requieren tener una clientela pobre como objeto de intervención. Esta posible contradicción entre el sentido de las donaciones y el interés de los intermediarios sólo se resolvería mediante una ética de los agentes involucrados, consecuente con la opción por los pobres, y mecanismos de control y evaluación de los resultados.

Esta propuesta impone fuertes restricciones valóricas a sus agentes. Se debe optar por los pobres, promover relaciones de solidaridad y cooperación interpersonal directa, y sostener proyectos “a escala humana”, locales y comunitarios. Por otro lado, depende de una “economía de donaciones”, y no pretende autosutentarse a través del mercado. Más bien intentaría usar tecnologías apropiadas, utilizando con eficiencia social recursos que usualmente el mercado no valora y satisfaciendo necesidades que éste no considera de interés satisfacer. Depende, entonces, de un flujo permanente de donaciones y del sostenimiento activo de una cultura de valores apartados del lucro. Esto no excluye ver como un éxito y procurar que algunos emprendimientos lleguen efectivamente a la autosustentación, pero a condición de que no abandonen la matriz de valores solidarios.

Este programa incluye el desarrollo de instituciones como las cooperativas de producción, de ahorro y crédito, redes de ayuda mutua y fondos de inversión social. Integra también institutos de capacitación técnica y laboral, centros de investigación y desarrollo de tecnologías apropiadas, diseño de productos, etc.

Para el basismo cristiano y el comunitarismo, que apuestan a la capacidad de la sociedad de regenerarse por sí sola, el mercado y el estado son otras tantas fuentes de alienación. Para preservar el poder social que generarían (el “empoderamiento”), las propuestas coherentes con esa visión pretenden que el desarrollo se dé al margen del Estado y si es posible del mercado, como medio para evitar la intrusión de los mecanismos y valores del poder político y del poder económico.

Pero si se considera que es relevante plantear un programa democrático que genere desde la sociedad las condiciones para la emergencia de otro estado y otro mercado, será necesario trabajar con visiones estratégicas que actúen a la vez sobre la cultura, el poder y la economía.

(C) La Empresa Social: revalorizando al mercado

En su clasificación de las posibles poblaciones meta de la política social asistencialista, Robert Castel incluye, en primer lugar, a los sectores minusválidos o discapacitados por alguna condición y, por tanto ... “eximidos de la obligación de trabajar” porque no pueden hacerlo . Y agrega: “pero si la existencia de este tipo de población es siempre fuente de incomodidad, ella no pone fundamentalmente en cuestión la organización social”
. Estos grupos caen generalmente bajo la responsabilidad de los gobiernos locales, teóricamente más capaces de ubicar y atender de manera particularizada a sectores minoritarios.

Para los propulsores del concepto de empresa social
 (con fuerte presencia en Europa), ante la exclusión y la crisis del trabajo como categoría integradora, toda respuesta alternativa debe estar sólidamente apoyada en una crítica al asistencialismo, la propuesta paradigmática que aquí caracterizamos como las NPS. Y la base de la construcción alternativa debe ser la “empresa social”. Por tal entienden los emprendimientos que no sólo producen mercancías sino que “producen sociedad o lo social”: formas sociales, instituciones y pautas de comportamiento. A esa producción la presentan como una generación de valor social agregado (no valor económico). Tal tipo de emprendimiento “...invierte en el único capital que posee: las personas”, y esto comienza por dar crédito a las personas, todo lo contrario de su categorización como minusválidos. 

Algunos ejemplos de esta escuela de acción y pensamiento social se refieren, efectivamente, a la reintegración de grupos de personas previamente institucionalizados, separados, encerrados como incapacitados en centros de salud. Y la terapia recuperatoria pasa por su integración al mercado. En esta concepción, el mercado no sólo excluye, también “crea sujetos, porque alimenta intercambios, encuentros, experiencias, emociones”, como imperfecto “instrumento de democracia y civilización”. (p.12).

A diferencia de quienes ven en el mercado una institución alienante y excluyente, esta propuesta la ve como posible instrumento de integración y emancipación frente a la alternativa asistencialista. Pensar desde la crítica al asistencialismo focalizado, ghetizador y dualista, lleva así a recuperar la relación interpersonal liberadora que puede implica la compraventa, la producción para un cliente conocido, y a valorar de otra manera incluso el intercambio entre trabajos y conocimientos que permite el mercado a través de la mediación de las mercancías, aunque no se conozca personalmente al otro.

Habría una intersección entre el mundo de la empresa y el mercado, y el mundo de la asistencia social, que podría extraer sinergias de las fuerzas combinadas del crecimiento económico y la asistencia social, enriqueciendo a ambas. Esto implicaría derribar “el muro que mantiene rotundamente separados dos mundos y cuya polarización es hoy uno de los peligros más graves: el mundo de la producción y el de la asistencia, el del Estado y el mercado, el del interés económico y la justicia social, el de las férreas leyes de la economía y  sus costos sociales.” (p. 16) “conectar el mundo de la producción y el mundo de la reproducción social, el trabajo  y el no-trabajo, el desarrollo económico y el bienestar social, con procesos de redistribución e inclusión por una parte y con procesos de ampliación de la demanda y el mercado por el otro” (p. 17).

Se propone usar para la empresa social los recursos e instituciones liberados por la caída del Estado de Bienestar. Se propone también “evitar caer en el proyecto neoliberal de liberación del Estado, que arroja a la gente al mercado y propone un individualismo extremo, así como en el proyecto socialdemócrata de reconstrucción de lo derrumbado” (p. 15, 17).

Las estrategias de empresa social “experimentan y proponen fórmulas para hacer productiva la asistencia” “mediante la inversión (no el consumo) en la producción de bienestar social” creando unidades productivas guiadas, prioritariamente, por criterios de política social (limitar los daños del mercado) (p.19). 

“El punto de partida de las estrategias de empresa social no es el mundo de la producción de riqueza, sino el mundo de su distribución y redistribución. La empresa social es, en efecto, una estrategia productiva, pero cuyo lugar de elección es lo social, la reproducción, la asistencia, la redistribución”.“La empresa social es una estrategia de transformación de los aparatos administrativos y organizativos de la asistencia, que se propone invertir en los recursos materiales y humanos que se han depositado en ella, comenzando por los destinatarios de la asistencia misma.” (p. 26) “es una estrategia para que lo social (tradicionalmente improductivo, puro costo, puro gasto, o peor) se vuelva rentable.” (p. 27) Sus recursos son: los recursos humanos inutilizados, las “culturas de empresa” inutilizadas, los recursos públicos inutilizados, y los recursos tratados como costos. Se trata de usarlos para activar energías.(p. 27)

“Podría imaginarse que cuotas importantes de la política social podrían emplearse en estimular a la gente y no en asistirla. Y que, por consiguiente, podría adiestrarse a miles de operadores para reconocer los recursos de la gente y para activar dichos recursos en los contextos en que vive la gente” (p. 28-29). Una función fundamental del promotor es revelar como recurso lo que aparece como inútil, para ello debe vincularlo con un proyecto productivo: de bienes o servicios útiles, de relaciones, de autoestima. Un proyecto asociativo supone afianzar la responsabilidad individual y la confianza mutua entre los miembros, hacerse cargo de la propia identidad colectiva (un “nosotros” creíble y experimentado) y su autopresentación hacia fuera. La empresa social supone una transformación cultural que rechaza tanto la institución total como el mercado total.

Los programas pueden crear condiciones “protegidas”, pero finalmente deben dejar al emprendimiento en contacto directo y competitivo con el resto de organizaciones que compiten y cooperan. El objetivo de la promoción de la empresa social parece ser estructurar conjuntos solidarios (con valor agregado social) que puedan alcanzar una normalidad definida como la capacidad de competir y eventualmente triunfar con una probabilidad razonable en un contexto hostil.

El trabajo es la clave de la empresa social, pero no sólo en el sentido de ejercicio de capacidades y gasto de energías vendido por un salario o una ganancia, sino en su calidad afectiva (“de las relaciones, de los procesos y de los contextos de producción”). Es clave “el sentido del trabajo: lo que se hace se hace por uno mismo”, reduciendo la dimensión heterónoma del trabajo asalariado. (p. 35)

En esta concepción, el Tercer Sector, entre el Estado (que distribuye en base a derechos pero realmente no puede dar cuenta de las necesidades) y el mercado (que sólo puede atender a las necesidades via bienes privados, sin asegurar acceso para todos) abarca “un universo magmático de fórmulas asociativas (desde la fundación a la cooperativa) que ofrecen bienes y servicios, en particular en el campo de la asistencia. La fórmula “empresa sin fines de lucro” indica, por un lado, la idea de que la asistencia -que se ha vuelto posible por las donaciones y las prestaciones voluntarias- se transforma en empresa, que hace oferta privada de bienes públicos; por otro, el vínculo por el cual esta empresa no se realiza con fines de lucro, no distribuye utilidades a sus asociados” (p. 38).

El problema es la justicia social: avanzar con la herencia “del viejo Welfare State, su pretensión de redefinir las necesidades sociales como derechos y de ejercer una tutela sobre estos últimos en tanto bienes públicos, su promesa de justicia social”. “La intención redistributiva chocó con la escasez de recursos y genera conflictos, luchas corporativas y guerras entre pobres”. “La empresa social invierte en lo social pero para producir justicia social” (no sólo para proveer medios de consumo básico que lleguen a donde el mercado no llega, o a menores costos, o dar empleo a quienes en ella trabajan) (pág. 42).

Un aspecto destacado de esta propuesta es que expresamente rechaza la focalización, la separación, la ghetización de los pobres, que admite la pluralidad de valores, la combinación del interés individual con diversos grados y formas de solidaridad, que promueve la combinación de recursos institucionales, sociales, culturales y materiales diversos. Tambien evita el dogmatismo y admite la libertad de entrada y salida, la posibilidad de evolucionar hacia otras formas de empresa o sociabilidad.
 

Una limitación de esta propuesta es que requiere de agentes expertos en  la promoción de este tipo de empresas, y de subsidios muy importantes hasta que cada empresa arranca y se vuelve autosustentable. La profunda riqueza de cada microexperiencia no es suficiente para alcanzar efectos de escala, masivos, como requiere la situación social actual. Pareciera necesario, en tal caso, usar mecanismos semiautomáticos como el de mercado -competencia, emulación, cooperación externa, interdependencia mercantil, etc.- y políticas o instituciones con una impronta generalizante como el sistema educativo, para maximizar el desarrollo alcanzable con los recursos organizativos, de promoción y en general con el capital humano iniciales. 

Si bien se manifiesta que ante la propuesta del “ghetto desde abajo” se prefiere la respuesta burocrática de la política social, se sugiere que la privatización o el pase a la sociedad de los recursos y funciones del Estado es la vía para superar el burocratismo y la ineficiencia públicos. Nuevamente, aceptar esto supondría no incluir el programa de acción propuesto para encarar la cuestión social la necesidad de democratizar y flexibilizar al Estado mismo. Parece olvidarse que es de la sociedad civil que surgió el Estado en Europa.

(D) La Economía Popular Urbana 

Despojados de manera definitiva de la posibilidad de trabajar, sin tierra para sembrar sus propios alimentos o medios naturales para construir sus propios refugios, amplios sectores urbanos son vistos por las NPS como potenciales objetos de una política social asistencialista, dirigida de manera estandarizada a atenderlos en su condición masiva -no particular- de “discapacitados” para trabajar. Así son estigmatizados e institucionalizados de modo equivalente a como la sociedad trata a sus “locos” o “minusválidos”, estigmatizándolos, con el agregado de hacerlos responsables por su destino, pues –como demuestran con las estadísticas oficiales- otros como ellos sí pueden trabajar.
 Este esquema enfermizo, que trata como enfermos y hospitaliza a masas de ciudadanos que se afirma tienen iguales derechos e iguales oportunidades en una sociedad de mercado, es un esquema de dominio, de sometimiento, cuyo instrumento ideológico y operativo moderno, que impregna las NPS, es la “focalización”.

Si los gobiernos locales están dispuestos a ser parte de la administración de estas instituciones, la problemática usual será la falta de recursos para cárceles, comedores, hospitales, escuelas-comedores, aguantaderos de “capacitación” sin fin y otros refugio-encierros públicos para mantener a los excluidos fuera de la mirada y reducir el riesgo para los ciudadanos de la ciudad alta. A ese clima institucional se espera que coadyuven las formas usuales de caridad, de beneficencia, de ayuda del voluntariado financiado por la filantropía empresaria. En suma, un sector de la “sociedad civil” en el sentido gramsciano, parte funcional –conscientemente o no- de un sistema de control, de disciplinamiento, de poder hegemónico.

La única alternativa a esto es devolver al trabajo su centralidad como mecanismo de integración, de restitución de la dignidad de poder reclamar la igualdad de derechos entre todos los ciudadanos y no sacrificarla ante los matices de la “equidad”. Sea trabajo asalariado o trabajo por cuenta propia, sea trabajo mercantil o trabajo solidario. Pero dada la masividad del fenómeno de la exclusión en las ciudades, y la imposibilidad de “volver a la tierra” en aras de una autosuficiencia a nivel doméstico, esto sólo puede lograrse creando nuevas estructuras económicas.

En el momento actual, la factibilidad de nuevas estructuras depende no sólo del test político, sino también de la posibilidad de rebalancear el poder económico, generando fuerzas directamente económicas (poder de mercado y financiamiento, comportamiento económico de las mayorías sociales, etc.) que moderen o regulen los mecanismos que hoy tienden a subsumir toda actividad local o nacional (financiera o real, minorista local o global, productiva o de servicios, material o cultural) a la economía del capital.

Rifkin ve el Tercer Sector como Tercero (Social) respecto al Segundo (Estatal) y al Primero (Economía). De hecho, en ese esquema se reduce la “Economía” a economía de mercado. Para la perspectiva de la economía popular, la “Economía” tiene tres sectores: 

· un sector público, 

· un sector empresarial capitalista y 

· un sector de economía doméstica (de reproducción) o popular. 

La economía mixta así conformada, está actualmente dominada por la lógica de la acumulación de capital, que coexiste con otras dos lógicas diversas (acumulación o reproducción del poder político; reproducción ampliada de la vida).

Esta perspectiva afirma que, mediante una reestructuración de la economía del trabajo, tan epocal como la que está experimentando la economía del capital, es posible desarrollar -desde las grandes ciudades articuladoras de redes urbano-rurales- un subsistema más orgánico de economía popular urbana dirigido a la satisfacción de las necesidades de las mayorías, capaz de adquirir una dinámica parcialmente autosustentada a nivel local y regional, coexistiendo, compitiendo y articulándose -como sustrato de las PYMES, como oferente de recursos humanos atractivos para el capital, como comprador y proveedor, como contribuyente- con la economía empresarial capitalista y la economía pública.

El punto de partida histórico para ese desarrollo sería la matriz socioeconómica y cultural de los sectores populares urbanos, caracterizada hoy, entre otras cosas, por una alta fragmentación y la pérdida de voluntad colectiva, resultado de la liberación de las fuerzas del mercado global, el desmembramiento del Estado, la impunidad y pérdida de confianza en la justicia y el sistema político, y la desarticulación de las identidades y fuerzas sociales que caracterizaron el industrialismo. 

Se advierte que la constitución de un subsistema de economía popular urbana tiene importantes dimensiones culturales, que trascienden ampliamente los límites estrechos de la economía en el sentido que le dan la mayoría de los  profesionales de esa disciplina. Así, supone potenciar el saber intuitivo -acumulado por los agentes populares en sus experiencias de producción y reproducción- a través de nuevos diagnósticos, explicaciones e hipótesis de comprensión histórica, y facilitar el pensamiento propositivo y emprendedor en base a la recuperación crítica de la historia de experiencias aisladas o colectivas que avanzaron en el logro de mejores condiciones de vida. Supone también la reinstalación de utopías sociales movilizadoras de la voluntad. Para ello se requiere de activistas: pastores, artistas, comunicadores, maestros y profesores, promotores, técnicos e intelectuales, que compartan una moral más solidaria y un paradigma de desarrollo popular integral y que contribuyan con su accionar a cuestionar la noción instalada en el sentido común de que la economía es un mecanismo automático sin sujeto,  sólo comprendido por los economistas-gurús.

Pero la solidaridad orgánica que requeriría la constitución de un subsistema de economía popular no podría sustentarse solamente con acciones voluntarias de desarrollo de la conciencia,
 sino que se requiere la reestructuración de los sistemas de educación, de salud, de servicios públicos en general, así como la incorporación regulada de mecanismos automáticos, como los del mercado, para entrar en la dinámica de imitación, cooperación competitiva y difusión de la innovación que son necesarios para resistir masivamente la absorción-exclusión del capital. 

Como el libre juego del mercado no produce organicidad sino fragmentación en estos sectores, es asimismo fundamental el papel del Estado democrático, institucionalizando las condiciones morales -marco jurídico, límites y regulación del accionar privado en el mercado-  para que la libre contratación ligue a los órganos de la economía popular redirigiendo la coerción a su favor. Esto supone fuerzas políticas y gobernantes que se ubiquen históricamente como estadistas, y estén dispuestos a ir más allá del cortoplacismo clientelar, propugnando la instalación en el imaginario social de proyectos sociales equivalentes por sus alcances -aunque ajustados a nuestra época- a los que orientaron nuestros países desde mitad de siglo.

El programa que implica esta perspectiva requiere recursos importantes y un amplio consenso social y político. En particular, si son redirigidas desde los niveles locales y articuladas con otras políticas urbanas, las políticas y programas “sociales” tendrían un alto potencial para desarrollar esas bases económicas más autónomas de reproducción de los sectores populares urbanos, promoviendo el desarrollo de una economía popular urbana.
 Esto puede lograrse, por ejemplo:

· reorientando paulatinamente los medios que hoy se usan para la mera sobrevivencia -inmediata y dependiente- de los sectores populares, hacia el desarrollo de sus capacidades y recursos productivos, fortaleciendo la eficacia de sus instituciones solidarias e incrementando su competitividad en los mercados;

· impulsando programas de defensa del poder adquisitivo de las mayorías urbanas, a través de ferias, información al consumidor, conformación de poderes de compra cooperativos, regulación del gran negocio comercial y negociación de sus políticas de compra para favorecer la producción local, etc;

· acompañando las políticas sociales con reformas legales que reconozcan la eficiencia social de los emprendimientos populares, y los estimulen en lugar de condenarlos a la ilegalidad;

· acompañando las políticas sociales con políticas culturales de fortalecimiento y promoción de comportamientos que valoricen y promuevan horizontalmente una creciente calidad de los productos de actividades económicas populares;

·  redirigiendo la capacidad de contratación del sector público local (compras, trabajo asalariado, tercerización de servicios, etc.) de modo de optimizar su efecto sobre el desarrollo de los emprendimientos de la Economía Popular;

· generando una mayor eficiencia a través de intervenciones externas sinérgicas, que articulen diversos recursos (universidades, sistema escolar, ONGs, centros tecnológicos, redes de crédito, etc.) con instrumentos propios de los gobiernos municipales urbanos, dirigidos a crear una plataforma de infraestructura y servicios de apoyo a la economía popular y de las PyMES;

· superando la focalización -que sólo se justifica en emergencias coyunturales- so pena de eternizar una sociedad dual, pasando de tener como contrapartida masas homogéneas de beneficiarios pasivos y aislados, a formas participativas de gestión del presupuesto y a la cogestión de los programas con comunidades locales heterogéneas, organizadas y capaces de discutir las prioridades.

Aún en las condiciones actuales de restricción de recursos, la eficacia y eficiencia en la utilización de los mismos dependería -a igualdad de otras condiciones- de la articulación entre redes y de la sinergia en el uso de recursos propios y externos de la economía popular (hipótesis contraria a la sectorialización y fragmentación que hoy predominan en las políticas y programas sociales existentes). 

El potencial de desarrollo de una economía popular más orgánica aumentaría -a igualdad de otras condiciones- con la diversidad ecológica y social del habitat urbano local en que se desenvuelven los grupos domésticos (hipótesis que contraría las propuestas de focalizar las políticas sociales en zonas homogéneas de máxima pobreza). En la perspectiva planteada, una política eficiente de superación de la pobreza, debería incorporar como sujetos y beneficiarios no sólo a los sectores de máxima pobreza sino a los sectores medios cuyas condiciones de vida se ha degradado y/o están en riesgo de degradación, y que cuentan con recursos materiales y culturales significativos para un proceso donde la capacidad de iniciativa, el acceso al conocimiento y al aprendizaje reflexivo sobre las propias prácticas son centrales.

Los efectos de la globalización de los mercados podrían ser parcialmente contrarrestados mediante la estructuración de alternativas social y económicamente eficientes para la reproducción de la vida. Que dichas estructuras sean sustentables dependería no sólo de la demostración de su eficacia sino también de su valoración cultural por dichas mayorías, manifestada entre otras cosas por una transformación coherente en sus pautas de consumo.

Esta perspectiva contribuye a realzar el potencial económico estructurante (y no meramente compensador externo) de una nueva generación de políticas sociales (o políticas “socioeconómicas”) 
, redirigiendo sus ejes de acción para un desarrollo humano autosustentable. La opción que esta propuesta plantea es entre: 

a) la actual política social de corte neoliberal, que propone esperar que el desarrollo venga de afuera, atrayendo con incentivos y la promesa de una baja presión fiscal. Esto conlleva una política social menos costosa de fondos públicos, dirigida a mantener al segmento de unidades domésticas (UD) con NBI o ubicado por debajo de la línea de pobreza en niveles más soportables de vida, pero sin potenciar sus recursos productivos ni facilitar la realización de su fondo de trabajo, o 

b) una política socioeconómica, entendida como política de inversión para el desarrollo social endógeno, dirigida a potenciar las capacidades del conjunto de comunidades locales de UD, integrándolas al sistema económico, fortaleciendo sus recursos productivos y la sinergia que puede brindar el desarrollo participativo de la economía popular. Esto no incluye la atracción de la inversión externa, pero en base a incentivos asociados a otra calida de vida.

La segunda opción requiere del uso eficiente --como se viene sosteniendo en ciertas críticas de la política social--
 pero también de un mayor volumen de recursos públicos en el corto plazo. En el mediano plazo, su relación costo-beneficio social sería superior y además, crecientemente autosustentable, a condición de cambiar su sentido: de política compensadora a política de desarrollo basada en la potenciación de la economía del trabajo.

VII 
Lo urbano y la política social 

1.
La política social urbana: ¿Especificidad sectorial o ámbito territorial de la política social?

En el contexto que se ha presentado en los anteriores capítulos, ¿qué alcance y qué eficacia especial puede tener la política urbana dentro del campo de la política social? En su sentido más abarcador, la política urbana se refiere al conjunto de intervenciones –concertadas o meramente coordinadas- de organismos estatales de diverso orden jurisdiccional y de organizaciones de la sociedad civil, públicas o privadas, dirigidas expresamente a lograr objetivos compartidos, atender demandas particulares y resolver problemas propios de cada ciudad. Esta definición no limita la política urbana a ningún conjunto preestablecido de instrumentos definidos disciplinaria (“lo urbanístico”) o tradicionalmente (“lo que hacen los municipios”), ni a ningún actor o grupo de actores definidos territorialmente. 

Para esta perspectiva, política urbana no equivale entonces a “política municipal” (en un distrito urbano) y el papel del gobierno local es algo a establecer en cada situación concreta, pudiendo variar entre la posición de un actor administrativo descentralizado, limitado a aplicar los instrumentos urbanísticos y del poder de policía tradicionales, o la de un fuerte ejecutor, mediador y coordinador de programas y acciones con incidencia en el ámbito jurisdiccional del que es gobierno representativo. Por lo mismo, tampoco queda definida como una intervención predominantemente urbanística. 

La naturaleza de una política pública sectorial no se modifica necesariamente con el ámbito territorial al que se dirige, aunque su diseño, metas y mecanismos de implementación concretos deben corresponderse con las condiciones de cada caso específico. Por lo pronto, el orden y estructura del ámbito territorial (urbano, rural, regional, nacional) está fuertemente asociado con el tipo de actores, capacidades e instrumentos que pueden activarse para lograr los objetivos que se quieren alcanzar para la sociedad, la economía y el sistema político particulares. Por otro lado, la política urbana, en tanto política transectorial dirigida a un ámbito local extremadamente abierto (la ciudad), no puede quedar al margen del entrecruzamiento de proyectos políticos y sociales, del juego de presiones y demandas corporativas o de organizaciones representativas de intereses extralocales que la atraviesan. Pero tampoco debe asumirlos pasivamente.
 

La política social urbana tendrá en cada caso una agenda -explícita o implícita- resultante de la problematización social y la priorización específica en el tratamiento de los problemas de cada ciudad y país. Pero en un mundo globalizado, esa agenda no dejará de estar influida por el conjunto de lineamientos paradigmáticos que generan los organismos regionales o mundiales. Así lo ilustra el que términos como los de “política social focalizada”, “costo efectividad”, “gerencia social eficiente”, “descentralización”, “participación”, “comunidad”, “tercer sector”, etc. estén hoy incorporados a la retórica de la política social en todo ámbito. 

Como los problemas tienen una base objetiva y son a la vez una construcción social, la distribución de las capacidades de producción simbólica entre los diversos sectores de la sociedad y del sistema  político va a codeterminar la agenda junto con la resultante del juego de fuerzas.
 En esta confrontación simbólica también juega un papel la investigación científica de los procesos y la determinación-medición de sus efectos. 

¿Qué define el carácter “urbano” de la política social (o de cualquier otra política sectorial)? Por un lado, tal adjetivo remite a una política que utiliza instrumentos (con efecto social) propios del urbanismo y del gobierno municipal: códigos urbanos de uso del suelo, catastro, regulación del tránsito, servicios públicos locales, sistema fiscal de jurisdicción local, etc. orientados hacia el bienestar de la población o de ciertos sectores de ella. Por otro lado, remite a las políticas sociales con efectos en y/o dirigidas a sectores específicos carenciados dentro del ámbito de una ciudad (independientemente de que sean políticas nacionales, provinciales, municipales, etc.).

Pero definir como política urbana a toda política que incide sobre la vida urbana no sería aceptable (incluiría hasta políticas sectoriales como la agropecuaria, toda la política macroeconómica, etc.), si bien como vimos sería demasiado limitado restringirla al uso de instrumentos derivados del urbanismo. Por ello, el gobierno municipal debe ser visto como el agente público local que gobierna la ciudad, organiza alianzas y programas de diversa índole utilizando sus instrumentos jurisdiccionales y su poder político para actuar y orientar otros actores locales, pero también actuando como mediador respecto al resto del sistema, para lograr objetivos consensuados localmente pero articulados intersectorialmente dentro de un sistema de redes y regiones. 

En una primera aproximación empírica, la política social urbana (como política sectorial, sin redefinir aún su articulación con la política económica), abarcaría efectivamente:

· las políticas tradicionales del municipio (codificación de usos del suelo, control bromatológico, regulación del comercio, usos del espacio público, vivienda de carácter social, transporte, recolección de residuos, abastecimiento de agua, alcantarillado, pavimentación y mantenimiento de calles, alumbrado y limpieza públicas, etc.), orientadas por criterios de equidad e igualdad;

· los programas tradicionalmente entendidos como “sociales”, de atención -refugio, salud, alimentación, etc.- a sectores en condiciones particularmente difíciles de sobrevivencia (niños de la calle, personas sin techo, tugurios o asentamientos marginales, etc.);

· la promoción de la organización vecinal autogestionaria pro mejora del hábitat en el sentido amplio;

· las nuevas funciones de ejecución descentralizada de políticas sociales tradicionales (educación, salud, empleo temporario, etc.);

pero también debería abarcar: 

· la planificación social estratégica, generación de consensos y coordinación de acciones para encarar los aspectos sociales de la cuestión urbana;

· la articulación de los programas sociales concebidos en otros niveles jurisdiccionales pero que operativamente son de aplicación local;

· la representación y mediación de la sociedad local ante otras instancias, para obtener recursos y programas dirigidos a encarar su problemática social específica.

Como ya se ha visto más arriba, a consecuencia de los procesos de reforma del Estado, de transnacionalización política, del énfasis en la participación y de la transferencia o devolución de responsabilidades a la sociedad, las políticas públicas son cada vez más descentralizadas en su ejecución, no así en su diseño paradigmático que, como ya se demostró, más bien tiende a ser centralizado en el ámbito global.
 A la vez, por la descentralización del Estado, el municipio tiende a asumir una mayor proporción de las responsabilidades estatales remanentes en el ámbito local y a concitar expectativas que lo tensionan.

La definición del sujeto público de la política social urbana no escapa a estos procesos de orden más amplio.
 Los agentes ejecutores incluyen una combinación variable de actores con proyectos, recursos y estilos muy distintos, sean estatales, corporativos o sociales, organismos internacionales (desde UNICEF hasta el BANCO MUNDIAL) u organizaciones no gubernamentales locales o transnacionales (fundaciones y movimientos de diverso sentido: ecológico, derechos humanos, etc.). Y aunque el sentido deseado de las acciones pueda ser la mejoría en la calidad de vida, su funcionalidad política está marcada por un proyecto global de política social que se trasluce en las preocupaciones por la gobernabilidad nacional.

En cuanto a su ámbito, cabrá definir si la política social urbana presupone un ámbito delimitado como un municipio urbano, un centro urbano, una aglomeración o conurbación o incluso una región o sistema urbano-rural con predominio de la actividad urbana, lo que puede involucrar no a uno sino a varios municipios. En el contexto de este proyecto valdrá preguntarse: ¿cómo entran las redes y subredes de ciudades y municipios en esta definición? ¿Como espacio de intercambio de experiencias o como espacio de articulación de políticas sociales urbanas? ¿Cómo tratar las aglomeraciones urbanas compartimentalizadas en mosaicos municipales? ¿Debe propenderse a la formación de gobiernos metropolitanos o hay que avanzar a través de asociaciones intermunicipales centradas en problemas compartidos: cuencas hídricas, zonas productivas, sistema de transporte, sistema de salud, sistema de intercambio artístico y deportes, sistema de investigación y educación, etc.?

2.
La política y las perspectivas para la política social urbana

La descentralización del Estado asigna de hecho a los gobiernos de las ciudades la tarea de encarar la cuestión social desde las bases de la sociedad. Los gobiernos nacionales cuentan con ellos para sostener la gobernabilidad del sistema socioeconómico. Pero en un contexto de desempleo estructural y exclusión masiva, los gobiernos locales –receptores de las consecuencias de la política macroeconómica y la fuerza de los procesos económicos y tecnológicos globales- corren el riesgo de quedar limitados al papel de “gestionar el no-empleo a través de la puesta en escena de actividades que se inscriben en esa ausencia, intentando hacerla olvidar” (Castel, 1995). 
 

El desarrollo urbano de las últimas décadas ha provocado que en muchas metrópolis del "Primer" y del "Tercer Mundo" se acumulase un enorme potencial de conflicto social y se haya llegado a situaciones de sobrecarga infraestructural. Sólo podrá llevarse adelante una reorganización del mundo urbano que sea capaz de evitar la ingobernabilidad si la misma va acompañada de medidas decisivas de lucha contra la pobreza y en favor de la participación de las organizaciones de vecinos en la planificación e implementación. La democratización de la planificación urbana debe ir unida a la participación de todos los grupos sociales y a una estrategia de desarrollo social y ecológicamente aceptable que esté flanqueada por condiciones apropiadas a nivel nacional. Es imprescindible implementar el principio de "sustentabilidad" en la práctica de la política de desarrollo urbano.

Esas mismas cualidades debería tener toda política de fomento estatal. Ya no se trata de la prolongación del estilo tradicional de asistencialismo predominante en las ciudades europeas hasta la actualidad que, mediante la transferencia continua de recursos, perpetúa la dependencia de los grupos sociales perjudicados y de zonas urbanas enteras a las prestaciones de la asistencia estatal. En el ámbito administrativo, la nueva estrategia supone la necesidad de mejorar la cooperación y la coordinación vertical y horizontal entre y dentro de los diferentes niveles jurisdiccionales, así como de una reorganización de la administración pública para orientarla a la resolución de problemas y acercarla a los ciudadanos. (Staubach, 1994)

En Europa o en América Latina, si los municipios se autolimitan a ser meros gestores locales de las NPS, en general tendrán -más allá de la suerte que les depare el mercado global- un campo restringido de alternativas: mayor o menor eficiencia, mayor o menor clientelismo político, mejor o peor marketing de su ciudad.

La alternativa fuerte consiste en resignificar la Política Social convirtiéndola en política socioeconómica. En otros términos: pasar de la gestión de la distribución de medios de vida limitados a la promoción sistemática del desarrollo humano sustentable y sostenible desde lo local. Una perspectiva integradora para pensar esta alternativa es la de promover un sector de la economía urbana de base endógena, impulsado no por la acumulación sino por la reproducción ampliada de la vida, y centrado en el desarrollo integral del capital humano. Por su naturaleza y complejidad, esta posibilidad sólo puede efectivizarse convocando, incorporando y potenciando la rica diversidad de agentes, estilos, propuestas culturales e iniciativas que hoy proliferan en la sociedad civil. Esto implica superar el mero ensamble local, coordinado y eficiente, de programas sectoriales definidos externamente con las microintervenciones alveolares desde la sociedad, pasando a definir estrategias integrales y programas democráticamente concertados de desarrollo local. Esto puede requerir otro tipo de reformas del municipio, y la apertura de instancias públicas de programación estratégica participativa entre los diversos niveles del estado y una sociedad representada de manera efectivamente democrática. 

En América Latina existen ya intentos muy importantes en una dirección más participativa (ver Anexo), pero en general tienen una limitación en su concepción: ven al desarrollo como un proceso que se precipita desde afuera, a través de la inversión capitalista, y a las condiciones locales como factores de atracción más que como fines en sí mismos.
 Para tal concepción, los agentes privilegiados del desarrollo, incluso los locales, serían las empresas, en particular las grandes empresas globales, que traerían la modernidad de la City y sus contactos en tiempo real con el mundo global, a lo que se agrega siempre una referencia a las PyMES. Sobre éstas, los programas “de desarrollo” hablan de apoyarlas con asistencia técnica y crédito y en particular de fomentar su inserción en el mercado externo, nacional o global. Mientras tanto se siguen difundiendo “incubadoras” y centros de información que ya han mostrado que por sí solas tienen una eficacia limitadas para la magnitud de la tarea. 

Un avance dentro de esa visión se da en los casos en que se incorpora la noción de “ambiente industrial”. Pero el concepto de “ambiente industrial” va mucho más allá que la provisión de infraestructura y servicios para la industria, algo que la planificación urbana tradicionalmente tuvo en cuenta. Se refiere a un sistema de redes institucionales, pautas, disposiciones y recursos vinculados a elementos intangibles, como el conocimiento, las disposiciones de emprendimiento, cooperación, comunicación y difusión de innovaciones. El siguiente avance se da entonces cuando se incorpora el concepto de “competitividad sistémica” y se define un papel promotor del gobierno en esa dirección impulsando redes y relaciones que incluyen al sistema de capacitación e investigación. Pero las experiencias exitosas en Europa (notoriamente la Emilia Romagna italiana) han mostrado que se requiere algo más que infraestructura, servicios y redes interempresarias para inducir el desarrollo donde no se viene dando. Se requiere de una administración de base democrática, transparente y eficiente, además de una trama cultural densa y con valores e historias de solidaridad y confianza. Y aquí es donde deberían converger las múltiples iniciativas dirigidas a la integración de las mayorías de la sociedad local, condición indispensable para lograr un “ambiente social” que se constituye en un factor crítico del desarrollo. Esto es una tarea política.

Coherentemente con el enfoque empresarial,
 la concertación o planificación estratégica que se viene difundiendo como modelo en las ciudades no sólo incorpora algunos esquemas metodológicos de ese origen, que alimentan las tendencias tecnocráticas de la administración local, sino que privilegia la participación de representantes de las principales organizaciones empresariales en presencia de organizaciones de la sociedad civil. Las empresas aparecen como los agentes del desarrollo y los empresarios como los portadores de los esquemas mentales y las capacidades cognitivas y de emprendimiento que requiere la competitividad. La sociedad entra en este esquema más como fuente de demandas que limitan el crecimiento que como recurso y motor del desarrollo.

Ese enfoque de la planificación estratégica no tiene en cuenta que, más allá del consenso inicial que requiere de las organizaciones convocadas –empresas privadas, organismos públicos, ONGs y organizaciones sociales y corporativas de diverso alcance- el desarrollo humano sustentable depende de una masa de decisiones que aisladamente pueden tener poco impacto pero que, si se mueven en una misma dirección, pueden generar efectos de masa muy significativos, induciendo o impidiendo el “ambiente” que requieren en general las propias empresas. Esto incide decisivamente sobre la calidad de la fuerza de trabajo, la calidad medioambiental y del medio social (un factor creciente en el marketing de los productos locales), los costos derivados de la falta de la corrupción administrativa, la inseguridad urbana, etc. 

Encarar la cuestión social urbana requiere repensar todas las políticas y estrategias desde el inicio (no sólo las “sociales”) redefiniendo quienes son los agentes del cambio. Es preciso superar esa visión que superpone agentes empresariales activos –a los que hay que potenciar- y sectores sociales pasivos –a los que hay que contener- cuya calidad de vida dependerá del efecto de derrame de las decisiones de los primeros. Unos y otros son agentes fundamentales, y el papel de la política urbana es mejorar sus posibilidades de convergencia en un programa compartido de desarrollo.

Si los programas y políticas urbanas deben ser socioeconómicas y de amplio alcance, incidiendo de manera integral sobre todos los agentes se requieren otros intrumentos, como los medios de comunicación y el conjunto del sistema educativo, potenciando el conjunto de redes y organizaciones sociales existentes, no focalizando en segmentos homogéneamente pobres sino integrando comunidades locales con alto grado de heterogeneidad.
 Una política de este tipo es un desafío compatible con un estilo de gestión pública democrático-participativa, transparente y permeable al conocimiento técnico-científico. 

Al proponer alternativas para la política urbana, hay que evitar plantear fórmulas generales supuestamente válidas para cualquier ciudad, cualquiera sea su tamaño, sus funciones previstas en el mercado global, la situación social de arrastre, su cultura e historia institucional, el peso relativo de los diversos actores privados, públicos y de la sociedad civil, el marco de políticas nacionales operante, y la naturaleza del proyecto político hegemónico en cada caso.
 

Las propuestas deben ser grandes marcos consensuados de orientación estratégica, con opciones metodológicas amplias, para que cada gobierno y sociedad local puedan posicionarse tácticamente con una multiplicidad de programas de acción específicos, que serán legítimos si se encuadran dentro de una estrategia consensuada y se abren a la iniciativa y creatividad de los diversos actores de una sociedad plural.
 

Así podrán encontrar un sentido trascendente y ganar su lugar dentro de la planificación estratégica las iniciativas inspiradas por la empresa social, la economía social, la economía de la solidaridad, el trabajo voluntario, las propuestas de redistribución de ingresos y de redireccionamiento de los recursos de política social, el presupuesto participativo y otras, que comparten la convicción de que la cuestión social debe encararse de modo de desarrollar otras estructuras económicas más justas, encarnadas en su límite en un sistema de economía popular urbana sostenible.

Dada la especificidad del desarrollo urbano y de los instrumentos de gestión del gobierno local, se puede intentar recoger algunos lineamientos estratégicos que posiblemente continuarán marcando dentro de una década los casos de “buenas prácticas” en la comunidad global de ciudades: 

· pasar de la preocupación por imitar el estilo y criterios empresariales a la de consolidar una gestión participativa
 que incluya los intereses empresariales.

· superar el horizonte cortoplacista de la gobernabilidad, apuntando a una democratización profunda del gobierno y la gestión municipal, base firme de la estabilidad institucional.

· incorporar un sentido social a los criterios técnicos de la política urbanística y del ordenamiento y ejercicio del poder de policía urbano.

· ampliar el concepto de política urbana al de política pública integral en la ciudad. 

· pasar del concepto de política social de cortoplazo al de política socioeconómica de largo plazo.

· prestigiar al gobierno local como gestor de servicios con calidad, eficiencia, transparencia y participación de los usuarios.
· evitar el asistencialismo clientelar, promoviendo una base económica popular sostenible, que densifique la sociedad local y fortalezca la competitividad de largo plazo del sector empresarial.
· pasar del principio del mercado sin límites a la regulación de los servicios públicos, recurriendo a federaciones municipales que fortalezcan la posición pública ante las grandes empresas privatizadas.

· explorar activamente las formas de una efectiva cooperación interlocal a escala regional y transnacional, acelerando los procesos de aprendizaje colectivo y potenciando el intercambio entre las sociedades locales. 

· superar las falsas opciones: Estado-Sociedad Civil; Estado/Mercado; Solidaridad/Mercado.

Estas son opciones que toda ciudad enfrenta. No toda ciudad podría aspirar a ser una “ciudad global”, pero ninguna podrá escapar a la dialéctica entre flujos y lugares en un mundo globalizado y entre competitividad efectiva y desarrollo humano sustentable. El contexto de la globalización, aunque en lo inmediato resulta hostil resulta hostil para este tipo de política urbana, amplía el campo de posibilidades. La cooperación interlocal a escala regional, nacional, internacional o intercontinental, actuando sobre un paradigma compartido, parece ser una condición indispensable para pensar en una acción política conjunta dirigida a influir con fuerza en los espacios regionales y globales de decisión. Pero también para cooperar efectivamente, promoviendo la articulación de economías y sociedades de manera directa.
 Territorio, región y cultura vuelven a encontrarse aquí desde otra perspectiva. Así como el concepto de lo local debe revisarse para lo económico, otro tanto ocurre con lo político. Es conveniente revisar la repetida y limitada fórmula: “pensar globalmente y actuar localmente”. Este apotegma es inadecuado, pues implica que no hay quienes actúan globalmente –como de hecho hacen los gobiernos del G-7 y los organismos internacionales- y que a nivel local sólo resta un activismo inmediatista y adaptativo, sin la guía del pensamiento prospectivo sobre los sistemas a los que pertenecemos. 

Se trata de anticipar y construir las condiciones de posibilidad del desarrollo local, superando el localismo a través de la actuación en redes orgánicamente integradas de ciudades y regiones, abandonando la noción de que el contexto global (y en particular la economía) es un hecho natural inmodificable, generando propuestas de cambio basadas en una sólida práctica de desarrollo desde lo local pero con sentido nacional y global. Como se intenta mostrar en este trabajo, una parte importante de esa búsqueda es la revisión fuerte del paradigma hoy imperante de política social.

Volver a avanzar en la dirección del cumplimiento de los derechos ciudadanos requiere el desarrollo de nuevas estructuras socioeconómicas crecientemente autosustentadas, con dinámica propia, y que sean por sí mismas equitativas y contrarrestantes de la reestructuración del capital. La resolución de la cuestión social requiere “tocar la economía”, no para volverla vulnerable e inestable, sino para corregir desde adentro las causas de la polarización social y la exclusión de los trabajadores. Para que esto sea políticamente factible, es importante que la fuerte inversión inicial necesaria se justifique porque las nuevas estructuras generarán recursos para su creciente autosustentación y porque contribuirán al desarrollo general de la economía. Contribuir a garantizarlo implica que el municipio debe desarrollar capacidades con las que generalmente no cuenta. 

La viabilidad del cambio social raramente está dada de manera previa; más bien es algo a construir dentro del proceso de cambio mismo. La nueva política urbana que defina cada ciudad deberá desarrollar en su propia práctica las condiciones de su posibilidad. No hay opción: sólo excepcionalmente el desarrollo social de nuestras ciudades será un emergente sin sujeto. Se requiere voluntad política y adecuada regulación de los conflictos, difícil sin una relación democrática sólida entre gobernantes y gobernados. Se requiere el control participativo de los recursos públicos, hoy en muchos casos librados a concertaciones entre las cúpulas políticas y las corporativas. Un desarrollo como el propuesto puede ser bloqueado por estructuras de poder coercitivo (incluida la creciente fuerza de las mafias), que intimidan la libre expresión e incluso la libre actividad económica de las mayorías y que parecen requerir una respuesta nacional si es que no global. A la vez, se requiere dar mayor autonomía a los gobiernos locales respecto a la maquinaria partidaria electoralista de orden nacional, sin por ello recaer en los caciquismos locales. 

 Una conclusión subyacente en este trabajo es que las fórmulas técnicas de gestión descentralizada de la política social en las ciudades no producirán los efectos prometidos en un contexto de vacío político, es decir, sin un poder democrático que pueda tomar decisiones difíciles y sostenerlas en el tiempo, acordando estrategias de estado y políticas socioeconómicas para las ciudades. Esta dimensión política no es un agregado lateral, sino que surge como condición cuando se buscan alternativas eficaces y viables a las NPS que hoy se pide que los municipios implementen eficientemente.

Anexo: Algunos ejemplos relevantes de política social urbana

Los casos sintetizados a continuación constituyen algunos ejemplos significativos de las nuevas orientaciones de política social urbana. Dado el alcance de este documento, no se consideró necesario incluir el conjunto de casos identificados, el cual se espera sea ampliado y enriquecido por los trabajos de esta red.

Montevideo

La Intendencia Municipal de Montevideo viene desarrollando una serie de acciones orgánicas tendientes a llevar adelante un proceso de desarrollo local. En 1990 se inicia el proceso de descentralización, con la regionalización del departamento en 18 zonas, comprendiendo los 64 barrios de la ciudad. Cada una de estas zonas es la base para la puesta en marcha de la estrategia de descentralización y participación ciudadana. A través de Centros comunales zonales se fueron desarrollando acciones hacia la integración con las organizaciones sociales y la comunidad. En 1993, en cada uno de ellos se instaló una Junta Local y un Consejo Vecinal. Ambos órganos tienen a cargo tanto la programación, dirección y control de los planes zonales, como el relevamiento de las necesidades de la zona. En 1994 se puso en marcha el Plan Estratégico de la ciudad, planteado como “un proceso participativo permanente que involucra a los tres pilares básicos de la gestión municipal: los vecinos, los trabajadores y el elenco político de gobierno”. Se parte de una propuesta de articulación entre el ámbito público y el privado, con un rol normativo del municipio. En el área específica de políticas sociales, la Intendencia plantea la integralidad de las acciones, considerando las necesidades de los diferentes sectores involucrados. Los programas, desarrollados y ejecutados a partir de los centros comunales, cubren un amplio espectro de acciones: atención a la infancia, capacitación e inserción laboral de jóvenes, apoyo a iniciativas de autoconstrucción y mejora de viviendas, asistencia alimentaria a través de escuelas e instituciones intermedias para familias en situación de pobreza, atención primaria de la salud, etcétera. Fuente: Britos y Regent, 1998.

Porto Alegre

Desde 1988, la Prefectura Municipal de Porto Alegre ha puesto en marcha un proceso de innovación y aprendizaje sobre las nuevas formas de gobernar participativamente. La experiencia de Porto Alegre ilustra la necesaria conexión entre política, economía y cultura. Las principales acciones de gobierno se orientan hacia la promoción de nuevas actividades (desarrollo de parque industrial de pequeña y mediana industria, incubadora de empresas tecnológicas, estudios participativos con entidades corporativas y universidades para el desarrollo de un polo tecnológico), apoyo a los emprendimientos de economía popular (ferias modelo de provisión de alimentos básicos a precios muy bajos, centros de oferta, mercados hortícolas, compras colectivas), transferencia de medios de vida a sectores populares (programas de merienda escolar para los alumnos de escuelas municipales, programas de regularización fundiaria para lotes ocupados). A través del presupuesto participativo, los recursos de inversión (alrededor del 17% del presupuesto total) se canalizan a las prioridades decididas participativamente. En la definición del presupuesto de 1993 participaron directamente cerca de 10.000 personas, organizadas en asambleas zonales.

Barcelona

En 1988 se inició el Plan Estratégico, Económico y Social Barcelona 2000. Promovido por el Ayuntamiento de Barcelona, contó con el apoyo de diez entidades para constituir el Comité Ejecutivo y 187 más que conformaron el Consejo General. El plan se constituyó a partir de un proceso de colaboración y búsqueda de consenso en todos los agentes económicos y sociales de la ciudad. Entre 1988 y 1990 se elaboró el plan: diagnóstico, análisis de fortalezas y debilidades, definición de objetivos y líneas estratégicas. Participaron más de 560 personas en estas tareas. Se definió como objetivo central lograr que la aplicación del plan “actúe sobre la ciudad de manera que cambiando las variables principales de la misma se obtenga un territorio más atractivo, competitivo, con mejor base económica y que permita una calidad de vida moderna”. Las tres estrategias delineadas son: 1) conectar a la ciudad con la red de ciudades europeas, mejorando comunicación y transporte; 2) mejorar la calidad de vida de los habitantes, realizando acciones en el campo del medio ambiente, vivienda, salud, bienestar social y cultura; 3) lograr un desarrollo económico equilibrado, creando infraestructura de ayuda a las actividades económicas, y apoya el desarrollo de los sectores económicos con potencial. Fuente: Borja y Castells, 1997

Programas parciales de desarrollo urbano del Gobierno de la Ciudad de México

La Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Ciudad de México tiene entre sus objetivos estratégicos impulsar la construcción de la democracia participativa, como forma de gobierno para la ciudad, a través de: apoyar la construcción de una ciudadanía consciente, crítica, informada, participativa y responsable; impulsar acciones de bienestar social y desarrollo urbano, a nivel territorial local, zonal y global; apoyar expresiones de organización social y ciudadana, consolidando así manifestaciones autónomas de poder local; propiciar la interlocución sociedad civil-gobierno, para la planeación, decisión y control de las acciones programáticas de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda y del gobierno del D.F., en general en sus distintas instancias.

Su experiencia de planificación participativa, llevada adelante desde el año 1998, tiene como objetivo promover el desarrollo urbano integral de zonas específicas de la ciudad. En una primera etapa, se realizan 27 programas parciales de barrios –localizados en las 16 delegaciones político-administrativas en que está dividida la ciudad- siendo necesaria una acción interinstitucional coordinada, desde la definición y planeación de las acciones hasta la ejecución, evaluación y seguimiento. El énfasis que se da a los programas parciales está ligado a la participación de la ciudadanía (organizaciones sociales, no gubernamentales, empresariales, gremiales, académicas, vecinales), cuyas propuestas constituyen la base sobre la que las delegaciones organizan las acciones inmediatas a llevar adelante en el barrio. Los criterios que orientan esta iniciativa son: privilegiar la atención de las zonas más necesitadas, promover el desarrollo urbano-ambiental, coordinar con otros sectores de la administración pública para elaborar estrategias integrales en los programas de desarrollo urbano.

Rosario

En 1995, Rosario se incorporó al CIEDU (Centro Iberoamericano de Desarrollo Estratégico Urbano), iniciándose los primeros estudios tendientes a la elaboración de un Plan Estratégico. Para esto, se convocó a investigadores, especialistas universitarios y expertos de instituciones representativas de la ciudad. En 1996 se constituyó la Junta Promotora (integrada por 25 instituciones locales) que tuvo a cargo la formulación de la primera convocatoria para la elaboración del plan. El esquema organizativo del PER está compuesto por las siguientes instancias: Junta Promotora, Consejo General (conformado por más de 100 organizaciones representativas de distintos sectores de la comunidad rosarina que se sumaron a la iniciativa), Oficina de Coordinación (equipo técnico administrativo encargado de la organización del conjunto de actividades previstas para el desarrollo del plan, así también como de la elaboración y difusión de materiales técnicos), Comisiones Temáticas (conformadas por los representantes de las instituciones ligadas al plan). Para la formulación del PER se establecieron cuatro ejes temáticos: económico, socio-institucional, físico-ambiental y centralidad regional y proyección internacional: se centra en la capacidad de atracción de la ciudad como núcleo de producción de bienes y servicios, espacio de oportunidades de negocios, centro cultural, turístico, etc. Por otra parte, se destaca especialmente el Plan Social llevado adelante por el gobierno municipal: consta de un conjunto de programas que abarca distintas áreas de la administración, cuyo objetivo es “lograr que todos los habitantes de la ciudad tengan la misma categoría de ciudadanos”. Parte del supuesto de que no existe una política económica y una política social, sino que lo social está presente en todas las acciones que lleva adelante el Municipio, dado que “en un estado de exclusión social hay inseguridad no sólo para los excluídos, sino para la sociedad en su conjunto”. Estos principios se encuentran expresados en el Presupuesto Municipal, que destina más del 50% a la ejecución de programas sociales.

Villa El Salvador

La Comunidad Urbana Autogestionaria de Villa El Salvador (CUAVES) es el resultado de un largo proceso iniciado en el año 71, a partir de la ocupación ilegal de terrenos en Lima, y un ejemplo de desarrollo urbano integral y participativo. A partir del traslado de los ocupantes a un predio distante 20km. de la ciudad, sin servicios básicos y a 3 km de la ruta más cercana, 50.000 personas iniciaron la construcción de su propia comunidad, en la que actualmente viven más de 250.000 personas. Desde sus inicios, el proyecto urbanístico tendió al objetivo de lograr una ciudad autosuficiente. Así, se proyectaron cuatro áreas complementarias: vivienda, agropecuaria, desarrollo industrial y turismo. La zona de viviendas cuenta con un desarrollo regular. A partir de la unidad territorial se construye el acceso a los servicios, a las actividades comunitarias, al trabajo. Cada grupo de alrededor de 18 manzanas define un grupo residencial. Este posee en un área central un local comunal, un jardín maternal, un centro de salud, un espacio deportivo y una plaza. A su vez los grupos comunales se agrupan en sectores (de 20 grupos cada uno). La organización de la comunidad mantiene estos 3 niveles: la CUAVES tiene un nivel de manzana, uno de grupo residencial y un nivel central comunal. En los 3 planos se reproduce la misma estructura de cargos. A través de asambleas se eligen los representantes en las áreas de produción, comercialización, servicios, educación y salud. Este modelo de organización, participativo y autogestionario, ha sido decisivo en la consolidación de la comunidad. Si bien hasta 1983 Villa El Salvador no poseía autonomía municipal, el conjunto de las decisiones y planes de desarrollo fueron delineados por la CUAVES. En 1983 se le otorga el rango de municipio, y en 1984 asume el primer alcalde del distrito. La primera resolución de esta instancia de gobierno fue el reconocimiento de la CUAVES como la única organización representativa de la comunidad.

Cooperativas de Mondragón

Mondragón Corporación Corporativa (MCC) es una corporación integrada por un centenar de empresas cooperativas, localizades en comunidades del norte de España. Tiene como objetivo la producción y venta de bienes y servicios en el área industrial, financiera y de distribución. Su organización adopta métodos democráticos para la selección de órganos de gobierno y dirección. El concepto de intercooperación, entendido como la aplicación concreta del principio de solidaridad y como requisito de eficacia empresarial es central en MCC. Se manifiesta en distintas áreas y ha permitido la potenciación de economías de escala, mientras que en el terreno social se ha impulsado la creación de un régimen sociolaboral. Por otra parte, MCC canaliza su compromiso de actuación en la comunidad a través de los siguientes instrumentos: 1) la reinversión mayoritaria de los beneficios netos obtenidos, destinando una proporción a fondos de carácter comunitario que faciliten la creación de nuevos puestos de trabajo; 2) el apoyo a iniciativas de desarrollo comunitario, sobre todo en el área educativa, mediante la aplicación de un fondo de obras sociales, a que se destina hasta un 10% de los excedentes netos de las cooperativas; 3) la ejecución de una política de seguridad social coherente con el sistema cooperativo, basado en la solidaridad y la responsabilidad.
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� Uno de los factores que determina el papel de las ciudades en la nueva economía mundial es entonces el cambio en la composición de las transacciones internacionales. En la década del ochenta, las inversiones directas en el exterior crecieron el triple de lo que aumentó la exportación de mercaderías. Además, desde mediados de esa década, la mayor parte de las inversiones directas se ha canalizado hacia el sector de servicios, en tanto que antes de esa fecha la mayoría había estado dirigida a la industria y la explotación de materias primas.


� Por funciones centrales se entienden no sólo las centrales de las empresas sino todas las funciones de alto nivel de tipo financiero, jurídico, contable, de gestión, conducción y planificación necesarias para que una empresa funcione no sólo en un país sino en un número creciente de ellos.


� Cuando la competencia es entre ciudades de diversas naciones, los instrumentos de diferenciación de orden nacional pueden ser determinantes. En el caso de América Latina, la estabilidad monetaria o del sistema de garantías a la propiedad privada, los sistemas de regulación de mercados, en especial el laboral, el sistema fiscal y sus formas de implementación, y otros factores similares pueden ser críticos para la preselección entre ciudades. Supuestamente, al unificarse los sistemas de seguridad social, las políticas macroeconómicas y los marcos jurídicos, como es el caso actual de la Unión Europea y en el futuro de los mercados regionales latinoamericanos o el norteamericano, la competencia será menos entre naciones y más entre ciudades particulares.


� La División de Población del Departamento de Desarrollo Económico y Social de Naciones Unidas define como megaciudades a aquellas aglomeraciones urbanas que superan los ocho millones de habitantes. (Naciones Unidas, 1993)


� Si bien, como se indicó en nota 3, un factor de competitividad es el marco nacionañ o regionañ en que se ubica cada ciudad.


� Descenso que se aprecia más en Luxemburgo, Bélgica y Dinamarca.


�Las ciudades son: Belo Horizonte (5,11 millones), Bogotá (6,53 millones), Buenos Aires (13,18 millones), Caracas (5,03 millones), Guadalajara (4,11 millones), Lima-Callao (9,14 millones), México (25,82 millones), Monterrey (3,97 millones), Porto Alegre (4,02 millones), Recife (3,65 millones), Río de Janeiro (13,26 millones), Santiago (5,26 millones), San Pablo (23,97 millones). Fuente: Lattes, 1990.


� Fuente: United Nations, Report on the World Social Situation 1993.


� Según la división por grupos funcionales de edad, en toda población se identifican tres grandes franjas: 0 a 14, 15 a 64, 65 y más años. Son poblaciones “relativamente jóvenes” aquellas en las cuales la proporción de individuos de menos de 15 años de edad es del 40 0 45% del total. Por el contrario, son poblaciones “relativamente viejas” aquellas en las que alrededor del 35% de los habitantes tienen menos de 15 años y cerca del 10% del total tienen edades superiores a los 60 años.(Elizaga, 1979). Al analizar la composición de la población por grupos funcionales de edad y vincularlo con la actividad económica, hay que tener en cuenta que, a la vez que la población en edad activa no participa en su totalidad, una proporción de las personas mayores de 64 y menores de 15 años sí lo hacen. No obstante, la relación entre las personas en esos grupos de edad y las de las edades consideradas activas dan una idea aproximada de la carga de dependencia de la población, es decir la relación entre el número de personas pasivas por cada 100 económicamente activas.


� Se estima que en EUA viven 7.1 millones de migrantes nacidos en México y 2.6 millones que son hijos de madre y/o padre mexicanos. (Cfr. Instituto Federal Electoral, 1998).


� Entre 40 y 60% en Asia y más de 60% en África.


� Estos son datos de OIT, Cit. CEPAL, 1997, pp. 15


�Al momento de redactar este informe, la situación brasileña se ha deteriorado, previéndose un aumento en la desocupación y una baja en los salarios reales.


� El concepto de "sector informal" apareció a comienzos de la década del setenta. Originalmente se refería a las actividades económicas de los desocupados o subocupados de los barrios marginales del Tercer Mundo, que estaban obligados a ganarse el sustento a través de diversas actividades por la falta de ocupación industrial. Tales actividades eran consideradas como tradicionales, poco productivas, y desvinculadas del sector formal. El sector informal era visto entonces como el "ámbito" de los pobres urbanos, en el cual los migrantes encuentran o crean posibilidades de trabajo, se lleva a cabo el aprovisionamiento básico, y la población marginalizada organiza su vida. El sector informal aparecía como una consecuencia de la migración y la pobreza, y como la continuación de las formas de vida y producción tradicionales de los migrantes rurales en la ciudad. Sus estructuras eran resumidas en la "cultura de la pobreza", e interpretadas como la "ruralización" de la ciudad.


� La mayor desigualdad se observa en Honduras y Perú y la menor en Uruguay y Barbados, y se llega a caracterizar la región por el “exceso de desigualdad” que presenta, ya que de 15 de 17 países poseen niveles mayores de desigualdad a lo esperado, de acuerdo con su nivel de desarrollo.


� Entre el 20 y el 45% de los ocupados pobres trabajan como asalariados en micro empresas.


� Aunque fluctúa mucho entre países, registrándose menos del 10% en Argentina y Uruguay; y entre el 30 y 40%, en Bolivia, Brasil, Colombia, México, Paraguay y Venezuela. (CEPAL, 1997,  I-35).


� En 7 de los 12 países examinados, entre 30% y 50% de los asalariados del sector privado que trabajan fuera de las microempresa, pertenecían a hogares con ingresos inferiores al umbral de pobreza.


� Hay una fuerte tendencia a la disminución de la cantidad de personas por hogar. Cada vez son más las personas mayores que viven solas, pero también los jóvenes en esa situación. En 1991 había niños en menos de un tercio de los hogares londinenses, y en muchos casos se trataba además de familias incompletas.


� Como ejemplo puede mencionarse el caso de Londres. La desocupación, la pobreza, el hacinamiento y el abandono son mucho más altos en los distritos de la zona este que de la oeste. Alrededor de esa zona de viviendas y comercios, que data del siglo XIX y cuenta con una alta densidad de población, alta presencia de inmigrantes, pobres y ancianos, se extiende otra de menor densidad, en cuyo extremos este y sur prácticamente no viven inmigrantes, y que se caracteriza por estar constituida básicamente por casas para una o dos familias habitadas por sus dueños.


� En San Pablo, por ejemplo, el 65% de la superficie de vivienda urbana ha sido generada en forma ilegal. (Kohlhepp 1997)


� Los decretos de congelación de rentas que promulgaron en los años cuarenta en varias ciudades latinoamericanas desestimularon la producción de viviendas en alquiler.


� Datos obtenidos de “Survey of Living Coditions in the Metropolitan Area of Sau Paulo”, Ginebra: International Labour office, International Institute of Labour Studies, 1994. cit. Borja y Castells, 1997, pp. 73.


� Cfr. Neira, Eduardo (1996).


� Por ejemplo: Cali, que es uno de los centros mundiales del tráfico ilegal de cocaína, registró un brusco aumento de la tasa de homicidios, que pasaron  de 23 por 100 mil habitantes en 1983, a más de 100 por 100 mil habitantes a comienzos de 1990. Aunque muchos de los homicidios podrían atribuirse directamente al tráfico de drogas, muchos parecían ser resultado de la propagación de una cultura de violencia. En 1992 se impulsó un Programa para el Fomento de la Seguridad y de la Paz, “partiendo del principio de que la prevención debía prevalecer sobre la represión, y tras un análisis exhaustivo de las pautas de la criminalidad, el programa se puso en acción para combatir la delincuencia en diferentes frentes. En 1995, después de siete años consecutivos de aumento (hasta llegar a un máximo de 120 homicidios por 100 mil habitantes, la tasa de homicidios de Cali finalmente comenzó a disminuir” (Banco Mundial, 1997, Cit. Castells y Borja, 1997, pp 17 y 20).


� Lo que hacen concretamente es ofrecer servicios en el mercado libre a precios más bajos que las empresas privadas, aprovechando para ello las instituciones existentes y el personal disponible. Estas estrategias provocan críticas por parte de la economía privada. Los empresarios se quejan de que con sus impuestos están financiando la competencia comunal, y de que ésta actúa en circunstancias privilegiadas, porque sus ofertas no incluyen el cálculo de todos los costos.





�	A partir del Informe Brundtland de la Comisión de Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Unidas (1987) el concepto de "desarrollo sustentable" ha adquirido valor paradigmático. "Desarrollo sustentable" significa un desarrollo social y económico a largo plazo que toma en cuenta la limitación de los recursos naturales y de la capacidad de regeneración de la naturaleza. Además considera la cuestión de la justicia distributiva, especificando que las necesidades de la sociedad no deben ser satisfechas a costa de las generaciones futuras o de otras regiones. La tarea de la economía y la sociedad consiste en armonizar el anhelo de bienestar y seguridad de la generación actual con la conservación y el desarrollo de los fundamentos naturales de la vida económica.


�	La normativa alemana fija, por ejemplo, que la tasa de explotación de los recursos renovables no debe superar su tasa de regeneración. Los recursos no renovables (energía, superficies) pueden ser utilizados sólo en la medida en que se genere un equivalente funcional en forma de recursos renovables o de un aumento de la productividad de los no renovables. 


�	Habitat II fue la segunda de las conferencias mundiales convocadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas. En ella estuvieron presentes 20.000 participantes de 150 estados.


� Las reflexiones que se presentan en este apartado y en el próximo siguen de cerca las observaciones de Borja 1997 y de Borja/Castells 1997.


� Esta argumentación encierra una falacia: si la competitividad requiere bajar los costos de los bienes transables, los salarios bajarán de todas maneras, con éxito o sin él, a menos que las reglas de distribución de los beneficios de la mayor productividad comiencen a distribuirse de otra manera. Y esto equivaldría a un cambio mayor del sistema actual de acumulación de capital a escala global, aspecto que no se menciona.


� Borja y Castells (1997) señalan que “... los procesos de exclusión social más profundos se manifiestan en una dualidad intrametropolitana, particularmente en las grandes ciudades de casi todos los países(...). En distintos espacios del mismo sistema metropolitano existen, sin articularse y a veces sin verse, las funciones más valorizadas y las menos valoradas, los grupos sociales productores de información y detentadores de riqueza en contraste con los grupos sociales excluidos y las personas en condición de marginación” (pág. 60).


La profunda dualización se manifiesta en dos modelos complementarios de discurso y gestión: una “ciudad alta” (para la que hay planificación estratégica y concertación, privatización de los servicios, políticas públicas de inversión en infraestructura para asegurar su competitividad) y una “ciudad baja” (a la que se dirigen conceptos tales como gobernabilidad, políticas sociales focalizadas, autoayuda, autogestión). Las dos ciudades se conectan mediante intercambios desiguales y asimétricos y también por relaciones simbólicas complejas, donde coexisten “la amenaza de la violencia que viene de abajo” con “la filantropía de las donaciones que vienen de arriba”. (Coraggio, José Luis, 1998)


 � Ver Coraggio, José Luis (1997), “el desafio puede formularse como el de encontrar una forma propia de combinar y concretar tres objetivos estratégicos: la competitividad dinámica o de largo plazo, en una economía global donde el mercado, sus estructuras de poder y sus instituciones tienden a imponer (...) la prioridad de los equilibrios macroeconómicos por sobre la promoción activa de estructuras microeconómicas eficientes; el desarrollo humano sustentable, en el contexto de un sistema que desprecia los equilibrios sociales y naturales (...); la gobernabilidad, en el contexto de un sistema político en que las instituciones formales de la democracia y la competencia electoral tienden a reeditar la manipulación de las mayorías populares...” Para Borja y Castells (1997), “la importancia estratégica de lo local como centro de gestión de lo global en el nuevo sistema tecnoeconómico puede apreciarse en tres ámbitos principales: el de la productividad y competitividad económicas, el de la integración socio-cultural y el de la representación y gestión políticas”.


� Según el PNUD (1998) “...el consumo mundial ha aumentado a un ritmo sin precedentes a lo largo del siglo XX (...) Los beneficios de este consumo se han difundido mucho.[Sin embargo], el consumo actual va en desmedro de la base ambiental de recursos. Exacerba las desigualdades. Y está acelerando la dinámica del nexo consumo-pobreza-desigualdad-medioambiente.” (pág. 1) Por otra parte, Mitlin y Satterwhite (1994), señalan que los niveles de consumo entre las ciudades del norte y del sur son muy dispares. A diferencia de lo que sucede en los países desarrollados, las ciudades del sur tienen en promedio niveles mucho más bajos de gasto de recursos y derroche de energía. En particular, los hogares de bajos ingresos del Tercer mundo generan mucho menor cantidad de basura, reciclan o reusan vidrio, metal, papel; construyen sus casas con materiales reciclados, se desplazan en transporte público, en bicicleta o caminando.


� Si las condiciones sociales de las ciudades de esta red no pueden igualarse hacia arriba en términos de consumo, esto no implica que deban igualarse hacia abajo. Cabe elevar la calidad de vida de todos, reduciendo a la vez los niveles de consumo de bienes.


� Este fenómeno de ninguna manera es exclusivo de las sociedades latinoamericanas. Murmis y Feldman (1992) señalan que en Estados Unidos la caída de la ocupación en el sector industrial y la pérdida de condiciones de trabajo más favorables para trabajadores de baja calificación formal, descoloca a sectores de la clase obrera que tenían una posición sólida. “Si bien los efectos de la reestructuración desplazadora se dejaron sentir con más fuerza en E.E.U.U. e Inglaterra por el tipo de políticas neoliberales allí aplicadas, también en otros países (...) se observó la emergencia o el crecimiento de un tipo de pobre diferente del más tradicional pobre irreductible. Así, (...) en Francia se señala que las oficinas de ayuda social empiezan a trabajar hacia 1980 con una nueva clientela (...) afectada por la desocupación, las reducciones horarias, la baja del poder adquisitivo, pero a la vez se trata de personas que se encontraban antes en plena fase de ascenso social abierto al consumo”. (pág. 52) 


� Ver: Coraggio,(1997).


� Kusnir (1996) señala que las primeras posiciones en relación al tema de la pobreza en Inglaterra a fines del siglo XIX establecían que ésta no estaba relacionada con el sistema económico. La pobreza y el desempleo se entendían como un problema individual. “Las primeras intervenciones estatales en esta materia (como la Ley de Pobres de 1834) constituyeron (...) instituciones semipenales donde se atendía, o más bien, se confinaba a esos pobres “estructurales”. (...) El tránsito conceptual de la pobreza como fenómeno posteriormente problema y luego objeto de una política social, representó un proceso de cambio en el tipo de gestión estatal” (pág. 26 y 27).


� Salamon  (1993) considera que en los últimos años se ha producido una “revolución asociativista” en todo el mundo, con el surgimiento masivo de asociaciones sin fines de lucro. La crisis del Estado de Bienestar (que implicó el descrédito de los programas gubernamentales y el recorte del gasto público) llevó a buscar otros caminos para resolver los problemas públicos. Si bien la mayor  parte de estas organizaciones se han creado “desde abajo”, los regímenes conservadores de Reagan en Estados Unidos y Thatcher en Inglaterra, consideraron al voluntariado como parte central en la estrategia de recorte del gasto público social. Según Salamon, los factores determinantes en el surgimiento de las organizaciones sin fines de lucro como alternativa a la provisión estatal de servicios son: la escala pequeña de las instituciones, la flexibilidad, el uso de voluntarios y de fondos privados.  Reich (1992) señala que pocas naciones enfatizan el lugar del voluntariado como Estados Unidos. Sin embargo estas formas de beneficencia rara vez ayudan a los más pobres. Gran parte de las contribuciones están dedicadas a apoyar instituciones cuyas clientelas están compuestas por los sectores sociales a los que pertenecen los donantes (pág. 279).


� La ambivalencia de esta situación es inocultable: “[estos factores] parecerían indicarque las ciudades funcionan bien. El incremento de la población urbana se ve alimentado por la perspectiva de obtener empleo e ingresos más elevados. Las pruebas parecen indicar que, en gran medida, estas expectativas se han cumplido. Los ingresos personales de quienes emigran de lass zonas rurales a las urbanas suelen aumentar.(...) Sin embargo, las ciudades no han cumplido la promesa de mejorar la calidad de vida en la medida en que podrían hacerlo. La violencia creciente se suma a los problemas más tradicionales que deterioran la calidad de vida en el medio urbano. Las deficiencias en los servicios acarrean consecuencias para la productividad de las actividades económicas de las ciudades; además, por regla general, afectan en forma desproporcionada a los más pobres”. (Banco Mundial, 1995a, p. 1) El caso de América Latina, el proceso de urbanización no se puede reducir a un asunto demográfico ni a la demostración de que las ciudades son una forma superior de vida social, sino que se vincula con mecanismos de reestructuración económica que no sólo no convierten a las ciudades en motores del nuevo estilo de desarrollo, como se afirmaba en la época del industrialismo que estamos abandonando, sino en repositorios de una problemática social que aparece como urbana y local pero es sistémica.


�La Declaración de Río (Naciones Unidas, 1992) remarca la necesidad de que asociaciones de ciudades y de autoridades locales eleven los niveles de cooperación y coordinación mutua, a fin de compartir experiencias e información que permitan mejorar  la calidad de vida de sus habitantes.


� Ver: Laurell (1995, pag. 177).


� “Las políticas de estabilización no actúan sobre un ente abstracto, sino sobre una economía específica que produce, consume, ahorra, invierte y escoge técnicas para producir y criterios para distribuir. Actúan por lo tanto sobre personas...”. Dutra Fonseca (1995, pág.32). Tenti Fanfani, (1993): “ Las transformaciones económicas recientes [en América Latina] no pueden entenderse como un conjunto de fenómenos aislados. Tampoco son el resultado natural de la “lógica de las cosas”. Todos los grandes cambios que se registran en el funcionamiento de la economía nacional son obra de una voluntad política y de una relación de fuerzas determinada." (pág. 243). CEPAL, en “Panorama Social de América Latina 1997”, considera que “la distribución del ingreso predominante en los países latinoamericanos determina que la región sea considerada, en el ámbito mundial, como una de las más rezagadas en términos de equidad. En muchos casos, además, la crisis de la década de 1980, las políticas de ajuste y las reformas económicas han dado lugar a un mayor deterioro de ese perfil distributivo”. Fitoussi y Rosanvallon (1996), respecto del  “nuevo malestar francés” consideran que “... si la globalización produce todos los efectos desestructurantes que verificamos, es también porque tienen lugar en el marco de una transformación a largo plazo de nuestras sociedades, de orden interno. Estas son particularmente vulnerables al impacto de la globalización porque están atravesadas por nuevas fragilidades y marcadas por formas igualmente nuevas de desigualdad”. (pág. 14)


� Sahlins (1988) señala que “en la cultura occidental la economía es el principal ámbito de producción simbólica”. Entre las consecuencias del proceso de recesión económica y ajuste estructural (respecto del caso argentino), Beccaria y Carcciofi  (op.cit) señalan una transformación en las preferencias sociales sobre el grado de equidad. Estas concepciones no son exclusivas de las sociedades latinoamericanas. Reich (1991) analiza las consecuencias sociales de las transformaciones de la economía  norteamericana en el último decenio. La aceleración del proceso de polarización social y la segmentación cada vez más marcada entre los sectores ricos y pobres de la población deriva en una nueva definición del concepto de comunidad. “Incomes, and the tastes that go with them, increasingly define the new American community” (pág.278). 


�Bianchi (1997) considera que “...el mercado constituye una construcción social que no deviene de la simple actitud humana para comerciar. El mercado, es decir el lugar en el que se desarrollan las relaciones entre individuos, representa una institución que se construye a través de la definición de reglas colectivas orientadas a fomentar dinámicas positivas entre los agentes individuales”. (pág. 64)


� Polanyi (1947), cuando se plantea si la sociedad se crea a sí misma dice: “(...) El control del sistema económico por el mercado es de enorme importancia para toda la organización de la sociedad: significa ni más ni menos que el regir a toda la sociedad como un anexo del mercado. En lugar de estar encajada la economía en las relaciones sociales, las relaciones sociales están encajadas en el sistema económico (...) Una vez que el sistema económico está organizado en instituciones separadas, basadas en motivos específicos y que confieren una situación especial, la sociedad debe ser moldeada en forma tal que permita funcionar al sistema de acuerdo con sus propias leyes.” (pág. 90) 


� “Los efectos económicos de los nuevos modos de producción se conjugaron con los más antropológicos de la individualización, para hacer más problemáticos los mecanismos de identificación colectiva. Al mismo tiempo nos encontramos hoy en día como si nos hubieran empujado brutalmente hacia atrás, en una situación comparable a la de principios del siglo XIX, antes de que la “cuestión social” hubiese sido formulada institucionalmente y encarnada en una lucha colectiva” (Fitoussi y Rosanvallon, 1996, pág.67).


� Esto es más dramático en el caso de América Latina y sus ciudades, a partir de la apertura y desregulación del mercado. Cepal (1998), considera que en América Latina los grupos industriales locales están en permanente peligro de ser absorbidos por grandes empresas globales. Como consecuencia de las transformaciones económicas estructurales operadas desde comienzo de los 80, las filiales de las compañías transnacionales en América Latina no sólo se fortalecieron, sino que además crecieron mucho más rápidamente que los grupos locales. El proceso en parte está determinado por dos factores: la privatización de las empresas industriales estatales y la avalancha de inversiones extranjeras impulsadas por las fuentes de ganancias que abrieron la desregulación, la liberalización de los mercados y las políticas de atracción al capital externo. Este cambio en los agentes de la inversión trae aparejada una modificación traumática de las relaciones sociales por la introducción de formas de producción que pretenden cerrar una brecha tecnológica y organizativa acumulada durante décadas.


� De hecho, los sistemas de asistencia social se desarrollaron vinculados a la categoría de trabajador asalariado. En particular, el esquema de seguro social de base bismarckiana, que tiende a limitar su cobertura a la fuerza de trabajo asalariada y a algunos de sus dependientes, financiándose principalmente por impuestos al salario. La noción de “salario social” o “salario indirecto”  supone que los gastos públicos en finalidades sociales reemplazan o complementan a los que el trabajador debería afrontar con su ingreso personal. (Barbeito y Lo Vuolo, 1992). Ante la creciente cantidad de supernumerarios, y la tendencia a que las políticas nacionales de empleo se conviertan en una gestión local del no-empleo, Castel (1995) afirma: “No se funda la ciudadanía sobre la base de la inutilidad social”(p.429).  


� En el límite, este objetivo es entendido como algún grado de compensación focalizada de las situaciones definidas como de carencia o pobreza absoluta o estructural (NBI), al menor costo posible para el sector público.


� Laurell (1995) resume las principales características del nuevo régimen: ... “desplazamiento de la reivindicación de los derechos sociales al combate de la pobreza, de la obligación de la sociedad de garantizar estos derechos a través del Estado a la discrecionalidad del gobierno para instrumentar programas para los pobres, del incremento del gasto público a la necesidad de restringirlo en el marco de una estricta disciplina fiscal, de la ampliación y universalización tendencial de los servicios sociales públicos a la definición de un paquete de servicios “esenciales” y el traslado al mercado del resto de los servicios/beneficios sociales” (pág. 178). 


�Para un análisis de esto en el caso de la política educativa, ver Coraggio (1997).


�Actualmente once países europeos tienen gobiernos de centro izquierda. El documento emitido en noviembre de 1998 por los ministros de finanzas de estos países, reunidos en Bruselas, resume el perfil de la tercera vía: “Nuestra tarea es hallar la forma de combinar una economía abierta, competitiva y exitosa con una sociedad justa y humana (...) El objetivo central es la reconstrucción de la sociedad de pleno empleo, una sociedad en la que haya oportunidades de trabajo para todos los ciudadanos.” El documento de los Ministros apoya también el gasto público en obras de infraestructura y servicios públicos, e impulsa la concertación de un nuevo contrato social que les dé a todos los ciudadanos europeos participación en el desarrollo de la economía. (“Europa acordó dar prioridad al crecimiento y al empleo”, diario Clarín, 23-11-98)


� Sobre el caso de agua y saneamiento ver Kullock y Catenazzi (s.f.)


� Sin embargo, tales subsidios cruzados, orientados a ampliar la demanda de los sectores de menores ingresos, suelen ser cargados en las espaldas de los sectores medios urbanos que, lejos de ser sectores privilegiados como se los ha querido presentar, sufren a su vez el impacto de la dualización y la degradación de su calidad de vida. La CEPAL y el BID no han sido ajenos a la difusión de esta caracterización de los sectores medios iniciada por el Banco Mundial para justificar una política que en nombre de la equidad golpea a un gran sector de la clase media. Es paradójico que se propugnen políticas que primero empobrecen a las capas medias, para luego tener que incluirlos como objeto de la NPS, si se supone que la utopía social es que todos puedan tener niveles de vida por encima de la pobreza. Esto sólo se explica si el objetivo de fondo de estas políticas no es realmente la equidad y el desarrollo social. Incluso la CEPAL no ha sido ajena a esta caracterización. (CEPAL, 1998)


� En Chile, en 1994 el 60% de la PEA tenía ingresos mensuales inferiores a los 360 dólares, valor correspondiente al tercer quintil de la Encuesta Casen del Ministerio de Planificación Económica (Tetelboin, 1995). En Argentina, en 1998, el 20% de los hogares más pobres recibe el 4,2% de los ingresos, mientras que el 20% más rico cuenta con el 51,6% (Diario Clarín, 13-11-98).


� “Los programas de microcomputadoras bien diseñados pueden reducir apreciablemente el tiemponecesario para enseñar conocimientos básicos como la lectura y la escritura. Por ejemplo, en aproximadamente 100 horas, estudiantes del primer grado con microcomputadoras en Filipinas aprendieron a leer y escribir en inglés a un nivel logrado sólo por una fracción de alumnos en las clases regulares de las mismas escuelas” (Lockheed y Verspoor, 1990)


�El Banco Mundial, en el “World Development Report 1990”, propone una estrategia para la reducción de la pobreza basada en los siguientes ejes: promover un crecimiento económico que haga eficiente el  uso del recurso más abundante de los pobres, es decir el trabajo; facilitar el acceso a servicios sociales básicos para los sectores más pobres,  y proveer redes de protección a los grupos más vulnerables. El concepto de eficiencia mismo es aquí la clave: maximizar la ganancia empresarial, idependientemente de las consecuencias sociales.


�El deterioro de las condiciones de vida y la exclusión se debe analizar ... “desde un punto de vista sistémico, analizando el modo en que se articulan las situaciones de precariedad y de exclusión en distintos órdenes, cómo la situación determinada en una área de la vida social contribuye a la precariedad o la exclusión en otras; en resumen, cómo se van acumulando las desventajas en las distintas esferas” (Minujin y Kessler, 1995).


�Fitoussi y Rosanvallon (1996) relacionan esta situación con la “consumación de la sociedad individualista”. “...El porvenir de los individuos aparece cada vez menos ligado a un destino común. Hay cada vez menos posibilidades de apoyarse en una acción colectiva para resolver sus dificultades o hacer progresar sus reinvidicaciones.(...) Vivimos en lo sucesivo en un sociedad que hace recaer sobre el individuo el doble imperativo de un perpetuo mejoramiento y una estima permanente de sí mismo, que son los mecanismos tanto de la vida personal como de la acción profesional”(pág. 43 y 44).


� Según Dutra Fonseca (1995) la Constitución de 1988 se propuso profundizar y universalizar derechos sociales. Algunos de los derechos contemplados: ampliación a 120 días de la licencia por maternidad, incorporación de las trabajadoras domésticas a parte de los derechos de los demás trabajadores, universalización de la cobertura e igualación  de los beneficios de previsión social a trabajadores urbanos y rurales (incorporando al sistema prevional a 60 millones de personas).


� En el caso mexicano, Ziccardi (1996) identifica dos etapas: el Estado corporativo intervencionista (1940-1987) y el estado neoliberal (1988-1994). En relación con el primero, “el prinicipal sustento del mismo es la creación del PRI, gobierno en el cual los sectores sociales tradicionales y modernos son incorporados a través de mecanismos de representación corporativos y clientelísticos. (...) Se instala un orden político que otorga estabilidad y consenso a los proyectos de desarrollo económico basados en la industrialización” (p. 271). Sobre la segunda etapa, “la política social (...) estuvo absolutamente subordinada a la política económica y como una de las primeras medidas (...) se intentó impulsar un proceso de descentralización de los servicios de educación y salud” (p. 278). Respecto de Brasil, Draibe (1993), señala que “constituyó un caso ejemplar de desarrollo capitalista excluyente y concentrador, y coherentemente construyó un sistema de políticas sociales con fuertes características de tipo conservador”. (p. 15) Para Barbeito y Lo Vuolo (1992), en el caso argentino, las políticas sociales que “definieron su morfología a partir de la década del cuarenta, se construyeron sobre los principios del seguro social bismarckiano, con derechios y obligaciones normados sobre la categoría de “trabajador” (particularmente asalariado) y no sobre la de ciudadano” (p. 121). En realidad, los sistemas concretos no corresponden plenamente a los tipos ideales formalizados en los modelos. Así, en le caso argentino, en paralelo al desarrollo del modelo conservador se mantuvo un sistema de carácter asistencialista (que, si bien con menor grado de desarrollo, lo preexistía), enfiocado hacia aquellos sectores no incluidos en las categorías del empleo formal. El cambio en el régimen, a partir de los años 80 podría interpretarse no como un quiebre absoluto, sino como la profunda acentuación de características ya existentes. (Quiroga, 1998)


� Para el Banco Mundial (1997) la descentralización  del poder estatal y de los recursos permite acercar a los gobernantes a la gente. El proceso de descentralización incluye dos instancias. La primera es a nivel horizontal, entre el gobierno y la comunidad, las ONGs y el sector privado. La segunda es vertical, entre distintos niveles gubernamentales. Destaca el hecho de que algunos gobiernos han  respondido a crisis fiscales transfiriendo recursos y responsabilidades en la provisión de servicios a los gobiernos locales, y éstos a su vez han realizado arreglos de co-gestión con el sector privado y ONGs locales.


� El sistema previsional, que de por sí era procíclico, se quiebra en su viabilidad económica cuando se conjugan las tendencias demográficas de una población con un sector pasivo creciente, y la recesión que pasa a la pasividad a amplios sectores de la Población Económicamente Activa (PEA). “La crisis fiscal, la caida del empleo -particularmente el asalariado-, el deterioro de los ingresos por el trabajo han repercutido negativamente sobre los recursos y rendimientos del sistema. (...) En el caso del sistema previsional son cada vez más los pasivos que engrosan el grupo de “pobres pauperizados”(Barbeito y Lo Vuolo, 1992, pág. 135).





� Un problema estructural de las políticas focalizadas que dirigen recursos especìficos a sectores específicos es su sostenibilidad económica, en tanto depende del consenso de la ciudadanía económicamente aportante al sistema fiscal sobre la aplicación de recursos públicos a otros sectores. (Offe, 1995, pag.91)


� Ver. José L. Coraggio (1997).


� Ver: Dutra Fonseca, (1995); Rojas de Carvalho, (1997)


� que para el documento abarca la totalidad de políticas en la esfera social, incluidas las políticas de mercado de trabajo.


� Ver Kusnir, (1996).


� Respecto de las primeras evaluaciones sobre el impacto de las nuevas políticas sociales en América Latina, el estudio llevado adelante por Cepal (1998) sobre la distribución del ingreso en cinco países permite esbozar alguna tendencia. Destaca la persistencia en el tiempo de la baja participación en los ingresos de los grupos más pobres, y la necesidad de generar  “una política global tendiente a garantizar un nivel de ingreso familiar mínimo. (...) Es necesario pensar en el empleo de un conjunto de herramientas orientadas a lograr cierto mínimo nivel de ingreso familiar, conformado a través de una combinación de salarios y pensiones mínimas, subsidios y-o seguros de desempleo más asignaciones familiares y-o bonos o transferencias directas o en especie distribuidas, por ejemplo, a través del sistema escolar público”.


Respecto de las políticas focalizadas considera que:  “las medidas que promuevan la ampliación de la cobertura del sistema educacional, incremento en las tasas de retención y mejoras en su calidad, forman parte de toda política que en el largo plazo se oriente a mejorar la distribución del ingreso. En términos distributivos, el resultado de estos esfuerzos sólo se cristalizará en el largo plazo.(...) Existen también interrelaciones de complementariedd con políticas de otras esferas, como es el caso de la provisión de servicios de salud a la población pobre (...) La persistencia de estas políticas y del crecimiento económico reviste un carácter clave: reducciones transitorias en los recursos destinados a ellas generan efectos permanentes. La experiencia de la región en este ámbito tampoco permite anticipar una evolución distributiva progresiva.(...) Frecuentemente han sido los recursos destinados a las políticas sociales los que han experimentado las mayores reducciones reales como consecuencia de políticas de ajuste del presupuesto público”.


� Sobre ésto, ver: Offe (1988), Offe (1995), Lo Vuolo (1995)


� “...reconocer o admitir  una necesidad es siempre un proceso cognitivo y reflexivo, regulado por normas culturales y relaciones sociales.” (Offe, 1988, pag.229)“...es una cuestión abierta hoy la de si esa ecuación liberal tiene el efecto exactamente opuesto, esto es, el de «reprimir» cognitivamente y borrar ideológicamente los claros y numerosos indicios de que muchas elecciones de consumo nada tienen que ver con la satisfacción de necesidades, que constituyen una mera acción refleja ante el condicionamiento de necesidades por las condiciones sociales efectivas, y que las estructuras sociales modernas restringen el desarrollo de la capacidad de elegir, estableciendo y poniendo en duda necesidades” (Offe, 1988, pag. 231).


� Para Offe (1988) “un gran número de las necesidades de bienes de consumo que expresan los consumidores en el mercado se hallan ligadas directamente a sus condiciones de vida (...) Las elecciones hechas por los consumidores dentro del mercado no son siempre acciones para satisfacer sus “propias” necesidades sino respuestas a una situación donde ciertas necesidades son impuestas estructuralmente”. (Pág 228 y 229)


� Una política de este tipo no es económicamente inviable, si fuera parte de un sistema coherente de políticas públicas y hubiera la voluntad política de implementarla. Por ejemplo, asignar un ingreso de 3000 dólares anuales (equivalente a la cuarta parte de la canasta familiar básica estimada) a los 800.000 desempleados del Area Metropolitana de Buenos Aires significaría una cifra total de 2.400 millones de dólares, equivalente a la estimación de la evasión al impuesto a las ganancias, que a su vez sería apenas un 15% del total de evasión. Esa demanda adicional generaría empleos y ganancias adicionales. Un problema es que en una economía abierta y no competitiva como la Argentina, en ausencia de otras políticas esto ampliaría la brecha de comercio exterior al incentivar las importaciones sin contribuir a las exportaciones. Algo muy distinto ocurriría si los ingresos así distribuidos quedaran vinculados al circuito de una economía popular con fuerte contenido de trabajo local. (ver más abajo). En todo caso, políticas de distribución del ingreso de esta magnitud no son de orden local.


� Bernardo Kliksberg es un destacado representante de la corriente del gerenciamiento social. Si bien tiene referencias claras a la situación social actual y sus tendencias y advierte sobre ciertas interpretaciones estrechas de la participación, el hecho de que construya su discurso articulando las “buenas” frases de los documentos del Banco Mundial o del BID sin hacer una crítica del sentido último de sus propuestas, nos lleva a verlo más como un perfeccionador operativo que como una alternativa a las NPS. Kliksberg, “Repensando el Estado para el desarrollo social” y “Seis tesis no convencionales sobre participación”.


� “...en el marco de los actuales procesos de reforma de políticas estatales, los sectores sociales a los que se destinan las políticas son incluidos e incorporados en los momentos de implementación y gestión. Sin embargo, esta incorporación se sustenta en un “deber ser” de la participación que, más allá de argumentos más o menos técnicos (su contribución a la eficiencia, a un mayor control, etc.) o de orientación en buena medida humanista (democratización, responsabilidad, etc.) deja el sentido de las políticas relativamente predeterminado. De este modo, si las instituciones y organismos reservan para sí el poder de decisión, tendrán prioridad lógica e histórica (es decir, política y social) sobre el mismo” (Danani, 1996, p.34).


� El PNUD (1998) utiliza el índice de desarrollo humano (IDH) como indicador del desarrollo humano de un país combinando las siguientes dimensiones: longevidad (esperanza de vida al nacer), conocimientos (tasa de alfabetización de adultos y tasa de matriculación combinada) y nivel de vida (ingreso per cápita ajustado a paridades de poder adquisitivo en dólares). Continuando con la revisión superadora de sus propuestas iniciales, respecto de la pobreza, el PNUD utiliza ahora (1998) dos indicadores distintos para Europa y América Latina: a) Indice de pobreza humana 1 (IPH-1): mide la pobreza en países en desarrollo, utilizando las variables: porcentaje de personas que se estima morirán antes de los 40 años de edad, porcentaje de adultos analfabetos y la privación del aprovisionamiento económico general –público y privado- reflejado en el porcentaje de población sin acceso a servicios de salud y agua potable y el porcentaje de niños menores de 5 años con peso insuficiente. b) Indice de pobreza humana 2 (IPH-2): mide la pobreza en países industrializados. Se concentra en la privación en las mismas tres dimensiones que el IPH-1 y además en la exclusión social. Considera las siguientes variables: porcentaje de personas que probablemtes morirán antes de los 60 años, porcentaje de personas cuya capacidad de leer y escribir dista de ser suficiente, proporción de personas con ingreso disponible inferior al 50% del promedio y la proporción de desempleados de largo plazo (12 meses o más). “El IPH destaca la privación de tres elementos esenciales de la vida humana que ya se reflejan en el IDH: la longevidad, los conocimientos y un nivel de vida decente. Cuál es la diferencia entre el IDH y el IPH? El IDH mide los progresos en una comunidad o en todo el país. El IPH mide el grado de privación, la proporción de gente que queda exlcuída del progreso de la comunidad” (PNUD, 1998, pág. 25).


� Sobre este punto ver, Rifkin (1996); Salamon and Anheier (1996); Salamon (1993); Rofman (1998); Revelli (1998).


� Defourny, (pag 7-8)


� Ver “Carta de Porto Alegre”, Encontro Latino de Cultura e Socioeconomia Solidárias, Porto Alegre  (Brasil),  agosto de 1998.


� Ver Maquita Cushunchic (1991)


� Ver Greg MacLeod (1995).


� Este tipo de organización puede encontrarse, en otra escala, en algunas instituciones educativas o de servicios de salud, o incluso de servicios públicos locales.


� Ver Rifkin (1996)


� Podemos ver el consumo social como orientado por una compleja combinación de valores egoístas y solidarios (participar en una red solidaria o preferir comprar productos locales o nacionales para incentivar el empleo son formas -socialmente conscientes- de satisfacer las propias necesidades).


� Entre otros trabajos, ver: Razeto,  1985, 1987, 1988, 1990, 1991. 


� Ver: Razeto, 1993.


� Castel, pag. 30.


� de Leonardis, Mauri y Rotelli, (1995).


� Según De Leonardis et al, se trata de usar el espacio entre mercado y Estado pero de una manera especial: “las empresas de la estrategia social trabajan fundamentalmente con aquello que crea sinergia entre Estado y mercado, con los híbridos irresueltos que no se conforman con los quasi-mercados paralelos o las cuasi-empresas asistidas”. Se trata de “romper tanto las leyes mecantiles de la oferta y la demanda por las cuales el destinatario es un consumidor (libre, pero solitario y a menudo sin poder), como también las leyes institucionales de la prestación burocrática, por las cuales el destinatario es un asistido (tutelado, pero a la vez carente, cuando no coartado)”. (pág. 40)


� ”El derecho a la defección y la posibilidad y capacidad de ejercitarlo constituyen aquí requisitos constitutivos de la subjetividad.” (pág. 80)


� Este trabajo ideológico que separa a los “anormales” para darles un tratamiento asistencial no debería ser tan fácil, pues las mismas estadísticas indican el carácter “normal” de estar desocupado, dada la alta probabilidad de que un habitante urbano pase por largos períodos de desempleo involuntario.


�Sobre la visión de la economía urbana como compuesta por los subsistemas de economía empresarial, economía pública y economía popular, ver: Coraggio (1998).


�En tal sentido, las propuestas de economía solidaria, basadas en redes de intercambio y cooperación fundadas sobre valores solidaristas sostenidos por relaciones interpersonales, que pretenden evitar la política o el mercado, no podrían por sí solas pasar de ser valiosas experiencias localizadas, al no alcanzar la escala que requiere hoy la superación de los efectos que produce la crisis estructural del sistema capitalista.


�Dicho potencial actualmente no sería utilizado, en tanto se promueve exclusivamente una solidaridad mecánica entre los sectores más pobres.


� Una política “socioeconómica” parte del reconocimiento de que los modelos económicos son representaciones muy parciales y abstractas de la economía real, y que los valores y otros rasgos culturales, así como la calidad de vida, incluidas las relaciones sociales y comunicativas, son parte constitutiva de esa economía real.


� Curitiba puede ser un ejemplo en este sentido.


�Kliksberg (sf).


� Ver Coraggio (1998).


� Por su parte, el Banco Mundial (1995 a) define como políticas urbanas aquellas relacionadas con la provisión de servicios urbanos: abastecimiento de agua, alcantarillado, caminos urbanos, drenaje, subsidios para transporte público urbano, educación y salud primarias. Al realizar su diagnóstico de los problemas urbanos enfatiza lo mismo, “si bien en los servicios urbanos existen deficiencias que tienen graves consecuencias económicas y sociales, ello no significa necesariamente que el gasto en servicios urbanos deba recibir preferencia por sobre otro tipo de gastos del sector público o sobre el consumo privado. En un mundo donde los recursos escasean, los servicios urbanos tienen que competir por los fondos con otros usos. Por ende, lo que hay que hacer es aumentar la eficacia en la prestación de servicios urbanos, tanto la eficacia distributiva (es decir, suministrar el nivel y la combinación de servicios que reflejen la preferencia de los consumidores) como la eficacia técnica (es decir obtener la producción máxima por unidad de insumo)” (pág. 32)


� Para el Banco Mundial, la política urbana es de hecho una política subordinada cuyo sentido está dado por  la función de facilitar el cumplimiento de los objetivos de la política macroeconómica. “Si bien hay fundamentos teóricos para ocuparse principalmente de la eficacia en la prestación de los servicios municipales, en la práctica no es posible separar estos servicios de otros objetivos del sector público, en particular  el alivio de la pobreza y la estabilidad macroeconómica” (Banco Mundial, 1995 a). En esa perspectiva, tanto la política macroeconómica como la política social serían de orden nacional o transnacional, y las ciudades su lugar de implementación específica. El problema es que lo hagan, y que lo hagan eficientemente.


� Fleury (1995) considera que “entendido como parte de la dinámica relacional, el proceso de desarrollo de una política pública se refiere al establecimiento de relaciones de mediación entre el Estado y la sociedad a partir de la emergencia política de una cuestión, esto es, a partir del momento en que las fuerzas que la sustentan son capaces de incribirla en la arena política como una demanda que requiere respuesta por parte del poder político”. (Pág 130)


� Ver: Borja y Castells, (1997) “Los programas de vivienda y de carácter social (...) corresponden a los gobiernos locales y estatales. El gobierno federal se limita a establecer marcos legales y financieros con el fin de promover la igualdad de la ciudadanía. Sin embargo, las situaciones críticas o los déficits estructurales requieren políticas públicas concertadas (excepcionales o permanentes) que pueden ser impulsadas por el gobierno nacional (...). En algunos casos estos programas pueden contar con una colaboración concertada que vaya de organismos internacionales hasta ONGs y asociaciones vecinales”. (pág. 147). Ver también: Projeto de cooperaçao de pesquisa Franco Brasileña (1997).


� Igual ambigüedad puede darse a nivel intraurbano. Ziccardi (1998)  considera necesario distinguir entre descentralización y desconcentración: “... el problema de fondo en los procesos de descentralización es (...) la cuota de poder que transfiere, así como el carácter del otorgador y el receptor. Y la noción de “descentralización” se distingue a la de “desconcentración”, porque esta última sólo hace referencia a los cambios que se producen en la autoridad administrativa de la línea central a niveles más bajos, y puede restringirse solamente a la desconcentración geográfica de oficinas centrales hacia áreas dispersas, pero íntimamente relacionadas o dependientes del centro en diferentes órdenes(...)” (pág. 42)


� Para García Delgado (1998) este proceso origina la aparición de una nueva escena local. “La descentralización supone mayores competencias de hecho o de derecho, lo que significa mayor presión para las comunas. Con la descentralización el Estado central “tira” la crisis para abajo, (...) en un proceso en donde los municipios tienen que dar respuestas más amplias, pero muchas veces con similares recursos o sin las capacidades técnicas y de gestión necesarias. A la gestión de servicios urbanos tradicionales se le unen los de salud, educación y asistencia a grupos de riesgo. Y esta necesidad de mayor respuesta implica, a la vez, la de contar con mayor capacidad de gestión...” (pág. 16)


�Esto no se refiere al hecho -ya registrado bajo el sistema industrial- de que las decisiones de política pública son consecuencia de la interacción de actores (grupos de presión, etc.) y a mecanismos propios de un sistema regido por hegemonías, sino a que la iniciativa y la implementación de acciones en este terreno define ahora más un campo interactivo –competitivo/cooperativo- que un proceso de implementación vertical. Esto no significa que no haya estilos de política social que impregnen las prácticas de múltiples actores relativamente autónomos.


�Sobre los límites y funciones de dos casos de gran intervención social concentrada o aplicada en regiones metropolitanas del continente, ver: Danani, Chiara y  Filc (1998), y Laurell (1994).


� Para González Meyer (1994), el desarrollo local implica producir procesos de acumulación de capacidades políticas, económicas, culturales y administrativas a nivel local. Respecto de su abordaje, “centrarse sólo en lo institucional, a través del robustecimiento municipal o la desconcentración de servicios estatales, puede desperdiciar capacidades creadoras, existentes o potenciales, de los habitantes locales, de sus organizaciones, de sus prácticas. Hablar desde la sociedad, a través del reforzamiento de organizaciones o experiencias, sin considerar las instituciones públicas, renuncia a adecuar éstas a las necesidades locales y, en nombre de una autonomía social, a no considerar lo que finalmente se reconoce como clave para cualquier cambio social, la reforma del Estado” (pág. 89)


� Para Storper (1993), todo programa de reforma social debe estar vinculado a un programa de desarrollo económico que tome en cuenta las realidades de la economía global. Toda economía nacional (especialmente en América Latina) necesita recursos –bienes de capital, capital financiero- o  mercados externos. No es posible conseguirlos sin abrir su  propio mercado interno. Esta apertura redunda en intensas presiones para lograr una reducción de costos que permita competir con países que ofrecen un costo de producción más bajo. La única manera de romper este círculo de competencia por precios cada vez más bajos es mejorar el contenido tecnológico de la producción, para establecer algunas áreas de especialización competitiva “fuera de precios” en la economía mundial global. Este es un proceso de aprendizaje tecnológico y no de producción en masa. La cuestión es cuando la “reforma social” queda como nota al pié de página y la acción se concentra en conectarse con la economía global.


� Por ejemplo, los enfoques de la reingeniería y la calidad total se han comenzado a aplicar en organizaciones dedicadas a la producción cultural, como los establecimientos educativos, cuyos directores ahora deben verse como empresarios y sus alumnos como clientela. Ver, Brent Davies & John West-Burnham, (1997). 


� Esto debería ser tenido en cuenta en la zonificación intraurbana para la desconcentración de los centros de atención al público que acercan el municipio a los habitantes de las zonas periféricas. La tendencia inicial suele ser a recortar regiones socialmente homogéneas.


� Respecto de experiencias de desarrollo local llevadas a cabo en el sur de Europa, Hadjimichalis y Papamichos (1990) consideran que los principales errores radicaron en ignorar que “las características peculiares de las experiencias con éxito no podían ser transplantadas mecánicamente a otros lugares. Es en este sentido en el que una nueva “mitología”  tiende a establecerse, con una fuerte dosis de optimismo sobre el futuro de la producción descentralizada, de las posibilidades de desarrollo endógeno y de la especialización flexible. Esta visión se fundamenta en una comprensión extremadamente simplista y errónea de las transformaciones sociales y territoriales”.


� Ver: Arocena, José, (1995): “La planificación local supone la existencia de actores locales capaces de iniciativa.(...) Hay dos razones principales para hablar de planificación local. La primera se refiere a la importancia de la escala local o regional. En esta escala importa la construcción social cotidiana, el hombre concreto y su entorno inmediato, así como la permanente transformación de la naturaleza(...) La segunda razón tiene que ver con la participación de los actores locales. Una de las principales debilidades de la planificación global y centralizada fue el divorcio entre planificadores y protagonistas. La planificación exige un conocimiento de las distintas realidades que difícilmente se encuentran en oficinas técnicas centrales(...) La planificación local es entonces pertinente por la escala en que generan y se tratan los datos y porque se estructura a partir de un sistema de actores capaz de integrar sus iniciativas en estrategias comunes al conjunto de la sociedad local, sin perder el potencial creativo de individuos y grupos” (pág. 22)


� Ver Coraggio, José Luis (1998 a): “Poner en marcha un proceso de desarrollo local donde éste no se viene dando supone una nueva relación entre los agentes del sector público, del sistema político y del sistema social. (...) Para intentar romper con un círculo vicioso de un desarrollo que supone el desarrollo de sus propias “pre-condiciones” es necesario tomar la decisión política de poner en marcha un proceso sin precondiciones(...) No importa quien tome las primeras iniciativas para instalar en la esfera pública la cuestión del desarrollo local. En algún momento del proceso inicial de gestación debe convocarse, desde el estado local y de manera firme, a la sociedad y a la economía local en su conjunto, a través de sus representantes sociales y corporativos (...) participantes todos del proceso de producción de expectativas y motivaciones indispensables para movilizar los recursos del desarrollo endógeno”. Ver Olivera Cárdenas, et al (1991), ...”[en Perú] La actual Ley de Municipalidades consagra el papel de los municipios en el desarrollo local y les restituye importantes competencias y funciones, de manera tal que a este nivel existen por lo menos las condiciones necesarias para que puedan desempeñar su rol como instancias de desarrollo local y democratización del poder. Sin embargo, uno de los obstáculos más serios que continúan enfrentando los municipios es el hecho de que disponen de recursos muy limitados (...) Es en ambas perspectivas –el desarrollo local y la democratización del poder- que los municipios pueden contribuir de manera importante a la fomación de gobiernos regionales” (pág. 10)


� Respecto de las disparidades regionales, en el caso de la Unión Europea, Bianchi (1997), señala que “ ...existe el convencimiento de que la Unión funcionará mejor si se anulan las diferencias en términos de living standars (estándares de vida) entre las áreas de la Unión. La existencia de marcadas disparidades en las condiciones básicas de vida de los ciudadanos de la Comunidad constituye un serio obstáculo para lograr la efectiva integración europea, porque las áreas marginales, caracterizadas por escasa infraestructura, pésimas condiciones ambientales y una insuficiente disponibilidad de servicios básicos tales como agua y electricidad , dificilmente podrían participar de un proceso de carácter evolutivo e interactivo con regiones y países que, al contrario, han alcanzado condiciones estructurales ventajosas y que persiguen objetivos más avanzados de integración económica y social” (pág. 138). Respecto al MercoSur, “La integración al sistema global de nuestras sociedades parece requerir la conformación de un sistema regional de redes de ciudades y áreas que tenga capacidad sistémica para producir competitivamente en el mercado global.” (Coraggio, 1998b, pág. 108-109)
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